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REGLAMENTO DE LA LEY DE ADQUISICIONES Y ENAJENACIONES  


DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE JALISCO 


 


 


ACUERDO DEL CIUDADANO  


GOBERNADOR CONSTITUCIONAL 


DEL ESTADO DE JALISCO 


 


Guadalajara, Jalisco, once de julio  


de mil novecientos noventa y cinco. 
 


Con fundamento en los artículos 38 y 51 fracciones VIII, XI, XXII, XXIV y XXV de la Constitución 
Política 1º, 2º, 3º, 5º, 6º, 8º, 9º, 19 fracción II, 21, 22 fracciones I, II, IV, XVIII, XIX y XXII de la Ley 
Orgánica del Poder Ejecutivo; y 5º, 8º y Tercero Transitorio de la Ley de Adquisiciones y 
Enajenaciones del Gobierno del Estado, los tres ordenamientos del Estado de Jalisco, y 
 


C O N S I D E R A N D O: 


 
I. Que la Constitución Política Local, establece dentro de las facultades y obligaciones del 
Gobernador del Estado, el expedir los reglamentos que resulten necesarios a fin de proveer en su 
esfera administrativa, la exacta observancia de las leyes y para el buen despacho de la 
Administración Pública, así como el cuidar de la inversión de los caudales de esta Entidad 
Federativa. 
 
II. Que la Ley Orgánica del Poder ejecutivo del Estado, en su artículo 8º dispone que las 
Secretarías y Dependencias, así como los organismos auxiliares y los comprendidos en su artículo 
50 que enuncia a los organismos públicos descentralizados, fideicomisos públicos y a las entidades 
y empresas de participación estatal mayoritaria, deben conducir sus actividades en forma 
programada y con base en las políticas, prioridades y restricciones que establezca el Gobierno del 
Estado, y con estricta observancia de ello, mediante el Ordenamiento que se expide con el presente 
acuerdo, se emiten los lineamientos reglamentarios conforme a los cuales deben efectuar sus 
adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones, para que obtengan los recursos necesarios y 
efectúen las funciones que les corresponde. 
 
III. Que el artículo 22 de la Ley referida en el punto inmediato que antecede, determina entre las 
atribuciones específicas del Poder Ejecutivo, la administración general del Gobierno, que incluye la 
de la hacienda y las finanzas públicas, la de los recursos materiales, así como el control y 
evaluación gubernamental y vigilancia del gasto público. 
 
IV. Que la Ley de Adquisiciones y Enajenaciones del Gobierno del Estado de Jalisco, aprobada 
mediante Decreto No. 15774 y publicada en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco” con fecha 14 
de marzo del presente año, tiene por objeto regular las acciones de programación, 
presupuestación, gasto, ejecución, conservación, mantenimiento y control de las operaciones 
relativas a bienes o recepción de servicios que lleven a cabo las secretarías, dependencias y 
organismos auxiliares y paraestatales del Poder Ejecutivo del Estado, como consecuencia de 
adquisición de bienes muebles e inmuebles, enajenación de bienes muebles, arrendamiento de 
bienes muebles e inmuebles, contratación de servicios y manejo de almacenes. 
 
V. Que el artículo Tercero Transitorio de la Ley mencionada en el punto IV anterior, estipula que el 
Ejecutivo del Estado, en el término máximo de cuatro meses a partir de la vigencia de dicha Ley, 
deberá expedir el Reglamento de la misma, y en su cumplimiento, y con el pleno convencimiento de 
que es necesario emitirlo para mejorar en esta materia la función de la Administración Pública, se 
procedió a efectuar el análisis minucioso de las necesidades políticas, prioridades y restricciones 
que se deben plasmar en las disposiciones, que ahora se establecen. 
 
En mérito de los fundamentos y razonamientos expuestos con antelación, tengo a bien emitir el 
siguiente 
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ACUERDO: 
 


ÚNICO.- Se crea el Reglamento de la Ley de Adquisiciones y Enajenaciones del Gobierno del 
Estado de Jalisco, para quedar como sigue: 
 


REGLAMENTO DE LA LEY DE ADQUISICIONES 


Y ENAJENACIONES DEL GOBIERNO DEL 


ESTADO DE JALISCO 


 


CAPITULO PRIMERO 


DISPOSICIONES GENERALES 
 


Artículo 1º.- El presente Reglamento tiene como objeto establecer los procedimientos que deberán 
observar las Secretarías, Dependencias y Organismos Auxiliares y Paraestatales del Poder 
Ejecutivo del Estado, en relación a las operaciones que regula la Ley de Adquisiciones y 
Enajenaciones del Gobierno del Estado de Jalisco. 
 
Los Organismos enunciados en el artículo 50 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado, se 
sujetarán a los procedimientos que se establecen para la adquisición y enajenación de bienes, en lo 
que respecte al patrimonio que obtengan por cuenta del erario público. 
 
Como lo señala el último párrafo del artículo 1º de la Ley de Adquisiciones y Enajenaciones del 
Gobierno del Estado de Jalisco, los órganos de gobierno de los organismos paraestatales deberán 
emitir de conformidad a dicha Ley, las políticas, bases y lineamientos; para lo cual podrán solicitar 
el apoyo de la Administración Central, para que la Secretaría de Administración con observancia de 
las disposiciones legales aplicables, lleve a cabo la contratación de sus adquisiciones o recepción 
de servicios conforme al párrafo que antecede, tomando en cuenta la naturaleza, fines y metas de 
los propios organismos. 
 
Los Municipios observarán las disposiciones de este Reglamento cuando realicen las operaciones a 
que se refiere el artículo 1º de la Ley conforme a lo dispuesto por el artículo 2º de la misma. 
 


Artículo 2º.- Para los efectos de este Reglamento, se entiende por: 
 
I. Ley: Ley de Adquisiciones y Enajenaciones del Gobierno del Estado de Jalisco; 


 
II. Secretaría: Secretaría de Administración del Gobierno del Estado de Jalisco. 


 
III. Secretarías, Dependencias y Organismos: Las unidades administrativas, los Organismos 
Auxiliares, y las entidades que se encuentran comprendidos en los artículos 23, 47 y 50 de la Ley 
Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado. 
 
IV. Comisión: La Comisión de Adquisiciones y Enajenaciones del Gobierno del Estado. 
 
V.  Bienes muebles: aquéllos que define el Código Civil del Estado de Jalisco como tales. 
 


Artículo 3º.- La Secretaría, delegará como “órganos ejecutores” a las Direcciones Generales de 
Recursos Materiales, de Control Patrimonial y de Bienes Inmuebles, respecto de las actividades 
operativas establecidas por este Reglamento, y las Secretarías, Dependencias y Organismos, se 
considerarán como “órganos usuarios”. 
 


Artículo 4º.- La aplicación de este Reglamento corresponde a la Secretaría, sin perjuicio de las 
atribuciones que competen a las Secretarías, Dependencias y Organismos, así como a las 
Administraciones Municipales. 
 


Artículo 5º.- La Secretaría en ejercicio de las facultades que le confiere la Ley y considerando las 
funciones establecidas en su Título Sexto a la Comisión, dictará los lineamientos, políticas y 
procedimientos a las que deberán sujetarse las Secretarías Dependencias y Organismos, así como 
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las Administraciones Municipales, con el objeto de unificar los criterios en la aplicación de políticas 
que garanticen la eficiencia, racionalidad y disciplina en el ejercicio y aplicación del gasto, con 
respecto a: 


 
I. La realización de sus adquisiciones, enajenaciones, arrendamientos y contratación de servicios; 
 
II. La celebración de licitaciones y concursos públicos para las adquisiciones de materias primas y 
bienes muebles que requieran para el cumplimiento de sus funciones; 
 
III. La recepción y verificación de los bienes o servicios que se adquieran, contraten o arrienden, en 
cumplimiento a la solicitud de requisición formulada; y 
 
IV. El manejo y control de sus almacenes. 
 


Artículo 6.- Cuando en las operaciones a que se refiere el artículo 1º de la Ley se afecten fondos 
económicos previstos en los convenios que se celebren con las entidades de la Administración 
Pública Federal, se acatará lo dispuesto por la Legislación Federal y Estatal, según el caso. 
 


Artículo 7º.- Para el debido cumplimiento del presente Reglamento, la Secretaría podrá ejercer las 
facultades que le concede el artículo 6º de la Ley, y las que le confieran en esta materia el Titular 
del Poder Ejecutivo y la Comisión. 
 


CAPITULO SEGUNDO 


DE LA PROGRAMACION Y PRESUPUESTACION 


DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTO 


Y CONTRATACION DE SERVICIOS 


 


Artículo 8º.- Las Secretarías, Dependencias y Organismos, deberán formular sus programas 
anuales de adquisiciones, arrendamientos y contratación de servicios, con base en sus 
necesidades reales y con sujeción al presupuesto de egresos vigente en cada ejercicio fiscal, y 
presentarlos a la Secretaría a más tardar en la primera quincena del mes de septiembre del año 
anterior del ejercicio para el que se programe, debiendo integrar en la propuesta: 


 
I. Sus objetivos y metas a corto y mediano plazo; 
 
II. La existencia de los bienes en sus almacenes mediante inventarios; 


 
III. Las acciones previas, durante y posteriores a la realización de las adquisiciones, arrendamientos 
y contratación de servicios; 


 
IV. Las especificaciones de los bienes y servicios; 
 
V. Las normas de calidad de los bienes y los plazos estimados de suministros; 
 
VI. Los calendarios financieros; y 


 
VII. Los requerimientos para la conservación y mantenimiento de los bienes muebles y ampliación 
de la capacidad de los servicios que presten. 
 
Se deberán considerar preferentemente los bienes o servicios de procedencia nacional, así como 
aquellos propios del Estado o región, con especial atención a los sectores económicos cuya 
promoción, fomento y desarrollo, estén comprendidos en los objetivos del Plan Estatal de 
Desarrollo y en los Programas Sectoriales respectivos. Asimismo, se deberán incluir los insumos, 
material, equipo, sistemas y servicios que tenga incorporada tecnología nacional, tomando en 
cuenta los requerimientos técnicos y económicos que tengan las adquisiciones que se vayan a 
hacer en el Estado, en el País o en el Extranjero. 
 


Artículo 9º.- Los organismos sectorizados, presentarán sus anteproyectos de adquisiciones, 
arrendamientos y contratación de servicios a la entidad cabeza de sector, dentro del término que 
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ésta determine, los cuales una vez analizados y de considerarlos procedentes los remitirán a la 
Secretaría en la fecha establecida en el artículo 8º de este Reglamento. 
 


Artículo 10º.- Una vez que la Secretaría reciba el programa anual de adquisiciones, 
arrendamientos y contratación de servicios de las Secretarías, Dependencias y Organismos, 
formulará los catálogos de los bienes y servicios, los cuales serán integrados en concordancia con 
las partidas presupuestales, estadísticas de consumo e instructivos que servirán de guía para la 
integración de los programas. 
 


Artículo 11.- La Secretaría proporcionará a las Secretarías, Dependencias y Organismos, las 
estadísticas de sus consumos del ejercicio inmediato anterior al que se programa, con el objeto de 
facilitarle la integración de sus proyectos anuales. En caso de no presentar su propuesta definitiva 
en la fecha establecida, la Secretaría validará las cifras estadísticas del ejercicio anterior como 
programa definitivo. 
 


Artículo 12.- Los programas anuales de adquisiciones, arrendamientos y contratación de servicios, 
deberán contener la codificación y descripción de los bienes y servicios de acuerdo al catálogo 
respectivo, la información relativa a especificaciones técnicas y cualquier otro tipo de datos 
necesarios para realizar las contrataciones en las mejores condiciones para el Gobierno del Estado. 
 


Artículo 13.- La Secretaría con base en el programa general de adquisiciones, arrendamientos y 
contratación de servicios que integre, determinará en los que deban llevarse a cabo su adquisición 
o contratación en forma consolidada, con el objeto de optimar los recursos del Estado y obtener las 
mejores condiciones en cuanto al costo, calidad y financiamiento. 
 


Artículo 14.- Las adquisiciones de bienes, arrendamientos en general y contratación de servicios, 
se apegarán estrictamente a los procedimientos establecidos en la Ley y en el presente 
Reglamento. 
 


Artículo 15.- La Secretaría con base en una evaluación analítica e histórica del gasto del ejercicio 
actual, elaborará el Anteproyecto de Presupuesto de Egresos correspondiente a los capítulos de 
materiales y suministros, servicios generales y transferencias del Poder Ejecutivo, el cual remitirá a 
la Secretaría de Finanzas a más tardar el quince de Octubre a efecto de que ésta los analice, emita 
la opinión de carácter financiero correspondiente y efectúe las observaciones pertinentes. 
 


CAPITULO TERCERO 


DE LOS PROCEDIMIENTOS Y DE LOS CONTRATOS 
 


Artículo 16.- Los pedidos o contratos deberán celebrarse únicamente con los proveedores 
debidamente registrados en el Padrón de Proveedores de Bienes y Servicios del Gobierno del 
Estado de Jalisco, salvo los casos de excepción determinados en el artículo 13 de la Ley. 
 


Artículo 17.- En los pedidos y contratos se estipularán las condiciones de calidad, precio, y en su 
caso financiamiento, anticipo, tiempo de entrega, enajenación de los trabajos, forma de pago y 
garantía, y cuando fuere necesario, la capacitación del personal que opere los bienes que se 
adquieran. 
 


Artículo 18.- Los pedidos a que se refiere el artículo anterior, podrán modificarse por causas 
necesariamente justificadas ante la instancia que autorizó el contrato o pedido, conforme a las 
reglas siguientes: 


 
I. En lo que concierne a precios, cuando el incremento se ajuste a los indicadores económicos 
emitidos por las autoridades competentes en el momento de formalizarse la operación y no se 
hubiera otorgado anticipo al proveedor; 


 
II. En cuanto a concepto de volúmenes, sólo cuando el incremento no sea más de un 30% del 
monto pactado inicialmente; y 
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III. En lo que corresponde a plazos de cumplimiento, siempre y cuando no afecten a la 
Administración Pública. 
 


Artículo 19.- La Secretaría y la Comisión, según el caso, evaluarán las propuestas que presenten 
los proveedores de bienes y servicios, a efecto de seleccionarlos, considerando para ello las 
mejores condiciones de precio, calidad, garantía, plazo de entrega y financiamiento para el pago, 
con base en los siguientes procedimientos: 


 
 I. Por licitación pública: 


 
a. Formulación y evaluación de las bases y convocatorias; 
 
b. Publicación de la convocatoria en dos periódicos de mayor circulación con una anticipación de 15 
días naturales a la celebración del concurso o junta aclaratoria; 
 
c. El acto de apertura de ofertas que en sobre cerrado se presente, se llevará a cabo ante la 
presencia de la mitad más uno de los integrantes de la Comisión; 


 
d. La Comisión o los que ellos designen, evaluarán las propuestas presentadas, debiendo darse el 
fallo en un plazo no mayor de diez días hábiles posteriores a la fecha del concurso; 


 
e. Deberán asentarse en las actas correspondientes, el proceso y dictamen debidamente firmadas 
por los participantes;  
 
II. Por concurso: 
 
a. Formulación y evaluación de las bases e invitación a por lo menos seis proveedores; 


 
b. Exhibición de la convocatoria en el tablero oficial de información que para tal efecto exista en la 
Secretaría, de la misma manera, los organismos empresariales miembros de la Comisión, invitarán 
a participar a aquellas personas que consideren adecuadas; y 


 
c. Se realizarán las últimas tres fases citadas en la fracción anterior; y 
 
III. Por invitación a cuando menos tres proveedores: 


 
a. Se elaborará cuadro comparativo con las propuestas que en sobre cerrado se recibirán; y 


 
b. Se asignará el pedido o contrato de acuerdo a los criterios de precio, calidad, tiempo de entrega y 
demás condiciones favorables para el Gobierno del Estado. 
 
Para las adquisiciones por adjudicación directa se deberá observar en la medida de lo posible, el 
inciso B de la fracción III de este artículo. 
 


Artículo 20.- La Secretaría o la Comisión según sea el caso, decidirá la conveniencia de distribuir la 
adjudicación de los pedidos de un mismo bien a dos o mas proveedores, en observancia estricta 
del artículo 17 de la Ley, procurando la seguridad de suministro, la promoción económica y la 
generación del empleo en Jalisco. 
 


Artículo 21.- La Secretaría podrá estipular las penas convencionales a cargo del proveedor por 
incumplimiento en los pedidos o contratos, las cuales podrán fluctuar entre el 1% y el 10%, del 
precio pactado, dependiendo del tipo de suministro. Lo anterior, independientemente de poder 
exigir el pago por daños y perjuicios. 
 


CAPITULO CUARTO 


DE LAS ADQUISICIONES DE BIENES MUEBLES 
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Artículo 22.- Las adquisiciones de bienes muebles se iniciarán a petición de las Secretarías, 
Dependencias y Organismos, mediante la solicitud de aprovisionamiento, mismas que deberán 
contener los siguientes datos y requisitos: 


 
I. Nombre y partida presupuestal de la Secretaría, Dependencia u Organismo; 
 
II. Nombre del clasificador por objeto del gasto; 


 
III. Nombre del servidor público responsable de la Secretaría, Dependencia u Organismo; 


 
IV. Descripción detallada de los bienes muebles requeridos; 


 
V. Expresar en unidades de medidas claras y objetivas los bienes muebles que se requieran, así 
como el tiempo y lugares para su suministro; 
 
VI. Señalar el nombre del servidor público responsable de darle seguimiento a la solicitud, con su 
cargo, domicilio y teléfono oficial; 
 
VII. Anexar catálogos o muestras de los bienes muebles solicitados, en caso de que por las 
características de los mismos sea necesario; 
 


II.  La solicitud deberá ser firmada por el servidor público facultado para ejercer el presupuesto 
respectivo; y 


 
VIII. Cuando se trate de la adquisición de equipos y materiales de cómputo, así como de la 
contratación de su mantenimiento, se deberá adjuntar a la solicitud el dictamen técnico 
correspondiente emitido por la Dirección General de Informática de la Secretaría. 
 


Artículo 23.- Las adquisiciones de bienes muebles que sean requeridas para la atención de 
situaciones urgentes generadas por caso fortuito o de fuerza mayor, o cuando se trate de bienes y 
servicios requeridos para garantizar la seguridad interior del Estado, se llevarán a cabo por la 
Secretaría, previo Acuerdo del Titular del Poder Ejecutivo, y posterior sometimiento a la aprobación 
de la Comisión si se da algunos de los supuestos en que deba intervenir. 
 


Artículo 24.- La Secretaría de acuerdo a la disponibilidad presupuestal y calendarización del gasto 
autorizado, podrá otorgar anticipos para la adquisición de bienes muebles conforme a lo siguiente: 


 
 I. El anticipo podrá ser hasta por un máximo del 50% del monto total del pedido o contrato; y 


 
II. Para el aseguramiento de la aplicación correcta de los anticipos, los proveedores deberán 
constituir previamente las garantías señaladas por la Ley en el Título Tercero Capítulo II y las 
establecidas en el artículo 28 de este Reglamento. 
 


Artículo 25.- En las adquisiciones de bienes muebles podrán efectuarse pagos progresivos, previa 
verificación física de sus avances y de conformidad con el programa convenido. 
 


Artículo 26.- Las Secretarías, Dependencias y Organismos, son corresponsables de verificar que 
los bienes adquiridos cumplan las especificaciones requeridas, para lo cual deberán: 
 
I. Comunicar de inmediato a la Secretaría las irregularidades que adviertan en relación con las 
adquisiciones; 


 
II. Conservar la documentación o copia de la misma, relativa a sus adquisiciones de bienes 
muebles por un período mínimo de cinco años; 


 
III. Tomar las providencias necesarias para la protección de sus existencias; y 
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IV. Facilitar al personal de la Secretaría el acceso a sus almacenes, oficinas, plantas talleres y 
demás instalaciones y lugares de trabajo, así como a sus registros e información necesaria para el 
ejercicio de sus atribuciones. 
 


Artículo 27.- Se procederá a efectuar adquisiciones de bienes muebles de procedencia extranjera, 
únicamente en los siguientes casos; 


 
I. Cuando no exista fabricación nacional; y 


 
II. Cuando la fabricación nacional no sea competitiva en calidad, costo, servicio, forma de pago o 
plazo de entrega. 
 
Cuando se requiera efectuar operaciones en moneda extranjera se estará a lo dispuesto por la Ley 
Monetaria vigente. 
 


CAPITULO QUINTO 


DE LAS GARANTÍAS EN EL CUMPLIMIENTO DEL PEDIDO 
 


Artículo 28.- Las garantías que se requieran en el proceso de adquisición a elección de los 
proveedores, podrán ser a través de: 


 
I. Fianza; 


 
II. Cheque certificado o de caja a favor de la Secretaría de Finanzas; y 


 
III. Efectivo. 
 
La Secretaría depositará las garantías de los pedidos o contratos en la Secretaría de Finanzas, 
quien a su vez la devolverá al proveedor cuando haya cumplido lo convenido; de no ser así, se hará 
efectiva. 
 


CAPITULO SEXTO 


DE LA ADQUISICIÓN DE BIENES INMUEBLES 


 


Artículo 29.- La Secretaría analizará los requerimientos inmobiliarios que le soliciten las 
Secretarías, Dependencias y Organismos, a fin de proceder a los trámites conducentes para la 
adquisición de los bienes inmuebles solicitados, siempre y cuando éstos sean autorizados por el 
Titular del Poder Ejecutivo del Estado, y no se encuentran otros disponibles dentro  del Patrimonio 
Estatal. 
 


Artículo 30.- Para los efectos del artículo anterior, las Secretarías, Dependencias y Organismos 
deberán cumplir los siguientes requisitos: 
 
I. Incluir sus requerimientos inmobiliarios en su programa anual; 
 
II. Tener presupuesto autorizado para su adquisición; y 
 
III. Elaborar y enviar a la Secretaría oficio de solicitud de su requerimiento inmobiliario autorizado 
por el Titular de la entidad pública de que se trate, en el que deberá justificar claramente su 
necesidad. 
 


Artículo 31.- La asignación de bienes inmuebles disponibles dentro del Patrimonio Estatal, se 
efectuará de acuerdo al dictamen que emita la Secretaría, y en el caso de su adquisición, se 
realizará con base en el dictamen que para tal efecto elabore la Secretaría de Desarrollo Urbano a 
través de su Dirección General de Obras Públicas, siendo necesaria además la opinión de la 
Comisión. 
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Artículo 32.- En la adquisición de bienes inmuebles que se lleve a efecto, la Secretaría tendrá a su 
cargo la realización de los trámites para su regularización jurídica e integración administrativa de los 
mismos al control patrimonial del Estado. 
 


CAPITULO SEPTIMO 


DE LA CONTRATACION DE ARRENDAMIENTOS 
 


Artículo 33.- El arrendamiento de bienes inmuebles, procede únicamente en los siguientes casos: 
 


I. Cuando el presupuesto disponible no resulte suficiente para su adquisición; 
 


II. Cuando por las condiciones del requerimiento no se cuente con el bien solicitado dentro del 
Patrimonio del Estado; 


 
III. Cuando el bien se requiera temporalmente; y 


 
IV. Cuando sea muy onerosa su adquisición y sea más costeable su arrendamiento. 
 


Artículo 34.- Para arrendar bienes inmuebles, la Secretaría será la representante del Gobierno del 
Estado, conjuntamente con los Titulares de las Secretarías, Dependencias y Organismos 
solicitantes, para que ambos suscriban los contratos referentes a estas operaciones. 
 


Artículo 35.- Corresponde a la Secretaría tramitar y controlar los contratos de arrendamiento de 
inmuebles que se celebren, y la justipreciación se establecerá conforme a los avalúos de los bienes 
que expida la entidad pública encargada del Catastro del Estado. 
 
Al vencimiento de los contratos, la Secretaría podrá convenir de acuerdo a las condiciones del 
mercado, los incrementos para la renovación de los mismos. 
 


CAPITULO OCTAVO 


DE LA CONTRATACION DE SERVICIOS 


 


Artículo 36.- A la Secretaría como responsable de administrar los recursos materiales y de la 
contratación de los servicios, le corresponde lo siguiente: 


 
I. Vigilar y controlar el Patrimonio del Estado, con el objeto de prolongar la vida útil de los bienes 
muebles e inmuebles; 
 
II. Determinar los servicios que pueden prestarse mediante el uso de recursos propios, y los que 
puedan ser a través de la subrogación con particulares; 
 
III. Contratar los servicios de reparación y mantenimiento que requieran los bienes del Estado y los 
arrendados, mediante licitación pública en la forma y términos establecidos en este Reglamento. Se 
exceptúan de esta disposición los servicios que por su naturaleza no sea posible contratar mediante 
este proceso; y 
 
IV. Proporcionar un adecuado servicio a las Secretarías, Dependencias y Organismos para 
mantener en estado óptimo de conservación y operación los bienes respectivos. 
 


CAPITULO NOVENO 


DE LOS ALMACENES 


 


Artículo 37.- Los bienes muebles adquiridos por la Secretaría a solicitud de las Secretarías, 
Dependencias y Organismos, ingresarán a los almacenes del Gobierno del Estado para su control 
hasta la entrega de los mismos a los usuarios. 
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Artículo 38.- Las Secretarías, Dependencias y Organismos, llevarán a cabo las actividades de 
almacenaje y suministro mediante la programación mensual derivada de la planeación anual de 
adquisiciones. 
 


Artículo 39.- Las actividades para el control y operación de los almacenes comprendidas en el 
artículo 27 de la Ley, deberán llevarse a cabo a través de los procedimientos que emita la 
Secretaría, que permitan su adecuado control interno y estricta vigilancia física. 
 


Artículo 40.- Los bienes muebles que no se utilicen por obsolescencia y los que se encuentren 
deteriorados sin utilidad práctica, quedarán a resguardo de estos almacenes hasta que se decida 
su utilización o destino final, debiendo informar las Secretarías, Dependencias y Organismos a la 
Secretaría, para la baja correspondiente en el inventario de dicha entidad. 
 


Artículo 41.- Las Secretarías, Dependencias y Organismos, se sujetarán a los lineamientos 
emitidos por la Secretaría para el levantamiento y actualización del inventario de bienes muebles 
así como para el control, operación y manejo de almacenes. 
 


Artículo 42.- Los responsables de los almacenes deberán llevar a cabo inventarios mensuales por 
muestreo, con la finalidad de validar sus existencias, así como solicitar auditorías anuales de cierre 
de ejercicio. 
 
La Secretaría podrá efectuar las auditorías eventuales que considere necesarias. 
 


Artículo 43.- Los responsables de los almacenes registrarán las entregas de recursos materiales 
por parte del proveedor, autorizando la documentación mediante sello y firma de que reciben de 
acuerdo a las especificaciones estipuladas en los pedidos y contratos respectivos, informando a la 
Secretaría sobre su conformidad o inconformidad, según el caso, con el fin de subsanar cualquier 
anomalía que se presente al respecto. 
 


CAPITULO DECIMO 


DE LAS ENAJENACIONES DE BIENES MUEBLES 


 


Artículo 44.- Los bienes muebles que sean dados de baja conforme a la Ley, serán enviados al 
almacén de la Secretaría, la cual tendrá a su cargo el resguardo de los mismos hasta la fecha en 
que se defina su destino final. 
 


Artículo 45.- Los bienes referidos en el artículo anterior serán susceptibles de enajenación, 
pudiendo efectuarse de manera unitaria, por lotes o en forma conjunta, en el momento en que la 
Secretaría lo considere pertinente a partir del avalúo practicado por peritos autorizados en la 
materia, y con el respectivo Acuerdo del Titular del Poder Ejecutivo. 
 


Artículo 46.- La enajenación de los bienes muebles deberá efectuarse mediante licitación pública 
considerando los siguientes lineamientos: 


 
I. Convocar a concurso; 


 
II. Publicar la convocatoria una vez en por lo menos dos diarios de mayor circulación en el Estado, o 
en la República Mexicana, según sea el caso; 


 
III. Efectuar las operaciones por medio del remate; 


 
IV. Las personas físicas o morales que deseen adquirir los bienes subastados, propondrán sus 
ofertas en la forma y términos que establezca la Secretaría, mediante las bases que emita al 
respecto; y 


 
V. La seriedad de las posturas de los participantes deberá garantizarse mediante fianza, cheque 
certificado o de caja a favor de la Secretaría de Finanzas, o en efectivo hasta por el monto que fije 
la Secretaría, que será devuelto al concluir la almoneda, con excepción de aquellos postores a los 
que haya favorecido la adjudicación. 
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Artículo 47.- Si en la primera almoneda no se hubiesen enajenado los bienes: 
 


I.  Se llevará a cabo una segunda en la que se deducirá un 10% de las posturas que para la anterior 
se consideraron legales; y 
 
II. De no realizarse la enajenación en la segunda almoneda, se llevará a cabo una tercera, donde 
se considerará como postura legal las dos terceras partes del avalúo que se haya determinado para 
tal efecto. 


 
De no realizarse en la tercera almoneda la adjudicación, la Secretaría determinará el destino de los 
bienes. 
 
Las posturas se realizarán en la forma y términos que establezca la Secretaría. 
 


Artículo 48.- El postor que resulte adjudicado tendrá un plazo máximo de quince días naturales 
para retirar los bienes respectivos, previo pago total de la operación, devolviéndosele en ese 
momento la garantía. 
 


CAPITULO DECIMO PRIMERO 


DEL PADRON DE PROVEEDORES 


 


Artículo 49.- Las personas físicas o morales que deseen ofertar bienes muebles o prestación de 
servicios a las Secretarías, Dependencias y Organismos, deberán registrarse en el Padrón de 
Proveedores de Bienes y Servicios del Gobierno del Estado bajo las siguientes bases: 


 
I. Podrán registrarse en cualquier época del año, siempre y cuando sean días hábiles; 


 
II. Presentar comprobante de alta ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, copia 
certificada del acta constitutiva si son personas morales y su comprobante de filiación a alguna 
Cámara, así como cumplir con los demás requisitos que les fije la Secretaría; 


 
I. Solicitarlo a la Secretaría a través del formato “Solicitud de inscripción y modificación”, anexando 
a éste la documentación requerida; y 


 
II. Informar oportunamente a la Secretaría sobre los cambios que tuviere con respecto a los datos 
presentados, debiéndose proporcionar tal información durante los cinco días siguientes al que se 
efectuaron. 
 


Artículo 50.- La resolución que tome la Secretaría sobre la solicitud de registro al Padrón será 
notificada al interesado dentro del plazo que establece la Ley, y en caso positivo, se le asignará a 
éste el número respectivo, el cual hará las veces de clave y de identificación. 
 


Artículo 51.- La Secretaría resguardará los expedientes y asentará la información en un banco de 
datos y los clasificará por giros comerciales para efectos operativos. 
 


Artículo 52.- Cuando por necesidad se requiera efectuar adquisiciones con proveedores no 
inscritos en el Padrón de Proveedores de Bienes y Servicios del Gobierno del Estado, la Secretaría 
deberá realizar los trámites conducentes y proporcionar todas las facilidades para su inmediata 
incorporación, previo cumplimiento de las disposiciones legales. 
 


Artículo 53.- Las Secretarías, Dependencias y Organismos deberán hacer del conocimiento de la 
Secretaría para los fines legales respectivos, aquellos casos de proveedores que se encuentren en 
los supuestos de suspensión o cancelación previstos por la Ley. 
 


Artículo 54.- La Secretaría determinará sobre la procedencia de la suspensión o cancelación del 
registro de los proveedores en el Padrón mediante resolución debidamente fundada y motivada 
cuando se encuentren en los supuestos establecidos en el artículo 42 de la Ley, y en los casos 
siguientes; 
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I. Por cohecho; 


 
II. Por proporcionar información falsa a la Secretaría o a la Comisión; y 


 
III. Por incumplimiento reiterado en sus pedidos o contratos. 
 


Artículo 55.- Las resoluciones que nieguen la inscripción, determinen la modificación, suspensión o 
cancelación de registro, se notificarán personalmente a los interesados en el término establecido 
por el artículo 41 de la Ley. 
 


CAPITULO DECIMO SEGUNDO 


DE LA COMISION DE ADQUISICIONES Y ENAJENACIONES 


DEL GOBIERNO DEL ESTADO 


 


Artículo 56.- Además de las señaladas en la Ley, la Comisión tendrá a su cargo la difusión entre 
los industriales, comerciantes y prestadores de servicios del Estado, las necesidades de los bienes 
y servicios requeridos cíclicamente por las Secretarías, Dependencias y Organismos, para que 
estén en posibilidades de abastecer los requerimientos y procurar las compras consolidadas. 
 


Artículo 57.- El Presidente de la Comisión tendrá a su cargo informar al Titular del Ejecutivo los 
acuerdos y actividades de la Comisión. 
 


Artículo 58.- Las sesiones ordinarias o extraordinarias que se desarrollen conforme a lo 
establecido en la Ley, deberán sujetarse a lo siguiente: 


 
I.  Lectura de la orden del día; 


 
II. Firma de la lista de asistencia; 


 
III. Lectura del acta anterior; 


 
IV. Revisión de la agenda de trabajo; 


 
V. Asuntos varios; 


 
VI. Lectura de acuerdos y comisiones; y 


 
VI. Cierre de acta. 
 


Artículo 59.- Las reuniones extraordinarias serán previamente convocadas por el Presidente de la 
Comisión, para lo cual se deberá avisar a los integrantes de la Comisión, con un mínimo de dos 
días de anticipación a la fecha de la sesión. 
 


Artículo 60.- Para las sesiones ordinarias, la Comisión quedará debidamente integrada con la 
asistencia de la mitad más uno de sus miembros, y las extraordinarias con el número de los 
concurrentes, y los acuerdos que se tomen en ella tendrán plena validez. 
 


Artículo 61.- Para el análisis y opinión de los asuntos a tratar en una sesión, al inicio de ésta, el 
Secretario Ejecutivo entregará una relación de ellos, a cada uno de los integrantes en el que se 
contenga la información resumida de los mismos. La documentación utilizada en el desarrollo de 
las sesiones deberá permanecer en los archivos de la Secretaría. 
 


Artículo 62.- Los acuerdos de la Comisión se tomarán por mayoría de votos de los asistentes, y en 
caso de empate tendrá voto de calidad el Presidente, y en su ausencia, el Secretario Ejecutivo de la 
Comisión. 
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Artículo 63.- El Secretario Ejecutivo deberá levantar acta circunstaciada de cada sesión, y podrá 
utilizar los medios necesarios para tal fin. 
 


Artículo 64.- Los asuntos que por motivos o razones suficientes no fuere posible haber sido 
acordados, deberán ser resueltos en la sesión inmediata posterior. 
 


Artículo 65.- Cualquier circunstancia no prevista en el presente Capítulo, podrá ser resuelta en 
forma administrativa por la Secretaría. 
 


TRANSITORIOS: 


 


PRIMERO.- El presente Reglamento entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”. 
 


SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones reglamentarias que se opongan al presente 
Ordenamiento. 
 


A ENTAMENTE 
Sufragio Efectivo, No Reelección. 


 
El C. Gobernador Constitucional del Estado 


Ing. Alberto Cárdenas Jiménez 


 
El C. Secretario General de Gobierno 
Lic. Raúl Octavio Espinoza Martínez 
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ACUERDO 
 
Al margen un sello que dice: Secretaría General de Gobierno. Gobierno del Estado de Jalisco. 
Estados Unidos Mexicanos. 
 


DIGELAG ACU 003/2014 
DIRECCIÓN GENERAL 
DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS Y 
ACUERDOS  GUBERNAMENTALES 


 
ACUERDO DEL CIUDADANO GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE JALISCO, 
MEDIANTE EL CUAL SE EXPIDE EL REGLAMENTO DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS 
 


GUADALAJARA, JALISCO, A 10 DE ENERO DE 2014 
 
Jorge Aristóteles Sandoval Díaz, Gobernador Constitucional del Estado de Jalisco, con 
fundamento en lo dispuesto por los artículos 36, 46 y 50 de la Constitución Política; 1º, 2º, 3º 
fracción I, 4º, 6º fracción I, 8º y 11 fracción III de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, ambos 
ordenamientos del Estado de Jalisco; y  


 
CONSIDERANDO: 


 
I. Que el artículo 36 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, establece que el ejercicio del 
Poder Ejecutivo es depositado en un ciudadano a quien se le denomina Gobernador del Estado y, 
asimismo, en su artículo 50 fracción VIII determina, entre otras de sus facultades, que le 
corresponde a éste expedir los reglamentos que resulten necesarios a fin de proveer en la esfera 
administrativa la exacta observancia de las leyes y el buen despacho de la administración pública. 
 
II. Que la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco prescribe en sus artículos 1º y 4º 
que dicho ordenamiento tiene por objeto regular el ejercicio de las facultades y atribuciones para el 
cumplimiento de las obligaciones que competen al Poder Ejecutivo; establece las bases para la 
organización, funcionamiento y control de la Administración Pública del Estado de Jalisco, de 
conformidad con lo dispuesto por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la 
Constitución Local, dicha Ley Orgánica y las demás disposiciones jurídicas vigentes en el Estado. 
 
III. Mediante Decreto 24450/LX/13, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco” el 8 de 
agosto de 2013, se expidió la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado 
de Jalisco y sus Municipios, la cual tiene por objeto reconocer el derecho a la información como un 
derecho humano y fundamental; transparentar el ejercicio de la función pública, la rendición de 
cuentas, así como el proceso de la toma de decisiones en los asuntos de interés público; garantizar 
y hacer efectivo el derecho a toda persona de solicitar, acceder, consultar, recibir, difundir, 
reproducir y publicar información pública, de conformidad con la presente ley; clasificar la 
información pública en posesión de los sujetos obligados y mejorar la organización de archivos; 
proteger los datos personales en posesión de los sujetos obligados, como información confidencial; 
y regular la organización y funcionamiento del Instituto de Transparencia e Información Pública del 
Estado de Jalisco. 
 
IV. El Instituto de Transparencia y Acceso a la Información Pública de Jalisco, tiene entre sus 
facultades y obligaciones, en términos del artículo 35 fracción VIII de la legislación en comento, la 
de formular el proyecto de Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 
 
V. El Pleno del Consejo del Instituto de Transparencia y Acceso a la Información Pública de 
Jalisco, en su cuadragésima novena sesión ordinaria, realizada el 18 de diciembre de 2013, tuvo a 
bien aprobar el proyecto de Reglamento citado en el punto que antecede, el cual fue remitido al 
titular del Poder Ejecutivo del Estado mediante oficio PRES 943/2013. 
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VI. El Poder Ejecutivo del Estado, en virtud del propósito fundamental de la presente 
Administración Pública Estatal de fomentar la transparencia y la rendición de cuentas por parte de 
los sujetos obligados en la materia; en ejercicio de la facultad plasmada en el artículo 50 fracción 
VIII de la Constitución Política del Estado de Jalisco, estima necesario expedir el Reglamento de la 
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, a 
fin de proveer en la esfera administrativa, la exacta observancia de la ley en comento y para el 
buen despacho de la administración pública, para lo cual tengo a bien expedir el siguiente 
 


ACUERDO: 
 


ARTÍCULO ÚNICO. Se expide el Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, para quedar como sigue: 


 
REGLAMENTO DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO 


A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS 
 


Título Primero 
Conceptos Fundamentales 


 
Capítulo I 


Disposiciones Generales 
 


Artículo 1º. El presente Reglamento es de orden público y su objeto es reglamentar la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 
 
Artículo 2º. Para los efectos de este Reglamento se tiene por reproducido el contenido del artículo 
4° de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus 
Municipios, y se entenderá por: 
 
I. Acceso: procedimiento mediante el cual el Comité de Clasificación proporciona al titular de los 
mismos, los datos personales que obren en sus archivos o soportes físicos o electrónicos; 
 


II. Ampliación: procedimiento por medio del cual el Comité de Clasificación determina incrementar 
la cantidad de datos personales que posee respecto a la persona que solicita la ampliación; 
 


III. Aviso de confidencialidad: documento físico, electrónico o en cualquier otro formato generado 
por el responsable, que es puesto a disposición del titular, previo al tratamiento de sus datos 
personales, de conformidad con el artículo 56; 
 


IV. Cancelación: procedimiento a través del cual el Comité de Clasificación determina la supresión 
o anulación de la información confidencial que obre en su poder; 
 


V. Clasificación: procedimiento mediante el cual el Comité de Clasificación analiza la naturaleza 
de la información que genera o posee el sujeto obligado, para determinar si es de libre acceso, 
existe una justificación fundada y motivada para declararla temporalmente reservada o contiene 
datos personales que deben ser declarados confidenciales;  
 


VI. Criterios: los criterios generales emitidos por cada sujeto obligado en materia de clasificación 
de información, publicación y actualización de información fundamental y protección de información 
reservada y confidencial; 
 


VII. Lineamientos: los lineamientos generales emitidos por el Instituto en materia de clasificación 
de información, de publicación y actualización de información pública fundamental, de protección 
de información confidencial y reservada, de notificaciones electrónicas, de transparencia en 
materia de seguridad pública, educación, protección civil, así como de procedimiento y audiencias 
de conciliación; 
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X. Oposición: procedimiento a través del cual el Comité de Clasificación impide la transferencia o 
uso de información pública confidencial, dentro de un mismo sujeto obligado, o entre éste y un 
tercero, o entre sujetos obligados; 
 


XI. Rectificación, modificación, corrección y sustitución: procedimiento mediante el cual el 
Comité de Clasificación enmienda las imperfecciones, errores o defectos de forma específica de 
ciertos datos personales, o cambia la información de forma parcial o total, en los términos de la 
Ley; 
 


XII. Registro de Sistemas de Información Reservada y Confidencial: conjunto identificado de 
Sistemas de Información Reservada y Confidencial autorizados por el Instituto; 
 


XIII. Sistema de Electrónico de Publicación de Información Fundamental y recepción de 
solicitudes: Son los sistemas mediante los cuales los sujetos obligados ponen a disposición de 
cualquier persona, sin restricción alguna, la información pública fundamental; 
 


XIV. Sistema de Información Reservada: conjunto organizado de información reservada que 
contenga un catalogo con los expedientes de la información reservada que tenga bajo su 
resguardo; 
 


XV. Sistema de Información Confidencial: todo conjunto organizado de datos de carácter 
personal, cualquiera que fuere la forma o modalidad de su creación, almacenamiento, organización 
y acceso.  Atendiendo al sistema de tratamiento, podrán ser automatizados, no automatizados o 
parcialmente automatizados; 
 


XVI. Sujetos Obligados: se entenderán como tal, además de los señalados en el artículo 24 de la 
Ley, cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo que reciban y ejerzan recursos públicos o 
aquéllos que realicen actos de autoridad y los entes equivalentes a personas físicas o jurídicas de 
derecho público o privado, ya sea que en ejercicio de sus actividades actúen en auxilio de los 
órganos antes citados o ejerzan gasto público; 
 


XVII. Titular de datos personales: la persona física o jurídica a quien corresponden los datos 
personales; y 
 


XVIII. Tratamiento: La obtención, uso, divulgación o almacenamiento de datos personales por 
cualquier medio. El uso abarca cualquier acción de acceso, manejo, aprovechamiento, 
transferencia o disposición de datos personales. 
 
Cuando se haga referencia a algún artículo deberá entenderse que pertenece al presente 
Reglamento, salvo señalamiento en contrario. 
 


Capítulo II 
De los Sujetos Obligados 


 
Sección Primera 


Disposiciones Generales 
  
Artículo 3º. Las personas físicas y jurídicas privadas que reciban recursos públicos estarán 
obligadas únicamente a acreditar e informar respecto del recurso público recibido ante el sujeto 
obligado que le suministró dichos fondos, sin que la obligación se extienda a cumplir con lo previsto 
en los artículos 8° y 25 de la Ley. 
 
Artículo 4º. A fin de facilitar la comunicación con los sujetos obligados y la elaboración de 
estadísticas, el Instituto contará con un padrón de sujetos obligados públicos, que se actualizará 
anualmente a fin de incluir a aquéllos que sean de nueva creación.  
 
Artículo 5º. Los nuevos sujetos obligados contarán con un plazo de treinta días hábiles contados a 
partir de la fecha de su creación conforme al instrumento jurídico que corresponda, para cumplir 
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con las obligaciones establecidas en la Ley, este Reglamento y la normatividad secundaria 
expedida por el Instituto e informar a éste de su creación. 
 
En el caso de fusiones de sujetos obligados, el fusionante deberá cumplir con las obligaciones que 
correspondan a aquéllas que resulten fusionadas. 
 


Sección Segunda 
Del Comité de Clasificación 


 
Artículo 6º. El Comité de Clasificación será el órgano interno de los sujetos obligados con la 
función de: 
 
I. Clasificar la información pública que generen o posean; 
 
II. Elaborar y remitir al Instituto, para su aprobación, los criterios generales de clasificación, 
publicación y actualización de la información fundamental y protección de información confidencial 
y reservada; 
 
III. Fijar precedentes para la resolución de solicitudes de información respecto a la clasificación, 
publicación y actualización de la información; y 
 
IV. Integrar, sustanciar y resolver los procedimientos de protección de información. 
 
Artículo 7º. El Comité de Clasificación se integrará de acuerdo con lo previsto en el artículo 28 de 
la Ley. En caso de no contar con unidad de control interno, serán miembros del mismo: 
 
I. El titular del área jurídica, salvo que sea también titular de la Unidad de Transparencia; o 
 
II. El titular del área administrativa. 
 
En caso de que el titular del sujeto obligado sea un órgano colegiado, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 28 párrafo 2 de la Ley, se podrá delegar la función de integración del 
Comité de Clasificación en el titular de la entidad administrativa de mayor rango que dependa del 
cuerpo colegiado. 
 
Artículo 8º. En el caso de que dos o más sujetos obligados tengan un superior jerárquico común o 
compartan información, podrán concentrarse en un solo Comité de Clasificación y una Unidad de 
Transparencia, lo cual deberá establecer en su normativa interna. Los organismos públicos 
descentralizados vinculados con el sujeto obligado podrán operar bajo dicha figura de 
concentración mediante convenios de adhesión a la misma que firmen con el sujeto obligado. 
 
Artículo 9º. El Comité de Clasificación será constituido por acuerdo del órgano colegiado que dirija 
al sujeto obligado y, en su caso, en su primera sesión de instalación por acuerdo de sus 
integrantes, levantándose acta de la misma. 
 
En cualquier caso, el sujeto obligado deberá remitir al Instituto copia certificada del acuerdo con el 
que se constituya e instale el Comité de Clasificación. 
 
Artículo 10. Las sesiones del Comité de Clasificación deberán ser convocadas por el Presidente 
de dicho Comité, dentro de la periodicidad que señala la Ley, o a petición del Secretario y Titular de 
la Unidad de Transparencia, cuando considere estar ante un caso que lo amerita. 


 
Título Segundo 


De los Procedimientos 
 


Capítulo I 
De los Procedimientos Administrativos por el  


Sujeto Obligado 
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Sección Primera 
De la Clasificación de Información 


 
Artículo 11. El Comité de Clasificación de cada sujeto obligado llevará a cabo la clasificación de la 
información pública mediante dos procedimientos:  
  
I. Procedimiento de clasificación inicial; y 
 
II. Procedimiento de modificación de clasificación. 
 
Artículo 12. El procedimiento de clasificación inicial de la información se llevará a cabo de la 
siguiente forma: 
 
I. Una vez emitidos los criterios de clasificación de la información por parte del Comité de 
Clasificación, autorizados por el Instituto y notificado el registro, el sujeto obligado procederá en la 
siguiente sesión de Comité a llevar a cabo el inicio del proceso de clasificación de la información 
pública que haya generado o que posea;  
 
II. El Comité expedirá las actas de clasificación de información correspondiente, mismas que 
deberán contener, por lo menos:  
 
a) El nombre o denominación del sujeto obligado;  
 
b) El área generadora de la información;  
 
c) La fecha de aprobación del acta;  
 
d) Los criterios de clasificación de información pública aplicables;  
 
e) Fundamentación y motivación, observando lo señalado por los artículos 17 y 18 de la Ley, en su 
caso;  
 
f) El carácter de reservada o confidencial, indicando, en su caso, las partes o páginas del 
documento en el que consten; 
 
g) La precisión del plazo de reserva, así como su fecha de inicio; y  
 
h) Nombre, cargo y firma de los miembros del Comité. 
 
III. La información que ya se encuentre clasificada y que no guarde los parámetros señalados en la 
Ley o el presente Reglamento deberá someterse al procedimiento de modificación de clasificación 
de información. 
 
Artículo 13.El procedimiento de modificación de clasificación puede ser: 
  
I. De oficio por el propio sujeto obligado, por considerar que las condiciones que generaron su 
clasificación han variado; o  
 
II. Por resolución del Instituto, con motivo de:  
 
a) Una revisión de clasificación; 
 
b) Un recurso de revisión; o 
 
c) Un recurso de transparencia 
 
Artículo 14. El procedimiento de modificación de clasificación de información de oficio se llevará a 
cabo de conformidad con lo establecido por la Ley, los criterios generales y el Reglamento Interno 
de Información Pública de cada sujeto obligado.  
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Artículo 15. El procedimiento de modificación de clasificación de información como consecuencia 
de la revisión de clasificación del Instituto, se deberá llevar a cabo de conformidad con lo 
establecido por el artículo 64 de la Ley y por el presente Reglamento en materia de visitas e 
inspecciones.  
 
Artículo 16. El Instituto, a través de su Consejo, podrá establecer en sus resoluciones de recursos 
de revisión la modificación de la clasificación de información.  
 
En este caso, el Consejo deberá señalar en su resolución el fundamento y las motivaciones por las 
cuales modifica la clasificación de información, en las cuales deberá incluir la justificación de las 
hipótesis. 
 


Sección Segunda 
De la Protección de Información  


Confidencial 
 


Artículo 17. El derecho a protección de información confidencial, se ejerce directamente por el 
titular de la misma, conforme a lo dispuesto por el artículo 66 de la Ley. En caso de que el titular de 
la información hubiese fallecido, podrá presentar la solicitud de protección de información, en el 
siguiente orden: 
 
I. El cónyuge supérstite; 
 
II. Los descendientes; 
 
III. Los Ascendientes; y 
 
IV. Los parientes colaterales hasta el cuarto grado. 
 
Tratándose de información confidencial perteneciente a personas que no tengan capacidad de 
ejercicio, podrá solicitar un procedimiento de protección de información, quien ejerza sobre él la 
patria potestad o tenga la representación legal. 
 
Artículo 18. El sujeto obligado deberá requerir al solicitante el documento original idóneo para 
demostrar su personalidad a efecto de emitir la resolución correspondiente. 
 
Artículo 19. En caso de que la solicitud de protección sea presentada en una oficina distinta a la 
Unidad, pero perteneciente al mismo sujeto obligado, ésta deberá remitir la solicitud de protección 
al Secretario del Comité de Clasificación, al día hábil siguiente al de su recepción. 
 
Artículo 20. Si dentro de los requisitos de la solicitud de protección de información falta aquel 
relativo al lugar o forma de efectuar las notificaciones, el Comité deberá levantar constancia del 
hecho y notificar por listas y/o por estrados, la falta de dicho requisito, previniendo al solicitante 
para que lo subsane en el término establecido en la Ley. 
 
Efectuada la práctica referida, el sujeto obligado queda eximido de responsabilidad en los términos 
del artículo 72 de la Ley. 
 
Artículo 21. Una vez admitido el procedimiento de protección de información, el Secretario del 
Comité de Clasificación deberá notificar al solicitante sobre su admisión dentro de los dos días 
hábiles siguientes de emitido el acuerdo de admisión. 
 
Artículo 22. Los informes o aclaraciones que se señalan en el artículo 71 de la Ley deberán 
realizarse bajo las siguientes reglas: 
 
I. Tanto los particulares como las autoridades requeridas contarán con tres días hábiles para 
cumplir el requerimiento respectivo o efectuar las aclaraciones pertinentes; y 
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II. En caso de que los particulares o las autoridades requeridas sean omisos en contestar los 
requerimientos, el sujeto obligado deberá resolver con los elementos que disponga. 
 
Artículo 23. La resolución de protección de información tendrá carácter declarativo, de modo que 
sólo comprenderá anotaciones o actuaciones administrativas, su cumplimiento deberá efectuarse 
por la unidad interna o directamente responsable de la información a más tardar dos días hábiles 
posteriores a la notificación de la resolución por parte del Comité de Clasificación. 
 
Si no se efectuaran los cambios, correcciones, rectificaciones o sustitución de datos en los plazos 
referidos, se fincarán responsabilidades administrativas en forma solidaria a todos los titulares de 
las áreas generadoras que hayan sido omisas en realizarlas, previo procedimiento 
correspondiente. 
 
Artículo 24. Es obligación del sujeto obligado remitir al Instituto las resoluciones de los 
procedimientos de protección de información en caso de que proceda la revisión oficiosa y notificar 
al solicitante del procedimiento de protección, dentro de los tres días hábiles siguientes a la 
emisión de la resolución, de conformidad con la Ley. 
 
Artículo 25. La cancelación de datos personales dará lugar a un período de bloqueo tras el cual se 
procederá a la supresión del dato. El sujeto obligado podrá conservarlos exclusivamente para 
efectos de las responsabilidades nacidas del tratamiento. El período de bloqueo será equivalente al 
plazo de prescripción de las acciones derivadas de la relación jurídica que funda el tratamiento en 
los términos de la Ley.  
 
Una vez cancelado el dato por parte del sujeto obligado, éste dará aviso a su titular dentro de los 
cinco días hábiles siguientes. 
 
Cuando los datos personales hubiesen sido transmitidos con anterioridad a la fecha de rectificación 
o cancelación y sigan siendo tratados por terceros, el sujeto obligado deberá hacer de su 
conocimiento dicha solicitud de rectificación o cancelación, para que proceda a efectuarla. 
 


Sección Tercera 
Del Acceso a la Información 


 
Artículo 26. En caso de que el solicitante ingrese su solicitud por medios físicos y resida fuera de 
la circunscripción territorial del sujeto obligado, deberá señalar un domicilio para oír y recibir 
notificaciones dentro de dicha circunscripción territorial o un correo electrónico, a efecto de recibir 
notificaciones por dicho medio. En caso contrario, las notificaciones se le harán por listas, de 
conformidad a lo señalado en la Ley del Procedimiento Administrativo del Estado de Jalisco. 
 
Artículo 27. Para efectos de las solicitudes por comparecencia que señala el artículo 80 párrafo 1 
fracción II de la Ley, la Unidad proporcionará al solicitante el formato para presentar la solicitud de 
información, el cual será llenado por el particular orientado por la Unidad o, de requerirlo el 
solicitante, la Unidad redactará la solicitud correspondiente de acuerdo a la información que señale 
verbalmente el compareciente. 
 
La Unidad deberá recabar el nombre y domicilio o correo electrónico para recibir notificaciones, 
atendiendo lo dispuesto en el artículo anterior. 
 
Artículo 28. En caso de que se presente una solicitud de información ante un sujeto obligado 
distinto al que corresponda atender dicha solicitud, procederá lo previsto en el artículo 81 párrafo 3 
de la Ley, de acuerdo a lo siguiente: 
 
I. El sujeto obligado, una vez recibida la solicitud de información, al advertir que no se encuentra 
dentro de su ámbito de información en posesión, la remitirá al Instituto dentro del plazo que señale 
la Ley, fundando y motivando las razones de su incompetencia; 
 
II. Si la incompetencia no es evidente, la Unidad deberá remitirla al área administrativa 
correspondiente de manera inmediata para que, al día hábil siguiente, ésta informe sobre la 
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competencia del sujeto obligado. En caso de ser incompetente, la Unidad lo hará del conocimiento 
del Instituto dentro del día hábil siguiente; 
 
III. El Instituto, después de recibir la solicitud de información, deberá notificar al solicitante el sujeto 
obligado ante el cual deberá presentar su solicitud de información, dicha manifestación no 
presupone la competencia y existencia de la misma; 
 
IV. En caso de que el Instituto determine que el sujeto obligado remitente, es el competente para 
resolver la solicitud de información, regresará la solicitud a dicho sujeto obligado, notificando tal 
situación al particular; y 
 
V. En caso de repetirse la conducta señalada en la fracción anterior, el Instituto determinará si es 
procedente iniciar procedimiento de responsabilidad en contra del sujeto obligado reincidente. 
 
Artículo 29. Después de admitida la solicitud de información la Unidad deberá notificar al 
solicitante dicho acuerdo dentro de los dos días hábiles siguientes a su emisión.  
 
Artículo 30. En el caso de que la solicitud de información sea ambigua, contradictoria, confusa, o 
se desprenda que es derecho de petición o solicitud de asesoría, o cualquier otra causa análoga, la 
Unidad dentro del plazo que establece el artículo 82 párrafo 2 de la Ley, prevendrá al solicitante 
para que en un término de dos días hábiles la subsane, aclare o modifique la misma. En caso de 
que el solicitante no subsane su solicitud, se le tendrá por no presentada. 
 
Artículo 31. Cuando parte o toda la información solicitada sea información fundamental publicada 
vía Internet, bastará con que así se señale en la resolución y se precise la dirección electrónica 
correspondiente para su acceso, y se tenga por cumplimentada la solicitud en la parte 
correspondiente. 
 
Para facilitar la consulta al solicitante, el sujeto obligado deberá señalar las ligas a las cuales podrá 
ingresar para acceder a la información o, en su defecto, el vínculo completo para su acceso directo. 
 
Artículo 32. Si el medio de acceso a la información es la elaboración de informes específicos, será 
aplicable, en lo conducente, lo previsto en el artículo 89 párrafo 1 fracción IV de la Ley. 
 
Artículo 33. En el caso del acceso a la información por medio de la consulta directa, el sujeto 
obligado podrá permitir ésta a los autorizados señalados dentro de la solicitud de información, tras 
acreditar ser el solicitante o autorizado por éste en los términos de la Ley.  
 
Una vez resuelta la solicitud de información y permitida la consulta física, el solicitante no podrá 
cambiar o ampliar el número de autorizados que originalmente mencionó en su solicitud de 
información. 
 
Artículo 34. La consulta directa al solicitante de información o a sus autorizados deberá hacerse 
bajo las siguientes reglas: 
 
I. El servidor público responsable, para efectos de tener por atendida la solicitud de información, 
levantará un formato que sirva como constancia de dicho acceso y que contenga: 
 
a) Fecha, hora de inicio y hora de término; 
 
b) La información solicitada; y 
 
c) El nombre y firma del solicitante o el autorizado que comparece. 
 
Artículo 35. En caso de que el solicitante de información pida la reproducción de documentos, y 
este formato no se encuentre dentro de las posibilidades del sujeto obligado, éste le propondrá al 
solicitante la consulta directa, siempre y cuando los documentos a consultar lo permitan o, en su 
defecto, podrá otorgar la información por medio de un informe específico. 
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Dicha circunstancia deberá fundarse y motivarse dentro de la resolución a la solicitud de acceso a 
la información. 
 
Artículo 36. A efecto de proteger la información en la reproducción de documentos, el sujeto 
obligado deberá ajustarse a lo establecido, en su caso, en los Lineamientos Generales para la 
Protección de Información Confidencial y Reservada. 
 
Artículo 37. El término para que la Unidad conserve la información señalada en el artículo 9 
párrafo 1 fracción VII de la Ley, comenzará a correr a partir de que se haya exhibido el recibo de 
pago ante la Unidad. 
 
Artículo 38. Si el solicitante pide información pública por medio de informe específico, el sujeto 
obligado puede denegar la entrega en ese formato, pero deberá otorgar el acceso a la información 
pública mediante la consulta directa o la reproducción de documentos, en caso de ser procedente, 
fundando y motivando las razones por las cuales no resulta posible la entrega de la información en 
la modalidad solicitada. 
 
Artículo 39. Los sujetos obligados deberán informar al Instituto, de forma trimestral, las negativas 
totales o parciales que han pronunciado, para compilar la información estadística correspondiente. 


 
Capítulo II 


De los Procedimientos Administrativos ante el Instituto 
 


Sección Primera 
De los Sistemas Electrónicos de Publicación de  


Información Fundamental y Recepción de Solicitudes 
 
Artículo 40. Los sujetos obligados podrán solicitar al Instituto, en cualquier momento, la validación 
de sus sistemas de publicación de información fundamental y recepción de solicitudes.  
 
Artículo 41. A efecto de obtener la validación del sistema electrónico de publicación de información 
fundamental y recepción de solicitudes, el sujeto obligado, de acuerdo con los lineamientos 
generales de Publicación y Actualización de Información Fundamental y Notificaciones 
Electrónicas, por conducto de la Unidad de Transparencia, deberá presentar ante el Consejo su 
petición por escrito el cual deberá contener, al menos, lo siguiente:  
 
I. Nombre del sujeto obligado; 
  
II. Nombre y cargo del administrador del sistema;  
 
III. Dirección electrónica o localización del sistema electrónico de publicación de información 
fundamental y recepción de solicitudes; y 
 
IV. Nombre y firma del Titular de la Unidad de Transparencia.  
 
Artículo 42. Una vez recibida la solicitud, el Consejo llevará a cabo el análisis correspondiente 
para que, en un plazo de veinte días hábiles, dictamine la validación del sistema electrónico de 
publicación de información fundamental y recepción de solicitudes presentado por el sujeto 
obligado.  
 
Artículo 43. En caso de que el dictamen no sea favorable para el sujeto obligado, el Consejo 
establecerá en el dictamen respectivo observaciones las cuales deberán ser solventadas por el 
sujeto obligado en un plazo de veinte días hábiles, apercibido de que en caso de no hacerlo se 
entenderá desechada su solicitud y deberá de iniciar nuevamente el proceso de validación 
respectivo.  
 
Artículo 44. El Consejo, una vez recibido por parte del sujeto obligado escrito mediante el cual 
informe que las observaciones han sido solventadas, contará con un plazo de quince días hábiles 
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para determinar la validación del sistema electrónico de publicación de información fundamental y 
recepción de solicitudes.  
 
En caso de ser validado por el Instituto, se procederá a su registro. 
 
Artículo 45. Los sujetos obligados deberán informar al Consejo, por escrito, cualquier cambio o 
problema técnico que sufra el sistema electrónico de publicación de información fundamental y 
recepción de solicitudes. 


 
Sección Segunda 


De los Sistemas de Información Reservada  
y Confidencial 


 
Artículo 46. Cada sujeto obligado, a través de su Comité de Clasificación, establecerá los sistemas 
de protección de la información reservada y confidencial correspondientes al ámbito de su 
competencia e informar al Instituto sobre la existencia para su registro. 
 
Artículo 47. Los sujetos obligados, a través de su Comité de Clasificación, informarán la 
existencia, modificación o baja de sus sistemas de información reservada y confidencial, su 
notificación al Instituto iniciará los siguientes trámites: 
 
I. Reconocimiento del sistema de información reservada y confidencial en el Registro; 
 
II. Modificación del sistema de información reservada y confidencial en el Registro; y 
 
III. Baja del sistema de información reservada y confidencial del Registro. 


 
Artículo 48. Para determinar la procedencia del reconocimiento, modificación o baja de un sistema 
de información reservada y confidencial, el Instituto evaluará los elementos presentados por el 
sujeto obligado para llevar a cabo el trámite en cuestión, y emitirá una resolución sobre el 
particular.  
 
Se entiende por evaluación, al procedimiento a través del cual el Instituto determina si dicho 
sistema, sus modificaciones o baja cumplen o no con lo dispuesto por la Ley, el presente 
Reglamento, los lineamientos, los criterios y demás normativa aplicable. 
 
Artículo 49. El Instituto podrá allegarse de elementos adicionales para la evaluación de la 
procedencia de los trámites que le hayan sido notificados, a través de requerimientos de 
información, audiencias o visitas a las instalaciones de los sujetos obligados. 
 
Artículo 50. La notificación al Instituto de la existencia de un sistema, dará inicio al trámite de 
reconocimiento del sistema en el Registro; la notificación deberá ir acompañada de un dispositivo 
de almacenamiento electrónico con la información de cada sistema en formato electrónico o en su 
defecto adjuntar los archivos relativos a los incisos citados cuando la notificación sea por los 
medios electrónicos habilitados. 
 
Para el reconocimiento de un sistema de información reservada y confidencial y, en su caso, su 
inscripción en el Registro, será necesaria la evaluación previa por parte del Instituto. 
 
Artículo 51. La notificación de la existencia de un sistema de información reservada y confidencial, 
que se realice al Instituto, deberá indicar la identificación del sujeto obligado responsable, la 
identificación del sistema, su finalidad y usos preventivos, el procedimiento y procedencia de los 
datos y  las medidas de seguridad. 
 
Artículo 52. El sistema de información reservada contará con un catálogo con los expedientes de 
la información reservada que tenga bajo su resguardo, y para su registro que para efecto habilite el 
Instituto, deberá de contener: 
 
I. El rubro temático; 







 11 


 
II. La unidad administrativa interna que generó, obtuvo, adquirió, transformó o conserva la 
información; 
 
III. La fecha de la clasificación; 
 
IV. El fundamento legal; 
 
V. El plazo de reserva o la especificación de reservado por evento; y 
 
VI. En su caso, las partes del documento que se consideran como reservadas.  
 
Artículo 53. Los sistemas de información confidencial  deberán inscribirse en el registro que al 
efecto habilite el Instituto, previamente se informará a los titulares con un aviso de confidencialidad, 
el cual deberá contener: 
 
I. Requisitos: 
 
a) No usar frases inexactas, vagas o ambiguas; 
 
b) Tomar en cuenta, para su redacción, los perfiles de los titulares de los datos personales. 
 
c) No incluir textos o formatos que induzcan al titular a elegir una opción en específico; 
 
d) En caso de que se incluyan casillas para que el titular otorgue su consentimiento, las mismas no 
deberán estar marcadas previamente; y 
 
e) No remitir a textos o documentos que no estén disponibles para el titular; 
 
II. Información: 
 
a) La identidad y el domicilio del sujeto obligado que trata la información confidencial; 
 
b) La información confidencial que será sometida a tratamiento; 
 
c) El señalamiento expreso de información confidencial sensibles que se tratarán; 
 
d) Las finalidades del tratamiento; 
 
e) Los mecanismos mediante los que el titular pueda manifestar su negativa para el tratamiento de 
su información confidencial para aquellas finalidades que no son necesarias, ni hayan dado origen 
a la relación jurídica con el responsable; 
 
f) Las transferencias de información confidencial que, en su caso, se efectúen; el tercero receptor 
de los datos personales y las finalidades de las mismas; 
 
g) La cláusula que indique si el titular acepta o no la transferencia cuando así lo requiera; 
 
h) Los medios y el procedimiento para ejercer los derechos acceso rectificación cancelación y 
oposición; 
 
i) Los mecanismos y procedimientos para que, en su caso, el titular pueda revocar su 
consentimiento al tratamiento de su información confidencial; 
 
j) Las opciones y medios que el sujeto obligado ofrece al titular para limitar el uso o divulgación de 
la información confidencial; 
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k) La información, en su caso, sobre el uso de mecanismos en medios remotos o locales de 
comunicación electrónica, óptica u otra tecnología, que permita recabar datos personales de 
manera automática y simultánea al tiempo que el titular hace contacto con los mismos; y 
 
l) Los procedimientos y medios a través de los cuales el responsable comunicará a los titulares los 
cambios al aviso de confidencialidad. 
 
La integración, tratamiento y tutela del sistema de información confidencial deberá contener, para 
su registro:  
 
I. La finalidad del sistema y los usos previstos para el mismo; 
 
II. Las personas o grupos de personas sobre los que se pretenda obtener datos de carácter 
personal o que resulten obligados a suministrarlos; 
 
III. El procedimiento de recolección de la información confidencial; 
 
IV. La estructura básica del sistema y la descripción de los tipos de datos incluidos en el mismo; 
 
V. De la cesión de las que pueden ser objeto la información confidencial; 
 
VI. El sujeto obligado responsable; y 
 
VII. El nivel de protección exigible. 
 
Artículo 54.  La obtención y tratamiento de datos personales por parte de las autoridades a cargo 
de la seguridad pública sin el consentimiento del titular, se limitará a los casos en que sea 
necesario para evitar un peligro real para la seguridad pública o para la prevención y persecución 
de delitos, cumpliéndose las disposiciones legales aplicables y almacenándose en los sistemas de 
información confidencial autorizados por el Instituto. 
 
Artículo 55. El Instituto resolverá sobre la procedencia del reconocimiento de un sistema de 
información reservada y confidencial; y sobre su inscripción en el Registro, después de realizar la 
evaluación correspondiente, en un plazo de tres meses contados a partir del día siguiente a la 
recepción de la notificación de la existencia. Este plazo podrá ampliarse hasta por un periodo igual 
cuando existan razones que lo justifiquen siempre y cuando éstas le sean notificadas al sujeto 
obligado. 
 
Para ello, deberá emitir una resolución debidamente fundada y motivada en la cual: 
 
I. Se reconozca el sistema de información reservada y confidencial e instruya a su inscripción en el 
Registro; o 
 
II. Se niegue el reconocimiento y, por tanto, su inscripción en el Registro.  
 
Artículo 56. Una vez emitida la resolución de procedencia de reconocimiento, el Instituto la 
notificará al sujeto obligado dentro de los diez días posteriores a la emisión de la misma.  
 
Artículo 57. En caso de que la resolución del Instituto reconozca el sistema de información 
reservada y confidencial, el Instituto asignará un número único de reconocimiento y procederá a la 
inscripción del mismo en el Registro dentro de los diez días posteriores a la emisión de la misma. 
 
Artículo 58. El Instituto expedirá una constancia de reconocimiento, la cual será acompañada a la 
notificación al sujeto obligado, en la que se indicará:  
 
I. El nombre del sujeto obligado; 
 
II. El ámbito material y personal del sistema de información reservada y confidencial; 
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III. La fecha de otorgamiento del reconocimiento del sistema de información reservada y 
confidencial en el Registro; 
 
IV. La fecha de vencimiento o vigencia del sistema de información reservada y confidencial; y 
 
V. El número único de registro.  
 
Artículo 59. Las modificaciones a cualquier contenido de los sistemas de información reservada y 
confidencial, incluidos los cambios de integración del Comité de Clasificación deberán ser 
notificadas al Instituto por el propio Comité de Clasificación o por el Titular del sujeto obligado. Esta 
notificación dará inicio al trámite de modificación de los sistemas de información reservada y 
confidencial.  
 
Las propuestas de modificación al sistema deberán ser notificadas al Instituto previo a que se 
lleven a cabo, salvo en los casos que no sea posible notificarlas con anterioridad, en cuyo caso la 
notificación se deberá hacer en un plazo máximo de cinco días posteriores a la fecha en que haya 
tenido lugar. Las modificaciones que deban ser notificadas con anterioridad no podrán aplicarse en 
tanto el Instituto no emita la resolución de procedencia.  
 
Articulo 60. La notificación de la modificación de un sistema de información reservada y 
confidencial que se realice al Instituto deberá incluir: 
 
I. El nombre y número único del sistema de información reservada y confidencial que se modifica;  
  
II. Los cambios propuestos a los sistema de información reservada y confidencial inscrito en el 
Registro; y 
 
III. La documentación necesaria para acreditar dicho cambio, en su caso.  
 
La notificación deberá ir acompañada de un dispositivo de almacenamiento electrónico con la 
información referida en los numerales I y II anteriores, en formato electrónico o en su defecto 
adjuntar los archivos relativos a los incisos citados cuando la notificación sea por los medios 
electrónicos habilitados. 
 
Artículo 61. Previo a la modificación de los sistema de información reservada y confidencial en el 
Registro, el Instituto deberá analizar si las modificaciones propuestas afectan de manera sustantiva 
el contenido del  sistema y, en caso de que así sea, deberá evaluar que dichas modificaciones no 
tengan como consecuencia que el sistema deje de cumplir con lo previsto por la Ley, el presente 
Reglamento, los lineamientos, los criterios y demás normativa aplicable.  
 
Articulo 62. No será necesaria la evaluación a la que refiere el artículo anterior ni la resolución 
prevista en el artículo 55, cuando las modificaciones propuestas al sistema notificadas al Instituto 
no afecten de manera sustantiva el contenido del mismo. En estos casos, bastará con la 
notificación de las modificaciones propuestas por parte del sujeto obligado y del análisis que realice 
el Instituto para determinar que las mismas no son sustantivas, para que el Instituto realice la 
modificación correspondiente en el Registro, la cual se deberá llevar a cabo dentro de los diez días 
posteriores a la notificación de las modificaciones por parte del sujeto obligado. 
 
Artículo 63. En caso de que el Instituto identifique aspectos en la modificación propuesta del 
sistema que pudieran derivar en la negativa de la autorización de dicha modificación, el Instituto 
podrá establecer un plazo para que el sujeto obligado subsane dichos aspectos y aporte al Instituto 
elementos que acrediten ese hecho.  
 
El plazo para que el solicitante subsane dichos aspectos suspenderá el plazo para que el Instituto 
emita la determinación correspondiente, el cual se reanudará a partir del día inmediato siguiente a 
aquél en el que el solicitante lo conteste, o el plazo para hacerlo concluya. 
 
Articulo 64. En los casos en los que haya sido necesaria la evaluación de las modificaciones por 
parte del Instituto, éste resolverá sobre la procedencia de las mismas en un plazo de tres meses 
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contados a partir del día siguiente a la recepción de la notificación de la modificación 
correspondiente. Este plazo podrá ampliarse hasta por un período igual cuando existan razones 
que lo justifiquen siempre y cuando éstas le sean notificadas al sujeto obligado. 
 
El Instituto resolverá sobre la procedencia de la modificación en el Registro del  sistema de 
información reservada y confidencial emitiendo una resolución fundada y motivada, en la cual:  
 
I. Autorice todas las modificaciones del sistema de información reservada y confidencial; 
 
II. Autorice algunas modificaciones del sistema de información reservada y confidencial y niegue 
otras; o 
 
III. Niegue todas las modificaciones del sistema de información reservada y confidencial.  
 
Articulo 65. Una vez emitida la resolución de procedencia de la modificación del sistema de 
información reservada y confidencial en el Registro, el Instituto notificará dicha resolución al sujeto 
obligado dentro de los diez días posteriores a la emisión de la misma. 
 
Articulo 66. En caso de que la resolución del Instituto autorice la modificación del sistema de 
información reservada y confidencial en el Registro, el Instituto hará constar la modificación 
correspondiente en el Registro y publicará la información relacionada con la misma, de resultar 
procedente su publicación, dentro de los diez días posteriores a la emisión de la resolución.  
 
Articulo 67. En caso de que la resolución del Instituto autorice la modificación de algún elemento 
contenido en la constancia de reconocimiento del sistema de información reservada y confidencial 
correspondiente, el Instituto expedirá una nueva constancia de reconocimiento que se le entregará 
al sujeto obligado, en la que se indicará al menos la información prevista en el artículo 58, 
debidamente modificada y actualizada, la cual reemplazará la constancia de reconocimiento que 
fue modificada. 
 
Articulo 68. El Instituto a fin de comprobar el nivel de eficacia y eficiencia de un  sistema de 
información reservada y confidencial o de su cumplimiento, podrá realizar evaluaciones e 
inspecciones; cuando como resultado de ellas el Instituto detecte algún incumplimiento, éste podrá 
emitir recomendaciones para que las acciones u omisiones que generen el incumplimiento sean 
subsanadas.  
 
Dichas recomendaciones serán emitidas en un plazo máximo de un mes, contado a partir de que el 
Instituto tuviere conocimiento del incumplimiento, y serán notificadas al sujeto obligado dentro de 
los diez días siguientes a la emisión de las mismas, a fin de que éste, en un plazo de quince días 
contados a partir del día siguiente a aquél en que se le hayan notificado las recomendaciones:  
 
I. Informe al Instituto las acciones que realizará para cumplir con las recomendaciones notificadas, 
en el plazo establecido para ello; o 
  
II. Manifieste lo que a su derecho convenga y aporte la documentación que estime conveniente, a 
fin de justificar la imposibilidad de cumplir con las recomendaciones emitidas por el Instituto.  
 
El sujeto obligado podrá solicitar al Instituto la ampliación del plazo para el cumplimiento de las 
recomendaciones.  
 
Durante el periodo de cumplimiento de las recomendaciones, el Instituto hará constar en el 
Registro que el reconocimiento del sistema en cuestión se encuentra sujeto al cumplimiento de las 
recomendaciones del Instituto.  
 
Una vez vencido el plazo para el cumplimiento de las recomendaciones o recibidas y valoradas las 
manifestaciones y documentación presentadas, el Instituto emitirá una resolución dentro de los tres 
meses siguientes, en la que:  
 
I. Restaure el reconocimiento del sistema en el Registro; 
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II. Determine la baja del sistema en el Registro; o 
 
III. Emita nuevas recomendaciones con un plazo único para su cumplimiento.  
 
Vencido el plazo al que refiere la fracción III anterior, el Instituto emitirá una nueva resolución en la 
que determine procedente la restauración del reconocimiento, o bien la baja del sistema en el 
Registro.  
 
Articulo 69. En caso de que un el sistema de información reservada y confidencial inscrito en el 
Registro deje de existir, el Comité de Clasificación deberá notificar ese hecho al Instituto y solicitar 
su baja del Registro, en un plazo no mayor a diez días posteriores a que deje de estar vigente el 
sistema.  
 
Articulo 70. La notificación de la baja de un sistema que se realice al Instituto deberá incluir: 
 
I. El nombre y número único del sistema respecto del cual se solicita la baja; y 
   
II. Los fundamentos y motivos por los que deja de existir. 
 
Articulo 71. El Instituto hará constar la baja correspondiente en el Registro y publicará la 
información relacionada con la misma dentro de los cinco días posteriores a la notificación de la 
baja al  Comité de Clasificación. 
 
Articulo 72. Una vez dado de baja un sistema del Registro, el Comité de Clasificación deberá 
hacer del conocimiento de los Titulares esta situación en el plazo que establezca el Instituto en la 
resolución o acuerdo correspondiente, y se abstendrá de hacer referencia o publicitar el sistema 
dado de baja del Registro, como reconocido por el Instituto.  


 
Título Tercero 


De los Medios de Impugnación y Responsabilidades 
 


Capítulo I 
De los Procedimientos 


 
Sección Primera 


Del Recurso de Revisión 
 


Artículo 73. El recurso de revisión es el medio de impugnación con el que cuenta el solicitante 
para recurrir la resolución o la falta de ésta a su solicitud de acceso a información pública, en los 
términos del artículo 93 de la Ley. 
 
Artículo 74. El recurso de revisión sólo podrá presentarse por el solicitante de la información 
pública que dio origen al recurso de revisión o su representante legal. 
 
Artículo 75. El recurso de revisión deberá de cumplir con los requisitos que señala el artículo 96 de 
la Ley. Sin embargo, respecto al requisito que prevé la fracción II de dicho artículo relativo a la 
firma del promovente, la presentación del recurso se podrá realizar mediante sistema electrónico 
de recepción de solicitudes o cualquier medio habilitado y permitido que genere y de certeza de 
acuse de recibo, sin que sea necesaria la firma autógrafa del promotor. 
 
Artículo 76. Respecto a la causal establecida en el artículo 99 párrafo 1 fracción IV de la Ley, el 
sujeto obligado deberá acreditar dicha situación hasta el término de presentación de su informe 
que señala el numeral 100 párrafos 3 y 5 de la ley.   
 
Artículo 77. Para la procedencia de la causal establecida en el artículo 93 fracción V respecto a los 
elementos indubitables, sólo se admitirán medios de prueba documentales que comprueben la 
plena existencia de la información, las cuales deberán valorarse de conformidad con las 
disposiciones del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco. 
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Artículo 78. Serán admisibles toda clase de pruebas, excepto la confesional mediante absolución 
de posiciones, las que no tengan relación con los hechos controvertidos, las contrarias a la moral y 
al derecho. 
 
La valoración de las pruebas se hará conforme a las disposiciones relativas del Código de 
Procedimientos Civiles del Estado.  
 
Artículo 79. En caso de que el Secretario Ejecutivo del Instituto advierta que existen varios 
recursos de revisión donde se señale al mismo sujeto obligado y sean promovidos por el mismo 
recurrente, o bien sean promovidos en contra de diferentes sujetos obligados, pero se perciban en 
ellos elementos de conexidad, o sean promovidos en contra de un sujeto obligado por diferentes 
recurrentes respecto a la misma información, podrá ordenar la acumulación de éstos en un solo 
medio de defensa. 
 
Artículo 80. Las diligencias que puede realizar u ordenar el Consejero Ponente, así como los 
informes complementarios que puede solicitar dentro del período de instrucción del recurso de 
revisión son: 
 
I. Inspección ocular del sitio oficial de Internet del sujeto obligado, donde se debe encontrar 
publicada la información fundamental materia del recurso de revisión; 
 
II. Requerimiento documental dirigido al sujeto obligado a efecto de que remita copias certificadas 
de cierta documentación que tenga injerencia con la información solicitada; 
 
III. Solicitud de informe complementario, tanto al sujeto obligado como al recurrente, a efecto de 
que aclare ciertas circunstancias del informe ordinario o haga manifestaciones específicas sobre la 
información solicitada; y 
 
IV. Informe pericial: de requerirse pruebas periciales, previa fundamentación y motivación, el 
Instituto podrá solicitar informe de algún perito en la materia de aquéllos que se encuentran 
adscritos al Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses del Estado o peritos acreditados ante el 
Poder Judicial del Estado, en este caso el Instituto pagará los honorarios del perito con cargo a su 
presupuesto. De igual forma, en caso de utilizar los servicios del Instituto Jalisciense de Ciencias 
Forenses, será previo pago de los derechos respectivos cuando estos estén previstos en la Ley de 
Ingresos vigente; y 


 
A fin de implementar los procedimientos y audiencias de conciliación previstos en los artículos 35 
fracción XII, inciso f) y 101 de la Ley, el Instituto emitirá los Lineamientos Generales para ello. 
 
La audiencia de conciliación deberá, preferentemente, citar a su desahogo una vez admitido el 
recurso de revisión y dentro del periodo de instrucción que señala la Ley. En caso de que en la 
audiencia de conciliación las partes lleguen a un acuerdo, el recurso de revisión será sobreseído; 
en caso contrario continuará la tramitación del recurso de revisión. 
 
Para el caso de existir acuerdo, el Consejero Ponente dictará resolución que ponga fin al 
procedimiento el cual deberá ser cumplido en los términos acordados. 
 
Artículo 81. El Consejero Ponente podrá ordenar, de oficio, la práctica de cualquier diligencia que 
tenga relación con los puntos controvertidos o acordar la exhibición de cualquier documento. 
 
Estas diligencias deberán realizarse dentro de los diez días hábiles siguientes a la presentación del 
informe ordinario del sujeto obligado. 
 
Artículo 82. El requerimiento documental y el informe complementario se llevarán a cabo bajo las 
siguientes reglas: 
 
I. Se notificará al sujeto obligado, al recurrente y, en su caso, al tercero afectado, dentro de los dos 
días hábiles siguientes a que se acordó dicha diligencia; y 
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II. La contestación al requerimiento o solicitud de informe deberá ser cumplimentado en un plazo 
de tres días hábiles. 
 
Artículo 83. La inspección ocular se llevará a cabo bajo las siguientes reglas: 
 
I. Se notificará tal circunstancia al sujeto obligado, al recurrente o, en su caso, al tercero afectado, 
dentro de los dos días hábiles siguientes a que se acordó dicha diligencia y se señalará día y hora 
para desahogarse la misma; y 
 
II. El servidor público responsable de realizar la inspección ocular levantará un acta que deberá 
contener, por lo menos: 
 
a) El domicilio donde se lleva a cabo la misma; 
 
b) Fecha, hora de inicio y hora de término; 
 
c) Descripción de la información inspeccionada; 
 
d) Las circunstancias de tiempo, modo y lugar de la inspección ocular; y 
 
e) El nombre, cargo y firma de quienes participaron en la inspección ocular. 
 
Artículo 84. Los informes periciales se llevarán a cabo bajo las siguientes reglas: 
 
I. En caso de que se solicite al Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses, se aplicará lo siguiente: 
 
a) Se notificará al Director General del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses al día hábil 
siguiente a que se acordó dicha diligencia, a efecto de que, de conformidad con la Ley y el 
Reglamento que rige a dicho organismo, lleve a cabo el informe pericial respectivo; y 
 
b) El Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses remitirá dicho informe pericial de acuerdo a la 
capacidad de respuesta con que cuente y sin poner en riesgo su función sustantiva; y 
 
II. En caso de que se solicite a peritos acreditados ante el Poder Judicial del Estado, el Instituto 
establecerá el plazo en que deberán entregar dichos informes periciales, de conformidad con las 
reglas que prevé el Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco. 
 
Artículo 85. Ante la omisión del sujeto obligado de cumplimentar los informes ordinarios o 
complementarios, así como la documentación requerida, o impida la realización de las 
inspecciones oculares, se resolverá conforme a derecho corresponda. 
 
Artículo 86. El plazo para resolver el recurso de revisión que se señala en el artículo 102 de la 
Ley, correrá a partir de que se tenga por recibido el último informe complementario o fenezca el 
plazo para presentar éste, o se realice la última diligencia, en caso de ser necesario. 


 
Sección Segunda 


De la Revisión Oficiosa 
 


Artículo 87. La revisión oficiosa es el acto mediante el cual el Instituto revisa aquellas resoluciones 
a los procedimientos de protección que fueron improcedentes o parcialmente procedentes. 
 
Artículo 88. En caso de que el sujeto obligado no remita el expediente de la solicitud de protección 
la cual decretó parcialmente procedente o improcedente, dentro del plazo establecido en el artículo 
105 párrafo 2 de la Ley, será motivo para el inicio del procedimiento de responsabilidad que será 
sustanciado por el Instituto. 
 
Artículo 89. Para el caso de que el solicitante de protección haya sido notificado de la resolución 
que decrete su solicitud de protección como improcedente o parcialmente procedente y hayan 
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pasado tres días hábiles posteriores a la emisión de la misma, podrá acudir al Instituto a efecto de 
verificar que el sujeto obligado haya cumplido con lo establecido en el artículo 105 párrafo 2 de la 
Ley. 
 
En caso de que el solicitante advierta la omisión por parte del sujeto obligado de cumplir, podrá 
denunciar tal circunstancia al Instituto por escrito que deberá contener, por lo menos: 
 
I. Nombre del sujeto obligado; 
 
II. Nombre del solicitante de protección; 
 
III. Domicilio o correo electrónico para recibir notificaciones; 
 
IV. Copia simple del acuse de recibo de su solicitud de protección, ya sea física o electrónica; y 
 
V. Copia simple de la resolución a su solicitud de protección. 
 
Artículo 90. Una vez recibido el escrito señalado en el artículo anterior, el Instituto después de 
corroborar que el sujeto obligado fue omiso en la remisión del expediente señalado en los términos 
de la Ley, al día hábil siguiente al de la emisión del acuerdo que corrobore su omisión, notificará al 
sujeto obligado a efecto de que remita el expediente respectivo, en el término de un día contado a 
partir de que surta efectos la correspondiente notificación a efecto de iniciar con la revisión oficiosa. 
 
Artículo 91. En caso de que la resolución del sujeto obligado recaída a una solicitud de protección 
haya sido decretada como procedente, pero a juicio del solicitante de protección no se hayan 
satisfecho la totalidad de sus pretensiones éste deberá, en su caso, denunciar tal circunstancia al 
Instituto mediante un escrito libre que contenga por lo menos los requisitos señalados en el artículo 
92 del presente Reglamento, aunado a los agravios por los que considera que la resolución no ha 
satisfecho la totalidad de sus pretensiones. 
 
Artículo 92. Una vez recibido el escrito señalado en el artículo anterior, el Consejero Ponente al 
que sea turnado dicho asunto, decidirá si es pertinente la apertura de una revisión oficiosa, en caso 
de así determinarlo notificará al sujeto obligado a efecto de que en el plazo de tres días hábiles 
siguientes remita el expediente respectivo a efecto de iniciar la revisión oficiosa. 
 
Artículo 93. Después de abrirse el expediente de revisión oficiosa se analizará, por parte de cada 
Consejero Ponente del Instituto, si los documentos que integran el expediente son suficientemente 
claros o es necesario aclaraciones al respecto. Dicho acuerdo deberá realizarse dentro de los cinco 
días hábiles de recibido el expediente del procedimiento de protección respectivo. 
 
Artículo 94. En caso de ser necesaria alguna aclaración por parte del sujeto obligado o del 
solicitante de protección, se procederá conforme a lo siguiente: 
 
I. Una vez emitido el acuerdo correspondiente el Consejero Ponente instruirá sean notificadas las 
partes en un plazo de dos días hábiles; 
 
II. Las partes contarán con tres días hábiles a efecto de contestar la aclaración respectiva. En esta 
aclaración, tanto el solicitante de protección como el sujeto obligado podrán anexar las 
documentales que crean necesarias; y 
 
III. Una vez recibida la aclaración, el Consejo analizará si tiene por cumplimentada la misma o si es 
necesario repetir el procedimiento señalado en este artículo, sin que se exceda el plazo establecido 
en el artículo 106 párrafo 2 de la Ley. 
 
Artículo 95. Ante la omisión del sujeto obligado o del solicitante de protección de cumplimentar las 
aclaraciones respectivas, el Instituto resolverá conforme a derecho corresponda con las 
constancias existentes. 
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Artículo 96. El plazo para resolver la revisión oficiosa que se señala en el artículo 106 punto 2 de 
la Ley, correrá a partir de que se tenga por recibida la última aclaración, ya sea del sujeto obligado 
o del solicitante de protección, en caso de ser necesarios éstos, o cuando el plazo para 
cumplimentarlas haya transcurrido, de conformidad con el artículo anterior. 


 
Sección Tercera 


Del Recurso de Transparencia 
 
Artículo 97. Para negar la admisión de un recurso de transparencia cuando la denuncia 
presentada haya sido objeto de un recurso anterior y éste haya sido resuelto y ejecutado con la 
publicación de la información fundamental correspondiente, establecido en el artículo 113 párrafo 3 
de la Ley, sólo tendrá sus efectos para resoluciones ejecutadas dentro del plazo de actualización 
de la información respectiva, que para el caso concreto señalen los Lineamientos Generales para 
la Publicación y Actualización de la Información Fundamental. 
 
Artículo 98. Las diligencias que puede realizar u ordenar el Consejero Ponente, así como los 
informes complementarios que puede solicitar dentro del período de instrucción del recurso de 
transparencia son: 
 
I. Inspección ocular del sitio oficial de Internet del sujeto obligado, donde se debe encontrar 
publicada la información fundamental materia del recurso de transparencia; 
 
II. Inspección ocular del lugar donde se publique físicamente la información fundamental materia 
del recurso de transparencia, como lo son periódicos, murales, estrados y listas; 
 
III. Requerimiento documental dirigido al sujeto obligado, a efecto de que remita copias certificadas 
de cierta documentación que tenga injerencia con la información fundamental materia del recurso 
de transparencia; e 
 
IV. Informe complementario dirigido al sujeto obligado o al recurrente, a efecto de que aclare 
ciertas circunstancias del informe ordinario o haga manifestaciones específicas sobre la publicación 
de la información fundamental materia del recurso de transparencia. 
 
Artículo 99. El Consejero Ponente podrá, de oficio, ordenar la práctica de cualquier diligencia que 
tenga relación con los puntos controvertidos o acordar la exhibición de cualquier documento.  
 
Estas diligencias deberán realizarse dentro de los diez días hábiles siguientes a la presentación del 
informe ordinario del sujeto obligado. 
 
Artículo 100. El requerimiento documental y el informe complementario se llevarán a cabo bajo las 
siguientes reglas: 
 
I. Se notificará al sujeto obligado, al recurrente y, en su caso, al tercero afectado, dentro de los dos 
días hábiles siguientes a que se acordó dicha diligencia; y 
 
II. La contestación al requerimiento o solicitud de informe deberá ser cumplimentado en un plazo 
de tres días hábiles. 
 
Artículo 101. La inspección ocular se llevará a cabo bajo las siguientes reglas: 
 
I. Se notificará tal circunstancia al sujeto obligado, al recurrente o, en su caso, al tercero afectado, 
dentro de los dos días hábiles siguientes a que se acordó dicha diligencia y se señalará día y hora 
para desahogarse la misma; y 
 
II. El servidor público responsable de realizar la inspección ocular levantará un acta que deberá 
contener, por lo menos: 
 
a) El domicilio donde se lleva a cabo la misma; 
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b) Fecha, hora de inicio y hora de término; 
 
c) Descripción de la información inspeccionada; 
 
d) Las circunstancias de tiempo, modo y lugar de la inspección ocular; y 
 
e) El nombre y firma de los que participaron en la inspección ocular. 
 
Artículo 102. Ante la omisión del sujeto obligado de cumplimentar los informes ordinarios o 
complementarios, así como la documentación requerida, o impida la realización de las 
inspecciones oculares, se resolverá conforme a derecho corresponda. 
 
Artículo 103. El plazo para resolver el recurso de transparencia que se señala en el artículo 116 de 
la Ley, correrá a partir de que se tenga por recibido el último informe complementario o fenezca el 
plazo para presentar el mismo, o se realice la última inspección ocular. 
 
Artículo 104. A efecto de verificar el cumplimiento de la resolución del recurso de transparencia, se 
observara el procedimiento imbíbito en el sección quinta del capítulo segundo del presente 
reglamento, con la salvedad del orden público y el beneficio social que representa el cumplimiento 
o incumplimiento de este recurso, el Instituto resolverá sobre el mismo existiendo manifestaciones 
o no del recurrente. 
 


Sección Cuarta 
De las Notificaciones 


 
Artículo 105. Las notificaciones que deban practicar el Instituto y los sujetos obligados podrán 
hacerse mediante las siguientes vías: 
 
I. Por vía electrónica, a solicitantes, recurrentes y sujetos obligados cuando hayan designado 
dirección de correo electrónico o hayan realizado sus trámites mediante algún sistema electrónico 
validado por el Instituto; 
 
II. Personales, por los solicitantes y recurrentes, cuando no hayan designado una dirección de 
correo electrónico, mismas que habrán de practicarse de acuerdo a las formalidades previstas por 
la Ley del Procedimiento Administrativo del Estado de Jalisco y sus Municipios en su Sección 
Segunda, Título Primero, Capítulo VIII; 
 
III. Por oficio, a los Sujetos Obligados, cuando éstos no hayan designado una dirección de correo 
electrónico; 
 
IV. Por correo certificado tanto a particulares como a sujetos obligados en caso de no contar con 
correo electrónico registrado o cuando no se hubiere designado domicilio para recibir notificaciones 
en el Área Metropolitana de Guadalajara; y 
 
V. Por lista, cuando no haya sido posible realizar las notificaciones mediante alguna de las vías 
señaladas anteriormente o según se desprenda de la naturaleza del acto a notificar. 
 
Artículo 106. El Instituto habrá de conservar un registro de los correos electrónicos de los Sujetos 
Obligados, que deberá mantener en permanente actualización. 
 
Artículo 107. En caso de designarse tanto un domicilio físico para recibir notificaciones como una 
dirección de correo electrónico, se preferirá este último medio para realizarlas, dada su inmediatez. 
 
Artículo 108. Las formas, términos y requisitos de validez para la realización de las notificaciones 
por vía electrónica se detallarán en los Lineamientos Generales que al efecto emita el Instituto. 
 
Artículo 109. Las notificaciones surten efectos a partir del día hábil siguiente en que sean 
legalmente practicadas. 
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Sección Quinta 
Del Cumplimiento de las Resoluciones 


 
Artículo 110. A efecto de verificar el cumplimiento de la resolución del recurso de revisión, revisión 
oficiosa  y recurso de transparencia se seguirán los siguientes pasos: 
 
I. El sujeto obligado, dentro del plazo establecido en la Ley, deberá notificar al Instituto el 
cumplimiento de la resolución, anexando las constancias respectivas; 
 
II. Una vez recibido el informe señalado en la fracción anterior se notificará al promovente, a efecto 
de que dentro de los tres días hábiles siguientes manifieste lo que a su derecho corresponda. En 
caso de que en dicho plazo no hubiere realizado manifestación alguna, se entenderá que está 
conforme con el cumplimiento respectivo, y así lo declarará el Instituto dentro del término de tres 
días hábiles; 


 
III. El Consejo analizará la resolución y las constancias remitidas por el sujeto obligado, y 
determinará si cumplió con lo ordenado en la resolución del recurso; 
 
IV. Una vez recibidas las manifestaciones señaladas en la fracción anterior o cumplido el término 
para que se reciban éstas, el Consejo determinará lo conducente; y 
 
V. En caso de que se tenga por cumplida la resolución, se archivará el expediente respectivo 
mediante acuerdo correspondiente.  
 
En caso de encontrarse incumplida la resolución se emitirá el acuerdo respectivo en el que se 
procederá de conformidad con la Ley. 
 
Artículo 111. Para poder llevar a cabo, en su caso, el arresto administrativo señalado en el artículo 
103 párrafo 4 de la Ley, se seguirá el siguiente procedimiento: 
 
I. Se notificará a la autoridad municipal que ejerza la fuerza pública del municipio donde radique el 
sujeto obligado, para que imponga el arresto administrativo dentro de los dos días hábiles 
posteriores a la emisión de dicha resolución, el cual se cumplimentará en el lugar señalando para 
tal efecto; 
 
II. La autoridad municipal deberá informar al Instituto sobre la ejecución del arresto, dentro de los 
dos días hábiles en que se haya compurgado éste; y 
 
III. En caso de que la autoridad que ejerza la fuerza pública que corresponda, no pueda ejecutar el 
arresto en el domicilio señalado en la resolución de arresto, deberá informar tal circunstancia 
dentro de los quince días hábiles posteriores a la notificación señalada en la fracción I del presente 
artículo. 
 
Artículo 112. Dentro de la fase de cumplimiento de resoluciones no podrá alegarse nada nuevo ni 
por los Sujetos Obligados ni por los recurrentes, sino que habrá de acatarse lo previsto en las 
resoluciones emitidas por el Consejo del Instituto. 
 
Artículo 113. Deberá acreditarse ante el Instituto el cumplimiento dado a los recursos resueltos por 
el Consejo, mediante la remisión de copia certificada de los acuerdos o resoluciones en las que 
conste la entrega de la información solicitada a los particulares. 
 
Artículo 114. El responsable del cumplimiento de la resolución, será el titular del sujeto obligado o 
lo que según lo señalen los reglamentos internos respectivos, por lo que en caso de incumplimiento 
el Instituto ordenará las medidas de apremio contenidas en la ley, dirigiendo oficio al órgano 
encargado de ejecutarlas según sea el caso. 
 


Sección Sexta 
De las Excusas y Recusaciones 
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Artículo 115. El Consejero designado como ponente para la substanciación y resolución de un 
Recurso Administrativo, podrá excusarse de conocer de un asunto si incurre en alguno de los 
impedimentos previstos por el Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, aplicado en 
forma supletoria, de conformidad con el artículo 7 fracción II de la Ley. 
 
Artículo 116. De igual manera, podrá tramitarse la recusación con causa de estimar el Recurrente 
o el Sujeto Obligado la existencia de alguno de los impedimentos previstos en la mencionada 
Legislación supletoria, siguiendo el procedimiento incidental previsto en ella y resolviendo el 
Consejo en pleno con la abstención del Consejero recusado. 


 
Capítulo II 


De las Responsabilidades 
 


Sección Primera 
Del Procedimiento de Responsabilidad 


 
Artículo 117. Los procedimientos de responsabilidad que son integrados, sustanciados y resueltos 
por el Instituto, tienen como principal función hacer cumplir la Ley e identificar al o los responsables 
de conductas consideradas como infracciones.  
 
Artículo 118. Los procedimientos de sanción que efectúe el Instituto deberán llevarse a cabo 
mediante los siguientes principios rectores:  
 
I. Derecho de audiencia y defensa;  
 
II. Seguridad jurídica en el procedimiento; y  
 
III. Proporcionalidad en las sanciones.  
 
Los servidores públicos del Instituto deberán abstenerse de señalar, inculpar, atribuir o acusar a 
algún servidor público o persona alguna de haber cometido una falta hasta en tanto no haya 
causado estado el procedimiento respectivo.  
 
Artículo 119. Las infracciones establecidas en la Ley respecto al incumplimiento de plazos o 
términos, sólo serán aplicables cuando éstos se establezcan de manera expresa en la Ley o en el 
presente Reglamento.  
 
Artículo 120. Los procedimientos de sanción serán integrados y sustanciados por el Secretario 
Ejecutivo con el auxilio de la Dirección Jurídica del Instituto, mientras que el Consejo sólo decidirá 
colegiadamente sobre la resolución de éstos.  
 
Artículo 121. El procedimiento de responsabilidad se dividirá en las siguientes etapas:  
 
I. Radicación;  
 
II. Integración; 
 
III. Instrucción; 
 
IV. Resolución; y 
 
V. Ejecución.  
 
Artículo 122. Cuando el Consejo advierta que se ha encuadrado alguna de las conductas 
consideradas como infracciones, instruirá al Secretario a efecto de que radique un procedimiento 
de responsabilidad.  
 
Artículo 123. Una vez radicado el procedimiento de responsabilidad, éste se hará del conocimiento 
del titular del sujeto obligado y de los presuntamente responsables, a efecto de que emita dentro 
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de los diez días hábiles siguientes, un informe al respecto, anexando la documentación 
correspondiente.  
 
Artículo 124. Serán admisibles toda clase de pruebas, excepto la confesional mediante absolución 
de posiciones, las que no tengan relación con los hechos controvertidos, las contrarias a la moral y 
al derecho. De existir pruebas, éstas se desahogarán en un plazo que no sea superior a los treinta 
días hábiles.  
 
Artículo 125. Una vez desahogadas las pruebas señaladas en el artículo anterior, el Instituto 
requerirá a los presuntos responsables, a efecto de que en el plazo de tres días hábiles remitan los 
alegatos que consideren pertinentes.  
 
Artículo 126. Recibidos los alegatos o vencido el término para la entrega de éstos, el Consejo 
contará con quince días hábiles para resolver lo conducente. Dicha resolución será notificada en un 
plazo de tres días hábiles.  
 
Artículo 127. Una vez que se determine la responsabilidad se proseguirá a aplicar las sanciones 
señaladas en el artículo 123 de la Ley, según corresponda.  
 
Artículo 128. Para la emisión de las sanciones el Consejo deberá considerar la gravedad de la 
falta, la reincidencia y la posibilidad de que la información haya sido entregada o publicada por 
cualquier medio.  
 
Artículo 129. El Consejo remitirá oficio a la autoridad fiscal correspondiente, dentro de los tres días 
hábiles posteriores a la emisión de la resolución de responsabilidad, a efecto de que inicie el 
procedimiento económico coactivo, el cual se regirá bajo lo establecido en las leyes fiscales 
aplicables.  
 
Artículo 130. Los servidores públicos del Instituto, en los procedimientos de responsabilidad que 
instauren, se sujetarán a las disposiciones en materia de excusa o recusación establecidas en el 
Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco. 
 


Sección Segunda 
De las Denuncias 


 
Artículo 131. Las denuncias que correspondan en atención a lo señalado por los numerales 124, 
127 y 129 de la ley, deberán ser presentadas por el Consejero Presidente del Instituto, bajo los 
procedimientos establecidos para el cada caso en concreto observando los requisitos que la 
legislación aplicable determine. 
 
Artículo 132. El Consejero Presidente deberá informar a los miembros  del Consejo sobre el 
desarrollo de los procedimientos señalados en el artículo anterior inmediato asegurándose de 
salvaguardar la información reservada y confidencial que de los mismos se desprenda. 


 
TRANSITORIOS 


 
Primero. El presente Reglamento entrará al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial 
“El Estado de Jalisco”. 
 
Segundo. Hasta en tanto no se realicen nuevos procedimientos de clasificación inicial por los 
sujetos obligados, se tendrá por válida la clasificación actual de la información que posean o 
generen. 
 
Tercero. El Instituto contara con tres meses una vez entrado en vigor este Reglamento para iniciar 
con el trámite correspondiente de Registro, modificación o baja de Sistemas de Información 
Reservada y Confidencial. 
 
Cuarto. Los sujetos obligados contaran con 30 días hábiles a partir de la entrada en vigor del 
presente Reglamento para informar al Instituto el correo electrónico habilitado para notificaciones. 







 24 


 
Quinto. Los procedimientos iniciados bajo la vigencia de la Ley de Información Pública del Estado 
de Jalisco y sus Municipios, o bajo la Ley de Transparencia e Información Pública del Estado de 
Jalisco, continuarán sustanciándose y deberán ser resueltos bajo los mandatos de dichas 
legislaciones. 
 
Así lo resolvió el ciudadano Gobernador Constitucional del Estado de Jalisco, ante el ciudadano 
Secretario General de Gobierno, quien lo refrenda. 


 
JORGE ARISTÓTELES SANDOVAL DÍAZ 


GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 
 DE JALISCO 


(rúbrica) 
 


ARTURO ZAMORA JIMÉNEZ 
SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO 


(rúbria) 
 


REGLAMENTO DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO 
A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS 


 
EXPEDICIÓN: 10 DE ENERO DE 2014. 
 
PUBLICACIÓN: 16 DE ENERO DE 2014. SECCIÓN II. 
 
VIGENCIA: 17 DE ENERO DE 2014. 






image4.emf
Reglamento de la  Ley de Firma Electrónica Certificada para el Estado de Jalisco y sus Municipios.pdf


Reglamento de la Ley de Firma Electrónica Certificada para el Estado de Jalisco y sus Municipios.pdf


Al margen un sello que dice: Gobierno de Jalisco. Poder Ejecutivo. Secretaría General de 
Gobierno. Estados Unidos Mexicanos. 
  


DIGELAG/ACU-087/2008 
DIRECCIÓN GENERAL DE 
ESTUDIOS LEGISLATIVOS Y 
ACUERDOS GUBERNAMENTALES 


 
ACUERD0 DEL CIUDADANO 
GOBERNADOR CONSTITUCIONAL 
DEL ESTADO DE JALISCO 
 
Guadalajara, Jalisco, a 19 de noviembre de 2008 


 
Emilio González Márquez, Gobernador Constitucional del Estado de Jalisco, con fundamento en 
los artículos 36, 46 y 50 fracciones VIII y XXV de la Constitución Política; 1, 2, 3, 5, 6, 19 fracción II, 
21, 22 fracciones I y XXIV y 30 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo; así como las disposiciones 
de la Ley de Firma Electrónica Certificada para el Estado de Jalisco y sus Municipios, todos 
ordenamientos de esta entidad federativa, y con base en los siguientes 
 


CONSIDERANDOS 
 
I. Que el artículo 50 fracción VIII de la Constitución Política del Estado de Jalisco faculta al Titular 
del Poder Ejecutivo a expedir los reglamentos que resulten necesarios a fin de proveer en la esfera 
administrativa la exacta observancia de las leyes y el buen despacho de la administración pública. 
 
II. Que la actual dinámica de la sociedad crea la exigencia de contribuir con la generación de 
condiciones que permitan y garanticen incorporar, desarrollar y potenciar nuevas tecnologías en 
los diferentes contextos de la actividad humana. Para ello, resulta trascendental la participación de 
las entidades e instituciones de la administración pública y el sector privado, mediante la creación 
de un marco jurídico confiable que permita fomentar, promover y difundir el uso de medios 
electrónicos, como instrumento para optimizar los servicios técnicos, financieros y administrativos. 
 
El uso de la firma electrónica certificada se ha constituido en muchos países como una herramienta 
indispensable en el desarrollo de las actividades de la administración pública y de los particulares. 
Es por ello, que mediante Decreto No. 21432 publicado en el Periódico Oficial "El Estado de 
Jalisco" el 14 de septiembre de 2006 se expidió la Ley de Firma Electrónica Certificada para el 
Estado de Jalisco y sus Municipios, misma que entró en vigor el 1 de enero de 2007. Dicha ley 
tiene por objeto regular la firma electrónica certificada y la prestación de servicios de certificación 
para simplificar, facilitar y agilizar los actos y negocios jurídicos, comunicaciones y procedimientos 
administrativos, entre las dependencias, entidades y organismos que conforman el sector público, 
los particulares y las relaciones que mantengan éstos entre sí.  
 
III. Que la Ley antes mencionada señala que para efectos de creación y validez de la firma 
electrónica certificada existirán prestadores de servicios de certificación debidamente acreditados 
por la Secretaría General de gobierno, quienes serán los facultados para expedir los certificados 
electrónicos que avalen el uso de la firma electrónica certificada. 
  
Para que dichos prestadores de servicios de certificación puedan ser autorizados por la Secretaría 
General de Gobierno, deben cumplir con una serie de requisitos generales plasmados en la ley. En 
virtud de ello, resulta necesario establecer de manera detallada todos y cada uno de los elementos 
humanos, materiales, económicos y tecnológicos que, debe tener el solicitante de la autorización 
como prestador de servicios de certificación, y determinar los estándares internacionales con los 
que debe cumplir, de tal forma, que se garantice la seguridad y confiabilidad de los certificados 
expedidos, así como la confidencialidad de los datos proporcionados por los particulares al solicitar 
la expedición, de un certificado electrónico. 
 
IV. Que a través del Reglamento que ahora se propone se adicionan una serie de obligaciones que 
tiene que cumplir el prestador de servicios de certificación con la finalidad de garantizar al titular del 
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certificado electrónico la seguridad del uso del mismo, el conocimiento de las condiciones precisas 
para su utilización, sus limitaciones y la forma en que garantiza su posible responsabilidad; y 
proporcionar al destinatario, medios de acceso que le permitan determinar la identidad del 
Prestador de Servicios de Certificación, que los datos de creación de la firma electrónica eran 
válidos en la fecha en que se expidió el certificado, si existe un medio para que el firmante dé aviso 
de que los datos de creación de la firma electrónica han sido de alguna manera controvertidos, 
entre otros. Esto genera mayor seguridad tanto para el firmante como para el destinatario de un 
mensaje de datos. 
 
V. Que, de igual forma, resulta indispensable regular la operación de los prestadores de servicios 
de certificación, los mecanismos mediante los cuales dichos prestadores garantizarán el 
cumplimiento de sus obligaciones, el procedimiento mediante el cual la Secretaría General de 
Gobierno realizará visitas de verificación e inspección para comprobar la subsistencia del 
cumplimiento de los requisitos exigidos a los prestadores para otorgarles su autorización, el 
procedimiento que deberá seguirse en caso de terminación o cese de las actividades del prestador 
de servidos de certificación; así como las sanciones que les serán aplicadas por las omisiones o 
actuaciones que realicen en contravención a la Ley y al presente Reglamento.  
 
Por lo anteriormente expuesto y fundado, tengo a bien emitir el siguiente 
 


ACUERDO 
 
ARTÍCULO ÚNICO.- Se expide el Reglamento de la Ley de Firma Electrónica Certificada para el 
Estado de Jalisco y sus Municipios, para quedar como sigue:  
  


REGLAMENTO DE LA LEY DE FIRMA ELECTRÓNICA CERTIFICADA PARA EL  
ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS 


 
CAPÍTULO I 


Disposiciones Generales 
 


Artículo 1. El presente ordenamiento tiene por objeto regular el uso de medios electrónicos y firma 
electrónica certificada, así como establecer las normas reglamentarias a las que deben sujetarse 
los Prestadores de Servicios de Certificación, de conformidad con la Ley de Firma Electrónica 
Certificada para el Estado de Jalisco y sus Municipios.  
 
Artículo 2. Para los efectos del presente Reglamento se entenderá por: 
 
l. Certificado electrónico: el documento firmado electrónicamente por el prestador de servicios de 
certificación que vincula datos de verificación de firma electrónica al firmante y confirma su 
identidad; 
 
II. Datos de creación de firma electrónica o clave privada: las claves criptográficas, datos o códigos 
únicos que genera el firmante de manera secreta para crear y vincular su firma electrónica; 
 
III. Datos de verificación de firma electrónica o clave pública: las claves criptográficas, datos o 
códigos únicos que utiliza el destinatario para verificar la autenticidad de la firma electrónica del 
firmante; 
 
IV. Destinatario: la persona que recibe el mensaje de datos que envía el firmante como receptor 
designado; por este último con relación a dicho mensaje;  
 
V. Dispositivo de creación de firma electrónica: el programa o sistema informático que sirve para 
aplicar los datos de creación de firma electrónica; 


VI. Dispositivo de verificación de firma electrónica; el programa o sistema informático que sirve 
para aplicar los datos de verificación de firma electrónica;  
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VII. Fecha electrónica: los datos que en forma electrónica son utilizados para constatar la fecha y 
hora en que un mensaje de datos es enviado por el firmante y es emitido un acuse de recibo por el 
destinatario; 
  
VIII. Firma electrónica certificada: los datos que en forma electrónica son vinculados o asociados a 
un mensaje de datos y, que corresponden inequívocamente al firmante con la finalidad, de 
asegurar la integridad y autenticidad del mismo y que ha sido certificada por un prestador de 
servicios de certificación debidamente autorizado ante la Secretaría; 
 
IX. Firmante: la persona que posee los datos de creación de firma electrónica; 
 
X. Intermediario: la persona que envía o recibe un mensaje de datos a nombre de un tercero o bien 
que preste algún otro servicio con relación a dicho mensaje; 
 
XI Ley: la Ley de Firma Electrónica Certificada para el Estado de Jalisco y sus Municipios; 
 
XII. Medios electrónicos: los dispositivos tecnológicos utilizados para transmitir o almacenar datos e 
información, a través de computadoras, líneas telefónicas, enlaces dedicados, microondas o de 
cualquier otra tecnología;  


 
XIII. Mensaje de datos: la información generada, enviada, recibida, archivada, reproducida o 
procesada por el firmante y recibida o archivada por el destinatario a través de medios 
electrónicos, ópticos o cualquier otra tecnología;  
 
XIV. Prestador de servicios de certificación: la persona física o jurídica, notario público, 
dependencia, entidad pública o unidad administrativa que preste servicios relacionados con la firma 
electrónica certificada y que expide, administra, revoca y renueva certificados electrónicos, así 
como valida, aprueba y rechaza solicitudes de certificados electrónicos, previa autorización 
otorgada por la Secretaría; 
 
XV. Reglamento: el presente Reglamento; 
 
XVI. Secretaría: la Secretaría General de Gobierno del Estado de Jalisco a  través de la Dirección 
de Firma Electrónica;  
 


XVII. Sistema de información: el sistema utilizado para generar, enviar, recibir, archivar o procesar 
un mensaje de datos; 


 
XVIII. Tercera parte confiada: persona o entidad pública que consulta el listado de los certificados 
electrónicos, así como el estado de los mismos, a través de los medios autorizados por la 
Secretaría; y 
 
XIX. Titular: la persona a favor de quien se expide un certificado de firma electrónica. 
 
Artículo 3. La Secretaría aceptará cualquier método o sistema para crear una firma electrónica o 
certificado electrónico, y promoverá que éstos puedan concurrir o funcionar con diferentes equipos 
y programas de cómputo, de conformidad con el principio de neutralidad tecnológica establecido en 
la Ley. 
 
Artículo 4. La Secretaría elaborará una relación de los Prestadores de Servicios de Certificación 
acreditados o suspendidos y de las personas físicas o jurídicas que actúen en su nombre. La 
relación deberá contener también a las personas físicas que formen parte del personal de los 
sujetos antes señalados. 
 
La Secretaría deberá mantener actualizada y disponible dicha relación para todos los usuarios, lo 
que podrá hacer a través de la página web de la Secretaría. 
 


CAPÍTULO II 
De los Requisitos y del Trámite de Acreditación 
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Artículo 5. Los interesados en obtener la autorización de la Secretaría como Prestador de 
Servicios de Certificación deberán:  
 
I. Presentar, previo pago de derechos correspondiente, la solicitud de acreditación por escrito ante 
la Secretaría; 
 
II. Tener domicilio legal o sucursal en el Estado de Jalisco; 
 
III. Adjuntar a la solicitud, según corresponda, lo siguiente: 
 
a) En caso de los notarios, copia certificada de la patente, título de habilitación o documento que 
en términos de la legislación de la materia les acredite estar en ejercicio de la fe pública; 
  
b) En caso de las personas jurídicas, copia certificada de su acta constitutiva u otro instrumento 
público, que acredite su constitución de acuerdo con las leyes mexicanas y que dentro de su objeto 
social tenga alguna de las siguientes actividades:  
 
1. Verificar la identidad de los titulares y su vinculación con los dispositivos de verificación de firma 
electrónica y certificado electrónico; 
 
2. Comprobar la integridad y suficiencia del Mensaje de Datos del solicitante; 
 
3. Llevar a cabo registros de los elementos de identificación de los Firmantes y de aquella 
información con la que haya verificado el cumplimiento de fiabilidad de las Firmas Electrónicas 
Certificadas y expedir el Certificado electrónico; y 


4. Cualquier otra actividad no incompatible con las anteriores; 
 
c) En caso de las personas físicas, copia del documento que acredite su actividad empresarial, 
constancia de inexistencia de antecedentes penales que acredite no haber sido condenado por 
delitos en contra del patrimonio que merezca pena privativa de la libertad; y 
 
d) En caso de las dependencias y entidades públicas estatales o municipales, así como sus 
unidades administrativas, copia del instrumento jurídico de su creación; 
 
IV. Comprobar que se cuenta con los elementos señalados en el artículo 22 fracción II de la Ley, 
de conformidad con lo establecido por el artículo 6 del presente Reglamento; 
 
V. Contar con procedimientos claros y definidos de conformidad con lo establecido por el presente 
Reglamento; 
 
VI. Adjuntar a la solicitud una carta suscrita por cada persona física que pretenda operar o tener 
acceso a los sistemas que utilizará en caso de ser acreditado, donde dicha persona manifieste, 
bajo protesta de decir verdad y advertido de las penas en que incurren los que declaran falsamente 
ante una autoridad distinta a la judicial, de que no fue condenado por delito contra el patrimonio de 
las personas y mucho menos, inhabilitado para el ejercicio de la profesión o para desempeñar un 
puesto en el servicio público, en el sistema financiero o para ejercer el comercio; 
 
VII. Acreditar que tienen la posibilidad de contar con una póliza de fianza por el monto y 
condiciones que se determinan en el presente Reglamento; y 
 
VIII. Acompañar a su solicitud, escrito de conformidad para ser sujeto de revisión por parte de la 
Secretaría en todo momento, para que ésta verifique el cumplimiento de los requisitos para obtener 
y mantener la acreditación como Prestador de Servicios de Certificación. 
 
Cuando el interesado pretenda que los datos de creación de firma electrónica certificada 
permanezcan en resguardo fuera del territorio del estado de Jalisco, deberá solicitarlo a la 
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Secretaría. En este caso, el interesado manifestará por escrito su conformidad de asumir los costos 
que impliquen a la Secretaría el traslado de su personal para efectuar sus revisiones; y 
 
IX. Registrar ante la Secretaría su Certificado, en los términos que establece el presente 
Reglamento. 
  
Artículo 6. La Secretaría tendrá por satisfechos los elementos humanos, materiales, económicos y 
tecnológicos a que se refieren los artículos 22 fracción II de la Ley y 5 fracción IV del presente 
Reglamento, cuando el solicitante acredite cuando menos, lo siguiente: 
 
I. Humanos: 
 
a) Un profesionista jurídico que deberá cumplir con los siguientes requisitos: 
 
1. Ser licenciado en derecho o abogado con título y cédula profesional registrado en la Dirección 
de Profesiones del Estado; 
 
2. Demostrar al menos dos años de experiencia en materia notarial o en materia mercantil y 
servicios, procedimientos o actividades relacionadas con la acreditación de la personalidad; 
 
3. Acreditar al menos un año de experiencia comprobable en actividades relacionadas con 
cualquier área del derecho informático o comercio electrónico; 
 
4. Cumplir con el requisito establecido en el artículo 22 fracción IV de la Ley; 
 
5. Comprobar que conoce la operación como usuarios de los sistemas informáticos que habrá de 
utilizar el Prestador de Servicios de Certificación; 
 
5 (sic). Presentar la solicitud de examen para encargado de identificación correspondiente, mismo 
que aplicará la Secretaría dentro de los veinte días siguientes a la presentación de la solicitud para 
la autorización como Prestador de Servicios de Certificación; este requisito no será aplicable en el 
caso de notarios y dependencias y entidades públicas; 
 
b) Un profesionista informático que deberá ser licenciado o ingeniero en el área informática o 
carrera afín, con título y cédula profesionales debidamente registrados; comprobar al menos dos 
años de experiencia en el campo de seguridad informática, incluyendo los datos de las empresas o 
instituciones y fechas en las que adquirió la experiencia, sus cargos y las actividades y funciones 
desempeñadas; deberá contar con diploma en seguridad informática o, en su caso, tener alguna 
certificación en esta área; así como cumplir con el requisito establecido en el artículo 22 fracción IV 
de la Ley; y  
 
c) Cinco auxiliares de apoyo informático consistentes en un oficial de seguridad, un administrador 
de sistemas, un operador de sistemas, un administrador de bases de datos y un administrador  de 
redes. Dicho personal deberá ser técnico, licenciado o ingeniero en área informática o en carrera 
afín; tener experiencia comprobable en el área de informática de cuando menos cuatro años 
incluyendo los datos de las empresas o instituciones y fechas en las que adquirió la experiencia, 
sus cargos y las actividades y funciones desempeñadas, así como las cartas de las empresas o 
instituciones públicas en donde la haya adquirido; acreditar al menos una certificación en manejo 
de software o hardware referente a seguridad informática; así como cumplir con el requisito 
establecido en el artículo 22 fracción IV de la Ley.  


 
II. Materiales: Espacio físico apropiado para la actividad, controles de seguridad, accesos y 
perímetros de seguridad física, medidas de protección, así como con las políticas necesarias para 
garantizar la seguridad del área. El solicitante anexará a su solicitud un documento que se 
denominará "Política de Seguridad Física" a que se sujetará la prestación del servicio y que deberá 
mantener actualizado, el cual contemplará y desarrollará, por lo menos, los siguientes conceptos:
  
a) Control de acceso físico; 
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b) Medidas, procedimientos y prácticas de seguridad; 
 
c) Protección y recuperación ante desastres; 
 
d) Protecciones contra robo, forzamiento y entrada no autorizada a los espacios físicos; 
 
e) Medidas de protección en caso de incendio, sismo, inundación, explosiones, desórdenes civiles 
y otras formas de desastres naturales, contra fallas de servicios eléctricos o de 
telecomunicaciones; y 


 
f) Un procedimiento de actualización para autorización de acceso al personal a las áreas 
restringidas. 
  
La seguridad física propuesta por el solicitante deberá ser compatible con las normas y criterios 
internacionales;  
  
III. Económicos: Capital que comprenderá al menos el equivalente a una cuarta parte de la 
inversión requerida para cumplir con los elementos humanos, tecnológicos y materiales, y un 
seguro de responsabilidad civil cuyo monto será de cincuenta veces el salario mínimo general 
diario vigente en la Zona Metropolitana de Guadalajara correspondiente a un año. Este requisito no 
será aplicable para las dependencias y entidades públicas; y 
 
IV. Tecnológicos: Consistentes en: 
 
a) Documento denominado "Análisis y Evaluación de Riesgos y Amenazas" que desarrolle los 
siguientes aspectos: 
 
1. Identificación de riesgos e impactos que existen sobre las personas y los equipos, así corno 
recomendaciones de medidas para reducirlos;  
 
2. Implementación de medidas de seguridad para la disminución de los riesgos detectados; 
 
3. Proceso de evaluación continua para adecuar la valoración de riesgos a condiciones cambiantes 
del entorno;  
 
4. Determinar un proceso equivalente o adoptar el descrito en los documentos siguientes: "Risk 
Management Guide for Information Technology Systems, Special Publication 800-30, 
Recommendations of the Nacional Institute of Standards and Technology, October 2001", 
"Handbook 3, Risk Management, Version 1, Australian Communications Electronic Security 
Instruction 33 (ACSI 33)", o aquellos que les sustituyan; e  
 
5. Impacto que sufrirá el negocio en caso de interrupciones no planificadas. 
 
b) Infraestructura informática: deberá incluir una autoridad certificadora y una autoridad 
registradora; depósitos para datos de creación de firma electrónica del prestador de servicios de 
certificación y su respaldo, certificados y listas de certificados revocados (LCR) basadas en un 
servicio de Protocolo de Acceso de Directorio de Peso Ligero (LDAP) o equivalente y un Protocolo 
de Estatus de Certificados en Línea (OCSP); procesos de administración de la infraestructura; un 
manual de política de certificados; una declaración de prácticas de certificación; y los manuales de 
operación de las autoridades certificadora y registradora; 
 
c) Equipo de cómputo y software: el solicitante deberá contar, por lo menos, con un servidor de 
misión crítica para la autoridad certificadora y la autoridad registradora, contemplando otro servidor 
de las mismas características para redundancia por seguridad; un servidor de misión crítica, 
contemplando redundancia por seguridad, para LDAP, LCR y OCSP; una computadora para 
almacenar el sistema de administración de la infraestructura que se opera; un sistema de sello o 
estampado de tiempo para disertar, fecha y hora de emisión de los certificados, con las 
especificaciones establecidas en el artículo 17 del presente Reglamento; un enlace mínimo de 512 
kilo bytes, contemplando redundancia con un enlace de al menos 256 bytes a Internet; un ruteador, 
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contemplando redundancia por seguridad; un cortafuegos, (firewall), contemplando redundancia 
por seguridad; un sistema de monitoreo de red; un sistema confiable de antivirus; herramienta 
confiable de detección de vulnerabilidades; sistemas confiables de detección y protección de 
intrusión; y las computadoras personales e impresoras necesarias para la prestación del servicio; 
 


d) Política de Seguridad de la Información: la cual deberá constar por escrito y cumplir con los 
siguientes requisitos:  
 
1. Ser congruente con el objeto del solicitante; 
 
2. Los objetivos de seguridad determinados deberán ser claros, generales, no técnicos y resultado 
del Análisis y Evaluación de Riesgos y Amenazas; 


 
3. Estar basada en las recomendaciones del estándar ISO 17799 sección tres; 
 
4. Tener manuales de política general y los necesarios para establecer políticas específicas; 
 
5. Deberán identificarse los objetivos de seguridad relevantes y las amenazas potenciales 
relacionadas a los servicios suministrados, así como las medidas a tomar para evitar y limitar los 
efectos de tales riesgos y amenazas, con base en el Análisis y Evaluación de Riesgos y 
Amenazas; 
 
6. Describir las reglas, directivas y procedimientos que indiquen cómo son provistos los servicios y 
las medidas de seguridad asociadas; 
 
7. Señalar el periodo de revisión y evaluación de la Política de Seguridad; 
 
8. Ser consistentes con la Declaración de Prácticas de Certificación y con la Política de 
certificados; y  
 
9. Incluir un proceso similar al descrito en: Internet Security Policy: a Technical Guide, by the 
National Institute of Standards and Technology (NIST). 
 
e) Plan de Continuidad del Negocio y Recuperación ante Desastres: se deberá elaborar un plan 
que describa cómo actuará el Prestador de Servicios de Certificación en caso de interrupciones del 
servicio. El plan será mantenido y probado periódicamente, asimismo, describirá los 
procedimientos de emergencia a seguir en al menos los siguientes casos: 


1. Afectación al funcionamiento de software en el que se basarán los servicios del Prestador de 
Servicios de Certificación; 
 
2. Incidente de seguridad que afecte la operación del sistema en el que se basan los servicios del 
Prestador de Servicios de Certificación; 
 
3. Robo de los datos de creación de firma electrónica del Prestador de Servicios de Certificación; 
 
4. Falla de los mecanismos de auditoría; 
 
5. Falla en el hardware donde se ejecuta el producto en el que se basarán los servicios del 
Prestador de Servicios de Certificación; y 
 
6. Mecanismos para preservar evidencia del mal uso de los sistemas. 
 
El plan deberá ser compatible con las normas y criterios internacionales y al menos con los 
lineamientos descritos en el estándar ISO 17799 o el estándar ETSITS 102 042, o los que les 
sustituyan. De igual forma, el plan deberá ser coherente con los niveles de riesgo determinados en 
el Análisis y Evaluación de Riesgos y Amenazas y seguirá un proceso similar al descrito en: NIST 
ITL Bulletin June 2002, Contingency Planning Guide for Information Systems; NIST Special 
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Publication 800-34, Contingency Planning Guide for Information Systems, June 2002; y NIST 
Special Publication 800-30 Risk Management Guide, u otros textos posteriores equivalentes. 
 
f) Plan de Seguridad de Sistemas: este plan, coherente con la Política de Seguridad de la 
Información, describirá los requerimientos de seguridad de los sistemas y de los controles a 
implantar y cumplir, así como las responsabilidades y acceso de las personas a los sistemas. El 
plan incorporará: 
 
1. La política de seguridad de la información, seguridad organizaciónal, control y clasificación de 
activos, administración de operaciones y comunicaciones, control de accesos, desarrollo y 
mantenimiento de sistemas, seguridad del personal y seguridad ambiental y física que sean 
compatibles con los señalados por la norma ISO 17799; 
 
2. Los mecanismos y procedimientos de seguridad propuestos que se aplicarán en todo momento; 
 
3. La forma en que se garantizará el logro de los objetivos de la Política de Certificados y la 
Declaración de Prácticas de Certificación, la cual debe de ser compatible, por lo menos, con las 
secciones 4 a 10 del estándar ISO 17799, o las que le sustituyan. En caso de claves criptográficas, 
la manera en que se efectuará su administración; y 
 
4. Las medidas de protección del depósito público de certificados y de información privada 
obtenida durante el registro. 


g) Estructura de Certificados: La estructura de datos del Certificado debe ser compatible con el 
estándar ISO/IEC 9594-8, además de contener los datos establecidos en el artículo 11 de la Ley 
para ser considerados como válidos. 
 
Los algoritmos utilizados para la firma electrónica deben ser compatibles con los estándares de la 
industria RFC 3280. Internet X509 Public Key Infraestructure Certificate and Certificate Revocation 
List (CRL) Profile, o los que les sustituyan que provean un nivel adecuado de seguridad tanto para 
la firma del Prestador de Servicios de Certificación como del usuario.  
 
El tamaño de las claves utilizadas para la generación de una firma electrónica, deberá proveer el 
nivel de seguridad de 1024 bits para los usuarios y de 2048 bits para los Prestadores de Servicios 
de Certificación. Deberán utilizar funciones hash conforme a estándares de la industria, actuales y 
que provean el adecuado nivel de seguridad para este tipo de firmas. 
 
Contendrán referencia o información suficiente para identificar o localizar uno o más sitios de 
consulta donde se publiquen las notificaciones de revocación de los certificados.  
 
h) Estructura de la lista de Certificados Revocados: deberá ser compatible con la última versión del 
estándar ISO/IEC 9594-8 o la que le sustituya, e incluir por lo menos la siguiente información: 
   
1. Número de serie de los certificados revocados por el emisor con fecha y hora de revocación; 
  
2. La identificación del algoritmo de firma utilizado; 
 
3. El nombre del emisor; 
 
4. La fecha y hora en que fue emitida la Lista de Certificados Revocados; 


 
5. La fecha en que emitirá la próxima Lista de certificados Revocados que no podrá exceder de 
veinticuatro horas, con independencia de mantener el Protocolo de Estatus de Certificados en 
Línea (OCSP); y 
 
6. La Lista de Certificados Revocados deberá ser firmada por el Prestador de Servicios de 
Certificación que la haya emitido, con sus Datos de Creación de Firma. 
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i) Sitio electrónico: se deberá señalar un sitio electrónico de alta disponibilidad con mecanismos 
redundantes o alternativos de conexión y de acceso público a través de Internet que permitirá a los 
usuarios consultar los certificados emitidos de forma remota, continua y segura compatible con el 
estándar ISO/lEC 9594-8 o el que le sustituya, a efecto de garantizar la integridad y disponibilidad 
de la información ahí contenida. En dicho sitio se incluirá la Política de Certificados y la Declaración 
de Prácticas de Certificación. 
 
j) Procedimientos que informen de las características de los procesos de creación y verificación de 
firma electrónica, así como aquellos que aplicarán para dejar sin efecto definitivo los certificados.
  
k) Política de Certificados: ésta debe asegurar su concordancia con la Declaración de Prácticas de 
Certificación y los procedimientos operacionales, será pública, tendrá que ser compatible por lo 
menos con el estándar ETSI TS 102 042 o el que le sustituya y deberá establecer bajo qué 
circunstancias se puede revocar un certificado y quienes pueden solicitarlo. 
 
Deberá indicar a quién se le puede otorgar un certificado y cómo se aplicará el proceso de registro, 
que se deberá verificar en forma fehaciente la identidad del usuario y deberá describir la forma en 
que se precisarán los propósitos, objetivos y alcances del certificado y sus limitaciones. Asimismo, 
se deberán establecer las obligaciones que contrae el Prestador de Servicios de Certificación y el 
usuario en la emisión y utilización del certificado. 
 
I) Declaración de Prácticas de Certificación: la cual deberá ser compatible por lo menos con el 
estándar ETSI TS 102 042 y el RFC 36470 o el que le sustituya, y determinará lo siguiente:  
 
1. Los procedimientos de operación para otorgar certificados y el alcance de aplicación de los 
mismos; 
 
2. Las responsabilidades y obligaciones del Prestador de Servicios de Certificación y de la persona 
a identificar. Particularmente desarrollará aquellas inherentes a la emisión, revocación y expiración 
de certificados; 
 
3. La vigencia de los certificados, y, una vez otorgada la acreditación por la Secretaría, la fecha de 
inicio de operaciones; 
  
4. El método de verificación, de identidad del usuario que se utilizará para la emisión de los 
certificados;  
 
5. Procedimientos de protección de confidencialidad de la información de los solicitantes; 
 
6. Un procedimiento para registrar la fecha y hora de todas las operaciones relacionadas con la 
emisión de un Certificado y conservarlas de manera confiable; 
 
7. Los procedimientos que se seguirán en los casos de suspensión temporal o definitiva del 
Prestador de Servicios de Certificación y la forma en que la administración de los certificados 
emitidos pasarán al Archivo de Instrumentos Públicos o a otro Prestador de Servicios de 
Certificación; 
 
8. Las medidas de seguridad adoptadas para proteger los datos de creación de firma electrónica; y
  
9. Los controles que se utilizarán para asegurar que el propio usuario genere sus datos de la 
creación de firma electrónica, autenticación de usuarios, emisión de certificados, revocación de 
certificados, auditoría y almacenamiento de información relevante. 
 
m) Modelo Operacional de la Autoridad Certificadora: dicho modelo deberá contener la siguiente 
información: 
 
1. Cuáles son los servicios prestados, cómo se interrelacionan los diferentes servicios, en qué 
lugares se operará, qué tipos de certificados se entregarán, si se generarán certificados con 
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diferentes niveles de seguridad, cuáles son las políticas y procedimientos de cada tipo de 
certificado y cómo se protegerán los activos; 
 
2. Un resumen que incluya el contenido del documente, la historia del Prestador de Servicios de 
Certificación y las relaciones comerciales con proveedores de insumos o servicios para sus 
operaciones; 
 
3. Interfaces con las autoridades registradoras;  
 
4. Implementación de elementos de seguridad; 
 
5. Procesos de administración; 
 
6. Sistema de directorios para los certificados; 
 
7. Procesos de auditoría y respaldo; 
 
8. Bases de datos a utilizar; y 
 
9. Requerimientos de seguridad física del personal, de las instalaciones y del módulo criptográfico. 
 
n) Modelo Operacional de la Autoridad Registradora: dicho modelo deberá contener la siguiente 
información: 
 
1. Cuáles son los servicios de registro que se prestarán, en qué lugares se ofrecerán dichos 
servicios y qué tipos de certificados generados por la autoridad Certificadora se entregarán; 
 
2. Interfaces con la autoridad certificadora; 
 
3. Implementación de dispositivos de seguridad; 
  
4. Procesos de administración; 
 
5. Procesos de auditoría y respaldo; 
 
6. Bases de datos a utilizar; 
 
7. Privacidad de datos; 
 
8. Descripción de la seguridad física de las instalaciones; 
 
9. Método para proveer de una identificación unívoca del usuario y el procedimiento de uso de los 
datos de creación de firma electrónica; y 
 


10. Los mecanismos para que el propio usuario genere en forma privada y segura sus datos de 
creación de firma electrónica y la inclinación al usuario del grado de fiabilidad de los mecanismos y 
dispositivos utilizados; y 
 
ñ) Plan de administración de claves: se definirá este plan conforme al cual se generarán, 
protegerán y administrarán las claves criptográficas. El mismo tendrá que ser compatible, por lo 
menos, con el estándar ETSI TS 102 042 sección 7.2 o el que le sustituya. El plan deberá 
desarrollar los siguientes apartados:  
 
1. Claves de la Autoridad Certificadora; 
 
2. Almacenamiento, respaldo; recuperación y uso de los datos de creación de firma electrónica de 
la autoridad certificadora del Prestador de Servidos de Certificación; 
 
3. Distribución del certificado de la Autoridad Certificadora; 
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4. Administración del ciclo de vida del hardware criptográfico que utilice la Autoridad Certificadora;  
 
5. Dispositivos seguros para los usuarios; y 
 
6. Dispositivos seguros para almacenar los datos de creación de firma electrónica, compatibles 
como mínimo con el estándar FIPS-140 nivel 3 en sus elementos de seguridad e implantación de 
los algoritmos criptográficos estándares, o el que le sustituya. 
 
Los procedimientos implantados de acuerdo a este plan deberán garantizar la seguridad de las 
claves en todo momento, aun en caso de cambios de personal o componentes tecnológicos. 
 
Artículo 7. Los notarios podrán solicitar la autorización a través de personas jurídicas, conforme a 
lo que establezca la legislación que les rige. En ningún caso se les eximirá de la responsabilidad 
individual, ni aun cuando para obtener la acreditación compartan la infraestructura que les permita 
prestar los servicios de certificación. 
 
Artículo 8. La obtención de la autorización como Prestador de Servicios de Certificación se 
realizará conforme al siguiente procedimiento:  


I. La Secretaría, una vez recibida la solicitud, previo el pago de derechos correspondientes, 
revisará y evaluará la información y documentación recibida; así como visitará el domicilio señalado 
por el interesado a efecto de llevar a cabo una revisión para comprobar los requisitos para obtener 
la acreditación como Prestador de Servicios de Certificación. 


 
Cuando de la revisión detecte la falta de cualquiera de los requisitos señalados en la Ley y en 
este Reglamento, dentro de los veinticinco días hábiles siguientes a la recepción de la solicitud 
prevendrá al interesado por escrito y por una sola ocasión, para que subsane la omisión dentro 
del término de veinte días hábiles contados a partir de su notificación. 
 
Transcurrido dicho plazo sin que sea desahogada la prevención se desechará el trámite;  
 
II. La Secretaría podrá, durante todo el proceso, solicitar documentación adicional y realizar visitas 
a las instalaciones del interesado para comprobar el cumplimiento de los requisitos establecidos; y 
 
III. La Secretaría resolverá en un plazo no mayor a sesenta días hábiles contados a partir de la 
presentación de la solicitud, la procedencia o no de otorgar la autorización como Prestador de 
Servicios de Certificación, en caso contrario se tendrá por no concedida. 
 


CAPÍTULO III 
De la Operación 


 
SECCIÓN PRIMERA 


Del Inicio de Operaciones 
 


Artículo 9. Para efectos del artículo 22 fracción V de la Ley, previo al otorgamiento de la 
autorización y al inicio de operaciones como Prestadores de Servicios de Certificación, los 
interesados contarán con un plazo de diez días hábiles, a partir de que se haya resuelto la 
procedencia de la autorización, para obtener de compañía debidamente autorizada una fianza a 
favor de la Secretaría de Finanzas, la cual deberá presentarse ante la Secretaría. El monto de la 
fianza será de acuerdo a lo siguiente: 
 
l. En caso de notarios, el equivalente a cinco mil días de salario mínimo general diario vigente en la 
Zona Metropolitana de Guadalajara; y 
 
II. En caso de personas jurídicas, el resultante de multiplicar cinco mil veces el salario mínimo 
general diario vigente en la Zona Metropolitana de Guadalajara por cada persona física de su 







 12 


personal o integrante de persona jurídica distinta que se contemple para efectos del artículo 16 
fracción I del presente Reglamento.  
 
Lo anterior no será aplicable para las dependencias y entidades públicas. 
 
Artículo 10. La Secretaría, una vez que reciba la fianza, expedirá, previo el pago de derechos 
correspondiente, la autorización respectiva al interesado y lo registrará a efecto de que éste pueda 
iniciar operaciones. 
 
El titular de la Secretaría publicará en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" las autorizaciones 
que otorgue, dentro de los treinta días siguientes al otorgamiento de la autorización.  
 
Artículo 11. El Prestador de Servicios de Certificación deberá mantener la fianza vigente y 
actualizada en los casos siguientes: 
 
I. Durante todo el periodo en que opere y el año siguiente a su cese; 
 
II. Cuando sea sancionado con suspensión temporal; y 
 
III. Si se hubiere iniciado procedimiento administrativo o judicial en su contra, hasta que concluya el 
mismo. 
 
Lo anterior deberá consignarse expresamente en la póliza de fianza. 
 
Artículo 12. La fianza que otorgue el Prestador de Servicios de Certificación se podrá hacer 
efectiva cuando éste cause daños o perjuicios a los usuarios de sus servicios por incumplimiento 
de sus obligaciones o por el indebido desempeño de sus funciones. Su monto también se aplicará 
para cubrir los gastos que erogue la Secretaría a través del Archivo de Instrumentos Públicos, por 
actuar en sustitución del Prestador de Servicios de Certificación, cuando éste sea sancionado con 
suspensión o cancelación de su autorización. 
 
Artículo 13. El Prestador de Servicios de Certificación, una vez que haya cumplido con lo señalado 
en esta sección, deberá notificar por escrito a la Secretaría la fecha en que inicie su actividad, 
misma que podrá efectuarse dentro de los quince días naturales siguientes al comienzo de dicha 
actividad. 
 


Artículo 14. La Secretaría, como autoridad certificadora y registradora, deberá comprobar la 
identidad del Prestador de Servicios de Certificación o su representante, para que éste pueda 
generar sus Datos de Creación de Firma Electrónica. 
 
Artículo 15. El Prestador de Servicios de Certificación o su representante no podrán revelar los 
Datos de Creación de Firma Electrónica que correspondan a su propio Certificado y; en todo caso, 
serán responsables de su mala utilización. Dicho Certificado tendrá una vigencia de diez años. 
 
Artículo 16. El Prestador de Servicios de Certificación tendrá, además de las obligaciones 
establecidas en el artículo 23 de la Ley, las siguientes: 
 
I. Comprobar por sí o por medio de una persona física o jurídica que actúe en nombre y por cuenta 
suyos, la identidad de los solicitantes y cualesquiera circunstancias pertinentes para la expedición 
de los certificados, utilizando cualquiera de los medios admitidos en derecho, siempre y cuando 
sean previamente notificados al solicitante;  
 
II. Informar a la persona que solicite sus servicios, antes de la expedición de un certificado, los 
costos, las condiciones precisas para la utilización del mismo, sus limitaciones de uso y, en su 
caso, la forma en que garantiza su posible responsabilidad; 
 
III. Guardar confidencialidad respecto a la información que haya recibido para la prestación del 
servicio de certificación; 
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IV. En caso de cesar su actividad deberán comunicarlo a la Secretaría a fin de determinar el 
destino que se dará a sus registros y archivos; y 
 
V. Proporcionar medios de acceso que permitan al Destinatario determinar: 
 
a) La identidad del Prestador de Servicios de Certificación; 
 
b) Que el firmante nombrado en el Certificado tenía bajo su control el dispositivo y los datos de 
creación de la firma electrónica en el momento en que se expidió el Certificado;  
 
c) Que los datos de creación de la firma electrónica eran válidos en la fecha en que se expidió el 
certificado; 
 
d) El método utilizado para identificar al firmante; 
 
e) Cualquier limitación en los fines o el valor respecto de los cuales puedan utilizarse los datos de 
creación de la firma electrónica o el certificado; 
 
f) Cualquier limitación en cuanto al ámbito o el alcance de la responsabilidad indicada por el 
Prestador de Servicios de Certificación; 
 
g) Si existe un medio para que el firmante dé aviso al Prestador de Servicios de Certificación de 
que los datos de creación de la firma electrónica han sido de alguna manera controvertidos; y 
 
h) Si se ofrece un servicio de terminación de vigencia del certificado. 
 


SECCIÓN SEGUNDA  
De los Certificados 


  
Artículo 17. El Prestador de Servicios de Certificación deberá proporcionar a la Secretaría su 
dirección electrónica, la que deberá incluir en cada Certificado que expida para verificar en forma 
inmediata su validez, suspensión o revocación.  
 
Esta dirección se utilizará por la Secretaría para agregarla a un dominio propio de consulta en 
línea, a través del cual el Destinatario podrá cerciorarse del estado que guarda cualquier certificado 
emitido por un Prestador de Servicios de Certificación. 
 
Artículo 18. Para los efectos del artículo 11 fracción V de la ley, los datos del Prestador de 
Servicios de Certificación que contendrán los certificados que se expidan incluirán al menos: 
 
I. El nombre, denominación o razón social y domicilio del Prestador de Servicios de Certificación; y 
 
II. La dirección electrónica donde podrá verificarse la lista de certificados revocados. 
 
El Prestador de Servicios de Certificación deberá notificar a la Secretaría cualquier cambio que 
pretenda efectuar respecto de los datos a que se refiere el presente artículo. 
 
Artículo 19. Para efectos del artículo 11 fracción II de la ley, la fecha y hora de emisión del 
certificado se determinará conforme a lo siguiente: 
 
l. El Prestador de Servicios de Certificación deberá llevar un registro del Sistema de Sello o 
Estampado de Tiempo que se sincronizará con el de la Secretaría, para asegurar la fecha y la hora 
de la emisión de los certificados generados; 
 
II. El Sistema de Sello o Estampado de Tiempo deberá cumplir por lo menos con el estándar 
internacional Internet X.509 Public Key Infrastructure Time Stamp y considerar el RFC 3161; y 
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III. El Sistema de Sello o estampado de tiempo podrá ser del propio Prestador de Servicios de 
Certificación o de una persona física o jurídica que lo lleve en nombre y por cuenta del mismo.  
 
Artículo 20. La emisión, registro y conservación de los certificados por parte de los Prestadores de 
Servicios de Certificación se efectuará dentro del territorio del estado de Jalisco.  
  
Artículo 21. La Secretaría podrá autorizar el resguardo de los Datos de Creación de Firma 
Electrónica del Prestador de Servicios de Certificación fuera del territorio del estado de Jalisco. En 
este caso, el Prestador de Servicios de Certificación asumirá los costos que impliquen a la 
Secretaría el traslado de sus servidores públicos para efectuar las visitas de verificación a que se 
refiere la sección V de este Reglamento. 
 


SECCIÓN TERCERA 
Del Reconocimiento de Certificados y Firmas Electrónicas 


 Nacionales y Extranjeros 
  
Artículo 22. Todo certificado expedido fuera del estado de Jalisco producirá los mismos efectos 
jurídicos en el mismo que un certificado expedido en dicha entidad federativa si presenta un grado 
de fiabilidad equivalente a los contemplados por la Ley y el presente Reglamento. 
 
A efectos de determinar si un certificado o una firma electrónica presentan un grado de fiabilidad 
equivalente para los fines del párrafo anterior, se tomarán en consideración las normas 
internacionales reconocidas por el estado de Jalisco y cualquier otro medio de convicción 
pertinente, que será validado por los prestadores de servicios de certificación autorizados por la 
Secretaría. 
 


SECCIÓN CUARTA  
Del Domicilio, Objeto Social y Estatutos de los 


Prestadores de Servicios de Certificación 
 


Artículo 23. Los Prestadores de Servicios de Certificación deberán dar aviso a la Secretaría dentro 
de los quince días siguientes de cualquier cambio de domicilio o modificaciones a su objeto social 
o estatutos, a efecto de que ésta verifique la continuidad en el cumplimiento de los requisitos 
exigidos para obtener la autorización. 
 


SECCIÓN QUINTA  
De las Verificaciones 


 
Artículo 24. La Secretaría realizará visitas de verificación al Prestador de Servicios de Certificación 
para vigilar el cumplimiento de la Ley y el presente Reglamento, las cuales se desahogarán en los 
términos previstos por la Ley del Procedimiento Administrativo del Estado de Jalisco y sus 
Municipios, y se practicarán de oficio o a petición del Titular del Certificado, del Firmante o del 
Destinatario. 
 


SECCIÓN SEXTA 
Del cese de actividades de los 


Prestadores de Servicios de Certificación 
 
Artículo 25. Cuando un prestador de servicios de certificación haya sido sancionado o haya 
cesado el ejercicio de sus actividades de manera voluntaria, previo pago de derechos, su archivo y 
registro quedarán temporalmente en resguardo del Archivo de Instrumentos Públicos, hasta en 
tanto no se determine a qué prestador de servicios de certificación le serán transferidos.  
 
La Secretaría tomará las medidas necesarias que garanticen, en beneficio de los usuarios, la 
continuidad del servicio materia del presente Reglamento. 
 


CAPÍTULO IV  
De las Sanciones 
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Artículo 26. Las sanciones previstas en el presente capítulo se aplicarán sin perjuicio de las 
demás responsabilidades en que pueda incurrir el Prestador de Servicios de Certificación o su 
personal. 
 
Artículo 27. La Secretaría sancionará con suspensión temporal de uno hasta cuatro meses en el 
ejercicio de sus funciones al Prestador de Servicios de Certificación que: 
 
I. Omita determinar y hacer del conocimiento de los usuarios si las firmas electrónicas que les 
ofrecen cumplen o no con los requerimientos dispuestos en el artículo 9 de la Ley; 
 
II. Deje de cumplir con alguno de los requisitos señalados en las fracciones II a IV y VI del artículo 
22 de la Ley;  
 
III. Actúe en contravención a los procedimientos definidos y específicos para la tramitación de un 
certificado; 
 
IV. No permita que se efectúe la consulta inmediata sobre la validez, suspensión o revocación de 
los certificados que emita; o 
 
V. No informe, antes de la emisión de un certificado, a la persona que solicite sus servicios, de su 
precio, de las condiciones precisas para la utilización del mismo, de sus limitaciones de uso y, en 
su caso, de la forma en que garantiza su posible responsabilidad. 
 
Artículo 28. La Secretaría sancionará al Prestador de Servicios de Certificación con suspensión 
temporal de cuatro y hasta seis meses en el ejercicio de sus funciones cuando: 


I. Reincida en cualquiera de las conductas u omisiones a que se refiere el artículo anterior; 
 
II. Cambie su domicilio, objeto social o estatutos sin dar aviso previo a la Secretaría, dentro del 
plazo previsto en el artículo 23 del presente Reglamento; 
 
III. Omita notificar a la Secretaría la iniciación de la prestación de servicios de certificación dentro 
de los quince días naturales siguientes al comienzo de dicha actividad; 
 
IV. Omita poner a disposición del firmante los dispositivos de generación de los datos de creación y 
de verificación de la firma electrónica; u 
 
V. Omita proporcionar los medios de acceso al certificado que permitan al destinatario determinar 
las situaciones o circunstancias a que se refiere el artículo 16 fracción V del presente Reglamento. 
 
Artículo 29. La Secretaría sancionará al Prestador de Servicios de Certificación con suspensión 
temporal de seis meses y hasta un año en el ejercicio de sus funciones cuando: 
 
I. Reincida en cualquiera de las conductas a que se refiere el artículo anterior; 
 
II. No cuente con fianza vigente por el monto y condiciones que, se determinan en este 
Reglamento;  
 
III. Provoque la nulidad de un acto jurídico por su negligencia, imprudencia o dolo en la expedición 
de un certificado; y 
 
IV. Omita notificar a la Secretaría cualquier cambio que pretenda efectuar respecto de los datos a 
que, se refiere el artículo 18 del presente Reglamento. 
 
Artículo 30. La Secretaría sancionará con cancelación de la autorización al Prestador de Servicios 
de Certificación cuando: 
 
I. Reincida en cualquiera de las conductas a que se refiere el artículo anterior; 
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II. No compruebe la identidad de los solicitantes y cualesquiera circunstancias pertinentes para la 
emisión de un certificado; 
 
III. Proporcione documentación o información falsa para obtener la acreditación como Prestador de 
Servicios de Certificación; 
 
IV. Altere, modifique o destruya los certificados que emita sin que medie resolución de la Secretaría 
o de autoridad judicial que lo ordene; 
 
V. Emita, registre o conserve los certificados que expida, fuera del territorio del Estado de Jalisco; 
 
VI. Impida a la Secretaría efectuar las revisiones a que se refiere la Ley y este Reglamento; o 
 
VII. Difunda sin autorización la información que le ha sido confiada o realice cualquier otra 
conducta que vulnere la confidencialidad de la misma. 
 
Artículo 31. Cuando la Secretaría suspenda a un Prestador de Servicios de Certificación en sus 
funciones, deberá publicar un extracto de la resolución en el Periódico Oficial "El Estado de 
Jalisco", a efecto de que cualquier usuario verifique en todo momento si un Prestador de Servicios 
de Certificación puede o no ejercer su función. 
 
Asimismo, la Secretaría deberá revocar su correspondiente autorización, ya sea de manera 
temporal o definitiva. 
 


TRANSITORIO 
 
ÚNICO. El presente Reglamento entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial "El Estado de Jalisco". 
 
Así lo resolvió el Ciudadano Gobernador Constitucional del Estado, ante el Ciudadano Secretario 
General de Gobierno, quien lo refrenda. 
 


EMILIO GONZÁLEZ MÁRQUEZ  
Gobernador Constitucional del Estado  


(rúbrica) 
 


LIC. FERNANDO ANTONIO GUZMÁN PÉREZ PELÁEZ  
Secretario General de Gobierno  


(rúbrica) 
 


REGLAMENTO DE LA LEY DE FIRMA ELECTRÓNICA CERTIFICADA PARA EL  
ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS 


 
EXPEDICIÓN: 19 DE NOVIEMBRE DE 2008. 
 
PUBLICACIÓN: 27 DE NOVIEMRE DE 2008. SECCIÓN II. 
 
VIGENCIA: 28 DE NOVIEMBRE DE 2008. 
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REGLAMENTO 
 


Al margen un sello que dice: Secretaría Ejecutiva. Instituto de Transparencia e Información Pública 
del Estado de Jalisco. 
 
El Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública del Estado de Jalisco, como 
máximo órgano de control, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 9° de la Constitución 
Política del Estado de Jalisco, así como con los artículos 8° punto 1 fracción I, 9 punto 1 fracción 
IX, 15 punto 1 fracción VI y Tercero Transitorio fracción I, de la Ley de Información Pública del 
Estado de Jalisco y sus Municipios, tiene la atribución y obligación de emitir el Reglamento Marco 
de Información Pública para los sujetos obligados, de acuerdo a los siguientes puntos 
 


EXPOSITIVOS 
 
El derecho a la información pública, constituye un derecho fundamental y humano consagrado por 
el artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ocurriendo lo propio en 
el artículo 9° de la Constitución Local, de ahí que compete al Instituto de Transparencia e 
Información Pública del Estado de Jalisco, como un órgano constitucional autónomo, la promoción 
de la cultura de la transparencia y la garantía del derecho a la información. 
 
En nuestro Estado, mediante decreto número 23936/LIX/11, el Congreso del Estado aprobó la Ley 
de Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, con la que se abrogó la Ley de 
Transparencia e Información Pública del Estado de Jalisco y se dio un nuevo marco normativo al 
derecho de acceso a la información pública. 
 
Dentro de la Ley de Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, se prevén 
mecanismos y funciones novedosos que establecen los esquemas por los cuales se podrá efectuar 
y garantizar el derecho de acceso a la información pública, que es la máxima Constitucional. 
 
Imperioso es resaltar que el acceso a la información pública, constituye un derecho humano que se 
regula no sólo por un orden, sino por un sistema jurídico, que comprende la norma máxima de la 
federación, es decir, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conjuntamente con 
los tratados internacionales en materia de derechos humanos que hayan sido ratificados por 
nuestro País, la Constitución Estatal o Local, y demás conjunto de leyes federales y estatales parte 
del sistema y finalmente, pero de gran importancia los reglamentos. 
 
La Ley de Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, otorga a los sujetos 
obligados la facultad de emitir reglamentos en materia de transparencia e información pública, tal y 
como lo determina el artículo 24 punto 1 fracción XXV. 
 
La misma norma, en su artículo 9° punto 1 fracción VIII, establece que el Instituto de Transparencia 
e Información Pública del Estado de Jalisco tiene como atribución promover entre los sujetos 
obligados la expedición de los reglamentos internos de información pública. 
  
Lo anterior, arroja como conclusión que los sujetos obligados, en plena autonomía o determinación 
y ejercicio de sus atribuciones y funciones, pueda regularse internamente en cuanto a la función de 
satisfacer el derecho a la información pública, no obstante, genera la obligación al Instituto, de ser 
guía y marco de referencia para éstos, ello en virtud de que se prevé que sea el Instituto quien 
emita y publique, en el periódico oficial “El Estado de Jalisco” un reglamento marco de información 
pública, cuya aplicación será obligatoria para los que no expidan el propio. 
 
De esta forma, el reglamento marco, además de tener carácter obligatorio, es una herramienta 
para los distintos sujetos obligados, una base obligatoria que respeta los principios de la 
transparencia y del derecho de acceso a la información, así como las leyes, reglamentos, 
lineamientos y criterios en la materia y que promueve que éstos emitan el propio, partiendo de la 
experiencia y enseñanza que ha adquirido el Instituto desde su creación y aplicación de las normas 
de la materia, entre ellas, de la abrogada Ley de Transparencia e Información Pública del Estado 
de Jalisco, a lo largo de su vigencia. 
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El objeto del reglamento marco, se circunscribe a definir la actuación del sujeto obligado 
internamente entendido como entidad en conjunto, así como del Comité de Clasificación de 
Información y la Unidad de Transparencia, en lo que refiere a la sustanciación del derecho de 
acceso a la información, toda vez que la regulación de los procedimientos se encuentra dentro de 
la Ley y el Reglamento de la misma. 
 
En el caso de la concentración del Comité de Clasificación de Información y la Unidad de 
Transparencia, el reglamento los concentra partiendo de la estructura de los sujetos obligados que 
se encuentran relacionados, tomando en cuenta la relación de jerarquía o de vinculación en torno a 
las funciones. 
 
En virtud de lo anterior, tiene a bien emitir el siguiente: 
 


ACUERDO 
 
ÚNICO.- Se expide el Reglamento Marco de Información Pública, para quedar como sigue: 
 


REGLAMENTO MARCO DE INFORMACIÓN PÚBLICA 
 


TÍTULO PRIMERO 
Disposiciones Generales 


 
Capítulo Único 


  
Artículo 1.- El presente Reglamento tiene por objeto regular los procedimientos internos de los 
sujetos obligados, en la clasificación de la información pública, la protección de los datos 
personales y de la información confidencial, para el acceso, consulta, reproducción y publicación 
de la misma, así como la organización y funcionamiento de la Unidad de Transparencia y el Comité 
de Clasificación de Información Pública, cuya aplicación será obligatoria para los que no expidan 
su Reglamento Interno de Información Pública. 
 
Artículo 2.- En el ejercicio del derecho de acceso a la información pública y la protección de datos 
personales, los sujetos obligados tendrán el irrestricto deber de respetar los principios 
constitucionales, convencionales y legales aplicables, en beneficio de los solicitantes de 
información, siempre que no se causen perjuicios al interés social y orden público. 
 
Artículo 3.- Para los efectos del presente Reglamento se emplearán las definiciones contenidas en 
el artículo 4° de la Ley de Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 
 


TÍTULO SEGUNDO 
De los Sujetos Obligados 


 
Capítulo I 


De los Sujetos Obligados 
 
Artículo 4.- Son sujetos obligados independientes entre sí, todos los mencionados por el artículo 
23 de la Ley, sin embargo, en virtud de acuerdo emitido por el superior jerárquico común a ellos, 
podrá concentrarse en sola Unidad y Comité para todos éstos, dicho acuerdo deberá ser remitido 
al Instituto para su registro. 
 
En caso de no generar acuerdo de concentración se estará a lo siguiente: 
 
I. En el Poder Legislativo una sola Unidad y Comité tendrá las obligaciones de los sujetos 
señalados en el artículo 23 punto 1 fracción I, de la Ley, a excepción de la Auditoría Superior del 
Estado que tendrá independencia en lo que respecta al derecho a la información pública; 
 
II. El Poder Ejecutivo, en términos del artículo 4° fracción II del Reglamento de la Ley, las 
Secretarías, asumen las funciones de Unidad y Comité de sus organismos públicos 
desconcentrados, y fideicomisos públicos, mientras que los demás tendrán la propia; 
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III. En el Poder Judicial, los juzgados de primera instancia, menores y de paz a que se refiere el 
artículo 23 fracción III inciso b) de la Ley, el Consejo de la Judicatura asumirá la concentración de 
la Unidad y Comité de Clasificación, el resto de los sujetos obligados inmersos en el Poder Judicial 
contarán con Unidad y Comité propios; 
 
IV. Los órganos constitucionales autónomos concentrarán en una sola Unidad y Comité las 
obligaciones en materia de información pública y protección de datos personales, respectivamente; 
 
V. Los municipios, establecerán las obligaciones de los sujetos obligados a los que hace mención 
el artículo 23 fracción VII, de la Ley, a excepción de los organismos públicos descentralizados 
municipales, por una sola Unidad de Transparencia y Comité de Transparencia; y 
 
VI. Las personas referidas en el artículo 23 fracción XI de la Ley, estarán sujetas a la normatividad 
aplicable y/o que regula la recepción del subsidio o vinculación con los recursos públicos, 
ligándose con la autoridad o dependencia gubernamental en el trámite de las solicitudes de 
información única y exclusivamente sobre los recursos públicos que reciban, manejen o apliquen. 
 
Artículo 5.- Los sujetos obligados deberán cumplir cabalmente con las obligaciones inmersas en el 
artículo 24 de la Ley, para lo cual, podrán establecer mecanismos de colaboración con las 
entidades y dependencias de la administración pública, estatal y municipal para cumplir con las 
obligaciones establecidas en la Ley. 
 
Artículo 6.- Para efecto de promover la cultura de la transparencia y el derecho a la información, 
los sujetos obligados deberán coordinarse con el Instituto, para coadyuvar en su difusión, 
propiciando convenios de colaboración de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria. 
 
Artículo 7.- El titular del sujeto obligado, tendrá en todo momento el deber legal de cumplir y vigilar 
el cumplimiento a la Ley al interior del mismo, así como con las resoluciones que emita el Consejo 
del Instituto. 
 


Capítulo II 
Del Comité para la Clasificación de la Información 


 
Sección I 


Del Comité 
 
Artículo 8.- El sujeto obligado contará con un Comité para la clasificación de la información 
pública. De la misma manera tendrá la facultad de elaborar los criterios generales de clasificación 
de información pública; de publicación y actualización de información fundamental; y protección de 
información confidencial y reservada; así como integrar, sustanciar y resolver los procedimientos 
de protección de información. 
 
Artículo 9.- El Comité estará integrado de conformidad a lo que establece el  artículo 27 de la Ley 
y 12 del Reglamento. 
 
El presidente del Comité podrá ser suplido en los términos que regula el artículo 13 del 
Reglamento, o en su caso éste y lo demás integrantes del Comité podrán designar a un suplente 
que los represente en sus ausencias a las sesiones del Comité mediante oficio dirigido al 
Presidente del Comité o bien signado por éste. El suplente debe ser servidor público integrante del 
sujeto obligado, debiendo contar mínimo con una plaza de mando medio. De igual forma, los 
integrantes del Comité podrán invitar a los encargados de enlace u otro miembro a la sesión, 
quienes sólo tendrán voz. 
 
Artículo 10.- El Comité además de las atribuciones que señale la Ley y el Reglamento, tendrá las 
siguientes: 
 
I. Coordinar y supervisar las acciones tendientes a proporcionar y proteger la información prevista 
en la Ley; 
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II. Instituir los procedimientos para asegurar la mayor eficiencia en la gestión de las solicitudes de 
protección de información confidencial; 
 
III. Confirmar, modificar o revocar la clasificación de la información pública que posea; 
 
IV. Establecer y supervisar la aplicación de los criterios generales en materia de información 
pública; 
 
V. Implementar normas operativas de los sistemas y registros de información; 
 
VI. Instrumentar los criterios mediante los cuales de creerlo necesario, podrá ampliar el plazo de 
reserva de un expediente o documento; y 
 
VII. Las demás que por disposición legal le sean conferidas. 
 
Artículo 11.- Al Presidente del Comité le corresponden las siguientes funciones: 
 
I. Instalar y clausurar las sesiones en la fecha, hora y lugar que se indique; 
 
II. Dirigir los debates en las sesiones del Comité; 
 
III. Emitir el voto de calidad en caso de empate; y 
 
IV. En general, ejercer las actividades necesarias para el mejor desarrollo de las sesiones. 
 
Artículo 12.- Al Secretario le corresponden las siguientes funciones: 
 
I. Convocar para las sesiones; 
 
II. Pasar lista de asistencia y determinar si existe el quórum legal, necesario para que se lleven a 
cabo las sesiones; 
 
III. Tomar nota de las opiniones y análisis que se emitan en el desarrollo de las sesiones y 
presentarlas al Presidente al término de las mismas; 
 
IV. Solicitar votación conforme a la lista de asistencia y declarar su resultado; 
 
V. Apoyar al Presidente del Comité en el desarrollo de las sesiones; 
 
VI. Llevar el archivo de las convocatorias y actas; así como un registro de los documentos y 
opiniones que se sometan al análisis del Comité; y  
 
VII. Efectuar todos los acuerdos de trámite en el procedimiento de protección de información 
confidencial. 
 
Artículo 13.- El Comité deberá sesionar de manera ordinaria cuando menos una vez cada cuatro 
meses y de manera extraordinaria cada que sea necesario para el cumplimiento de sus funciones, 
de conformidad con la Ley. 
 
Artículo 14.- La convocatoria del Comité se hará a través del Secretario cuando menos con 
veinticuatro horas de anticipación para las sesiones. 
 
La convocatoria deberá contener el orden del día. 
 
Artículo 15.- Para que tengan validez las sesiones del Comité se requerirá la asistencia de más de 
la mitad de sus integrantes para sesionar y sus decisiones se toman por mayoría simple de votos, 
con voto de calidad de su presidente o su suplente en caso de empate. 
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Artículo 16.- El Secretario, al concluir cada sesión levantará un acta con el extracto de los puntos 
más relevantes que se hubieren tratado en la misma y de los acuerdos tomados, el acta deberá ser 
firmada por todos los que participaron en la sesión. 
 
En caso de no contar con la presencia del Secretario o su suplente, las funciones antes descritas 
serán delegadas a otro integrante del Comité. 
 


Sección II 
De los Criterios Generales 


 
Artículo 17.- La obligación de elaborar los criterios generales recaerá en el Comité, por ser la 
autoridad con función de decisión en torno al derecho de acceso a la información, dentro de los 
sujetos obligados. 
 
En la elaboración de los criterios, podrán participar emitiendo opinión técnica—jurídica, las 
dependencias a quienes corresponda el manejo y conservación directa de la información. 
 
Los criterios generales constituyen disposiciones administrativas de observancia, obligatoria para 
los sujetos obligados que los emiten. En ningún caso, los criterios de clasificación suplirán la 
clasificación de información en lo particular. 
 
Artículo 18.- Para la emisión de los criterios, los Comités observarán el siguiente procedimiento: 
 
I. El Comité, a propuesta de cualquiera de sus miembros, o en virtud de un anteproyecto de criterio 
emitido por las dependencias internas del sujeto obligado, emitirá acuerdo por el que dictamina el 
inicio del análisis del criterio, mismo que deberá acatar lo establecido en el artículo 16 del 
Reglamento de la Ley de Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; 
 
II. Iniciado el estudio del criterio, podrá requerirse la opinión técnica—jurídica, de las dependencias 
a quienes corresponda el manejo y conservación directa de la información; la que deberá ser 
presentada en el término de cinco días hábiles posteriores a la notificación de inicio de estudio, 
para el caso de que éste haya sido originado por propuesta de la dependencia, será omitida esta 
fase; 
 
III. El Comité, una vez recibido el anteproyecto u opinión técnica—jurídica, e iniciado el análisis, 
deberá emitir resolución del criterio, en un plazo no mayor a quince días hábiles; 
 
IV. Emitido el criterio, será remitido a más tardar tres días hábiles al Instituto para su autorización o 
aprobación; y 
 
V. Recibida la autorización del Instituto, se generará su registro y publicación en un plazo no mayor 
a quince días hábiles. 
 
Para el caso de la actualización de criterios, en términos del artículo 50 de la Ley, deberá seguirse 
el procedimiento señalado en el artículo 22 del presente reglamento. 
 


Sección III 
Procedimiento de Clasificación de Información 


 
Artículo 19.- La clasificación particular de la información pública, consiste en el acto formal por el 
cual el Comité declara la característica de la información concreta y especifica. 
 
Esta clasificación puede ser efectuada de forma oficiosa por el Comité, o a propuesta de las 
dependencias, direcciones, jefaturas o cualquier área que maneje información que consideren 
susceptible de ser clasificada. 
 
De igual forma, se puede obtener una clasificación particular mediante la solicitud de protección de 
información confidencial, por parte de los titulares de información, o bien, a través de las solicitudes 
de información. 
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Se podrá realizar mediante dos procedimientos: 
 
I. Procedimiento de clasificación inicial de la información; y 
 
II. Procedimiento de modificación de clasificación de la información. 
 
Artículo 20.- Toda clasificación de información deberá ser fundada y motivada, sujetándose a la 
Ley, el Reglamento, los Lineamientos en la materia emitidos por el Instituto y los Criterios 
Generales aplicables aprobados por los sujetos obligados. 
 
Artículo 21.- Los sujetos obligados, a través del Comité deberán efectuar revisiones de la 
clasificación de la información pública, cuando menos tres veces al año, es decir una cada cuatro 
meses. 
 
Artículo 22.- Para efectos de la revisión o modificación de la clasificación de información y la 
actualización de los criterios generales, los Comités deberán atender el siguiente procedimiento: 
 
El Comité en sesión legalmente constituida deberá enlistar discrecionalmente las actas de 
clasificación objeto de revisión y en su caso modificación, además de los criterios que sean 
determinantes y relacionados. 
 
Con tal orden, se dará vista a las Secretarías, Direcciones o Jefaturas que manejen comúnmente la 
información que comprenda la clasificación o el criterio general, para efecto de que en el término 
de cinco días hábiles, manifiesten las circunstancias actuales de ésta y se genere opinión técnica 
—jurídica, sobre la pertinencia de mantener la clasificación, o bien, se aluda a su extinción. 
 
Una vez recibido el informe citado, el Comité en un lapso máximo de cinco días hábiles deberá 
emitir acuerdo debidamente fundado y motivado, donde se califique la revisión y dictamine si se 
mantiene o extingue la clasificación. Dicho acuerdo, deberá generarse como información 
fundamental, y para el caso de que el acuerdo incluya datos que deben ser comprendidos como 
información protegida, bastará la publicación de un informe detallado. 
 
Tratándose de la actualización de los criterios generales, deberá además remitir al Instituto, para 
su aprobación. 
 


Capítulo III 
De la Unidad de Transparencia 


 
Artículo 23.- El sujeto obligado conforme a lo dispuesto por el artículo 31 de la Ley, cuenta con la 
Unidad de Transparencia para la recepción y trámite de solicitudes de información que les sean 
presentadas en los términos de la Ley. 
 
La Unidad tendrá las atribuciones que establecen la Ley y su Reglamento, así como la gestión 
interna y publicación de información fundamental. De igual forma, será responsable de los 
sistemas de información. 
 
Artículo 24.- La Unidad deberá tener a disposición de todo el público la información de carácter 
fundamental en base a sus índices temáticos, mismos que deberán ser actualizados 
periódicamente sobre la información bajo su resguardo, los cuales dará a conocer por los medios a 
su alcance. 
 
Artículo 25.- La Unidad dispondrá de los recursos humanos, materiales y técnicos que sean 
necesarios para el desempeño de sus actividades. 
 


Capítulo IV 
De las Dependencias, Direcciones y demás áreas 


de los Sujetos Obligados 
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Artículo 26.- Las dependencias, direcciones y demás áreas de los sujetos obligados serán 
responsables de la remisión de la información fundamental a la Unidad para su puntual 
publicación. 
 
De igual forma son responsables del contenido de las respuestas y envío de información que se 
genere en su área con motivo de los procedimientos de solicitud de protección de información 
confidencial y solicitud de información. 
 
Artículo 27.- Dentro de las dependencias, direcciones y demás áreas de los sujetos obligados, 
preferentemente se deberá contar con una Unidad de Enlace que se vincule con el derecho a la 
información pública y con la Unidad de Transparencia, en su caso, el Jefe de área, dependencia o 
dirección podrá designar previo acuerdo, a quien ejerza tal función. 
 


TÍTULO TERCERO 
De la Información 


 
Capítulo Único 


 
Artículo 28.- Por regla general toda la Información Pública que genere o posea el sujeto obligado 
es de libre acceso, y sólo por excepción protegida. 
 
Artículo 29.- El sujeto obligado, en el tratamiento de la información pública, estará a lo que señale 
la Ley, el Reglamento, los Lineamientos Generales emitidos por el Instituto, así como sus Criterios 
Generales. 
 
Artículo 30.- La información pública fundamental que genere deberá preferentemente publicarse 
en Internet. 
 
El sujeto obligado de la Unidad de Transparencia podrá solicitar al Instituto en cualquier momento 
la validación de sus sistemas, atendiendo a lo estipulado por el artículo 30 del Reglamento. 
 
En el caso que no sea posible el uso de dicha herramienta informática, el sujeto obligado efectuará 
petición donde funde y motive la imposibilidad de publicación y deberá remitir la información al 
Instituto para la publicación en la página de Internet de este último. 
 
Además, el sujeto obligado deberá publicarla en otros medios de fácil acceso y comprensión para 
la población de acuerdo a lo estipulado en el artículo 24 fracción VI, de la Ley, ciñéndose a las 
disposiciones contenidas en los Lineamientos correspondientes. 
 


TÍTULO CUARTO 
Procedimientos de Información 


 
Capítulo I 


De la solicitud de Protección de Información 
 
Artículo 31.- La solicitud de protección de información es un procedimiento mediante el cual, 
cualquier persona en cualquier momento, puede solicitar la clasificación, rectificación, modificación, 
corrección, sustitución, supresión, ampliación y oposición de sus datos personales. 
 
Artículo 32.- Se entenderá por datos personales los referidos en el numeral 1 del artículo 44 de la 
Ley. 
 
Artículo 33.- El sujeto obligado deberá estarse a lo ordenado en la Ley, el Reglamento y los 
Lineamientos, por lo que ve a la información clasificada como confidencial. 
 


Capítulo II 
Del Procedimiento de Acceso a la Información 


 
Sección I 
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Presentación de la Solicitud 
 


Artículo 34.- Las solicitudes se recibirán en días y horas hábiles según lo establecido por la 
normatividad del sujeto obligado. 
 
Artículo 35.- En caso de que la solicitud de información sea ingresada en días u horas inhábiles 
para el sujeto obligado, se entenderá recibida al día hábil siguiente. 
 
Artículo 36.- La solicitud de información podrá presentarse en escrito libre o en los formatos que 
para tal efecto determine el Instituto, los cuales estarán disponibles en la Unidad del sujeto 
obligado; asimismo podrá presentarse a través del sistema electrónico de solicitudes de 
información, o correo certificado con acuse de recibo. 
  
Artículo 37.- En caso de que el solicitante tenga capacidades especiales o dificultades para leer y 
escribir o se encuentre imposibilitado por cualquier motivo, el personal de la Unidad, auxiliará al 
solicitante en el llenado del formato de solicitud, debiendo leerlo en voz alta y en caso de estar de 
acuerdo, el mismo procederá a su presentación. 
 


Sección II 
Integración del Expediente y Resolución sobre la 


Procedencia de la Solicitud de Información 
 
Artículo 38.- Con la solicitud de información original deberá abrirse un expediente, al cual deberá 
asignársele un número para efectos administrativos. 
 
Artículo 39.- Una vez admitida la solicitud e integrado el expediente, el sujeto ligado deberá 
notificar en un término de dos días hábiles siguientes de emitido el acuerdo de admisión. 
 
La Unidad realizará las gestiones necesarias a fin de allegarse la información que le fue solicitada. 
 
El titular de la Unidad, podrá requerir por escrito a los Titulares y/o Enlaces de las áreas que 
formen parte del sujeto obligado la información solicitada, las cuales deberán responder el 
requerimiento dentro del plazo improrrogable de dos días hábiles contados a partir de que haya 
sido notificado. 
 
Artículo 40.- Las gestiones internas en las áreas poseedoras o generadoras de la información del 
sujeto obligado, serán llevadas a cabo por el Enlace. 
 
Los Enlaces deberán designarse por el titular del área generadora o poseedora de la información 
pública, de acuerdo a sus necesidades administrativas y operativas, sin que sea impedimento que 
el mismo titular pueda llevar a cabo la tarea del Enlace. 
 
Los informes que remita el titular del área generadora o poseedora de la información solicitada a la 
Unidad, deberán contener las rubricas del Enlace y de los servidores públicos responsables de 
generar o poseer la información pública solicitada. 
 


Sección III 
Acceso a la Información Pública Solicitada, en su caso 


 
Artículo 41.- Si la información solicitada es de libre acceso y se encuentra disponible en medios 
impresos o electrónicos en posesión de alguna oficina o dependencia del sujeto obligado, la 
Unidad por medio de su personal y el Enlace de la instancia u oficina facilitará al solicitante su 
consulta física la cual seguirá el procedimiento establecido por la Ley y su Reglamento. 
 
Dependiendo de la forma como se encuentre generada la información, o puesta a disposición del 
solicitante, los sujetos obligados tendrán la potestad para determinar si permiten a los solicitantes 
utilizar los dispositivos electrónicos de almacenamiento de información o de escritura propios. 
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Artículo 42.- Para la entrega de la información, el sujeto obligado deberá asegurarse de la entrega 
dejando constancia suficiente de recepción dentro del expediente. 
 


Capítulo III 
De las Notificaciones 


 
Artículo 43.- Para efectos de las notificaciones en los procedimientos, el sujeto obligado se 
apegará a la Ley, al reglamento y en su defecto a la Ley del Procedimiento Administrativo del 
Estado de Jalisco. 
 
Artículo 44.- Las notificaciones por correo electrónico se harán mediante las siguientes reglas: 
 
Una vez que se haya emitido la respuesta por parte del sujeto obligado, se deberá escanear, a 
efecto de que se adjunte al correo electrónico que se enviará al solicitante de información. El 
documento escaneado deberá contar con las características mínimas de un documento público 
como es fecha, firma, nombre de quien lo signa, a quien va dirigido, así como la motivación y 
fundamentación de lo esgrimido en el mismo. 
 
El sujeto obligado deberá contar preferentemente con un programa administrador de correos 
electrónicos que le permita reproducir un acuse de recibo que verifique el envío del correo 
electrónico; en caso de no contar con ello podrá utilizar una plataforma de correo electrónico en 
línea que permita la reproducción de algún comprobante como acuse de recibo, como podría ser la 
impresión de la bandeja de elementos enviados. 
 
La notificación deberá ser enviada al correo electrónico señalado por el solicitante en su solicitud 
con el documento adjunto que emite la respuesta del sujeto obligado. 
 
De igual forma las notificaciones mediante el sistema electrónico de acceso a la información, 
deberá escanear y adjuntar un documento que deberá contar con los requisitos mínimos de validez 
del acto administrativo. 
 


TÍTULO QUINTO 
De los Medios de Impugnación 


 
Capítulo Único 


 
Artículo 45.- Los recursos de revisión, revisión oficiosa y transparencia son medios de 
impugnación en relación al derecho de acceso a la información y se sustanciarán de conformidad 
con la Ley y su Reglamento. 
 
Artículo 46.- Los sujetos obligados no podrán negar la entrega de información al Instituto, cuando 
ésta sea requerida para efectos de estudiar su debida clasificación. 
 
Artículo 47.- El titular del sujeto obligado será responsable de cumplir con las resoluciones del 
Instituto. 
 


TÍTULO SEXTO 
De las Sanciones 


 
Capítulo Único 


 
Artículo 48.- Corresponde al Instituto imponer sanciones por las infracciones cometidas a la Ley, 
mientras que los sujetos obligados velaran por la debida aplicación de éstas. 
 


TÍTULO SÉPTIMO 
Separación y Reformas al Reglamento Marco 


 
Capítulo Único 
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Artículo 49.- La emisión de Reglamentos Internos de información Pública que hagan los sujetos 
obligados, será causa suficiente para que les deje de aplicar el presente Reglamento Marco. 
 
Artículo 50.- Tendrán facultad para presentar iniciativas de reformas, adiciones o derogaciones al 
presente Reglamento, los Consejeros Titulares del Instituto. 
 


ARTÍCULOS TRANSITORIOS 
 
PRIMERO.- El presente reglamento entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”. 
 
SEGUNDO.- Como consecuencia de la expedición del presente Reglamento, quedan sin efecto los 
emitidos por el Consejo de este Instituto en años anteriores y que tengan relación con los temas 
expuestos en los presentes. 
 
Guadalajara, Jalisco, a 23 veintitrés de mayo de 2012 dos mil doce. Se aprobó el presente 
REGLAMENTO MARCO DE INFORMACIÓN PÚBLICA. Publíquese en el sitio de Internet del 
Instituto de Transparencia e Información Pública del Estado Jalisco y en los medios que 
eventualmente se estime pertinente para su debida difusión. 
 
Así lo acordó el Consejo de Instituto de Transparencia e Información Pública del Estado de Jalisco, 
en la vigésima cuarta sesión ordinaria, ante el Secretario Ejecutivo quien certifica y da fe. 
 


Maestro. Jorge Gutiérrez Reynaga 
Consejero Presidente 


 
Doctor. José Guillermo García Murillo 


Consejero Titular 
 


Doctor. Guillermo Muñoz Franco 
Consejero Titular 


 
Licenciado. Álvaro Ruvalcaba Ascencio 


Secretario Ejecutivo 
 


REGLAMENTO MARCO DE INFORMACIÓN PÚBLICA 
 


EXPEDICIÓN: 23 DE MAYO DE 2012. 
 
PUBLICACIÓN: 2 DE JUNIO DE 2012.  
 
VIGENCIA: 3 DE JUNIO DE 2012. 
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REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL 


 
TEXTO VIGENTE 


Nuevo Reglamento publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2003 


 
 
 


Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la República. 


VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la facultad que me 


confiere la fracción I del artículo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con fundamento en 


los artículos 13, 27, y 37 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 7, 9 y sexto transitorio de la Ley 


Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, he tenido a bien expedir el siguiente 


REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 


GUBERNAMENTAL 


Capítulo I 


Disposiciones generales 


Artículo 1. Este ordenamiento tiene por objeto reglamentar las disposiciones de la Ley Federal de Transparencia 


y Acceso a la Información Pública Gubernamental en lo relativo al Poder Ejecutivo Federal, sus dependencias y 


entidades y, en general, cualquier otro órgano que forme parte de la Administración Pública Federal. 


Artículo 2. Además de las definiciones contenidas en el artículo 3 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 


la Información Pública Gubernamental, para los efectos del presente Reglamento se entenderá por: 


I. Clasificación: el acto por el cual se determina que la información que posee una dependencia o entidad es 


reservada o confidencial; 


II. Expediente: Un conjunto de documentos; 


III. Lineamientos: los actos administrativos de carácter general expedidos por el Pleno del Instituto y de 


observancia obligatoria; 


IV. Publicación: la reproducción en medios electrónicos o impresos de información contenida en documentos 


para su conocimiento público; 


V. Recomendaciones: las opiniones, propuestas, sugerencias, comentarios, y otros actos que emite el 


Instituto; 


VI. Recursos públicos: los recursos humanos, financieros y materiales con que cuenta una dependencia, 


entidad o cualquier otro órgano federal, y que utiliza para alcanzar sus objetivos y producir los bienes o 


prestar los servicios que son de su competencia, y 


VII. Servidores públicos habilitados: los servidores públicos que pueden recibir y dar trámite a las solicitudes 


de acceso a la información, a los datos personales y a la corrección de éstos, en unidades administrativas 


distintas a la Unidad de Enlace de una dependencia o entidad. 


Artículo 3. Los particulares podrán solicitar a las dependencias y entidades impresiones de la información que 


aquéllas pongan a disposición del público en medios electrónicos. Para esos efectos las dependencias y entidades 


observarán lo que dispone el artículo 9 de este Reglamento. 


Artículo 4. Las nuevas dependencias y entidades contarán con un plazo de seis meses contados a partir de la 


fecha de su creación, conforme al instrumento jurídico que corresponda, para cumplir con las obligaciones 


establecidas en la Ley, este Reglamento y los lineamientos expedidos por el Instituto. En el caso de fusiones, la 


fusionante deberá cumplir con las obligaciones que correspondan a aquellas que resulten fusionadas. 


Artículo 5. Las dependencias y entidades podrán establecer mecanismos de colaboración entre sí o con el 


Instituto para cumplir con las obligaciones establecidas en la Ley, este Reglamento y los lineamientos expedidos por 
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este último, particularmente en lo que se refiere a las obligaciones de transparencia, a los procedimientos de acceso 


a la información, a los datos personales y a la corrección de éstos, así como al establecimiento y operación de las 


Unidades de Enlace y los Comités. 


Artículo 6. El Instituto expedirá lineamientos y emitirá recomendaciones para asegurar y propiciar el 


cumplimiento de la Ley y el presente Reglamento. 


Artículo 7. La Ley Federal de Procedimiento Administrativo se aplicará supletoriamente en lo que no se oponga a 


la Ley. 


Capítulo II 


Obligaciones de transparencia 


Artículo 8. Las dependencias y entidades deberán poner a disposición del público la información a que se refiere 


el artículo 7 de la Ley de conformidad con lo siguiente: 


I. La Unidad de Enlace de cada dependencia y entidad será la responsable de poner a disposición del público 


dicha información; 


II. La información deberá estar contenida en un sitio de internet de acceso público y general, visible desde el 


portal principal del sitio de internet de la dependencia o entidad, indicando la fecha de su actualización, así 


como un vínculo al sitio de internet del Instituto; 


III. La información deberá presentarse de manera clara y completa, de forma tal que se asegure su calidad, 


veracidad, oportunidad y confiabilidad, y 


IV. El mismo sitio de internet deberá contener las direcciones electrónicas, los domicilios para recibir 


correspondencia y los números telefónicos de la Unidad de Enlace, de los servidores públicos habilitados y 


del responsable del sitio mencionado. 


La información a la que se refiere el artículo 7 de la Ley podrá ser clasificada en los términos de los artículos 26 y 


27 de este Reglamento. 


Artículo 9. Las dependencias y entidades deberán adecuar un espacio físico y contar con personal para atender 


y orientar al público en materia de acceso a la información. En este mismo espacio deberán existir equipos 


informáticos con acceso a internet para que los particulares puedan consultar la información que se encuentre 


publicada en el sitio correspondiente de la dependencia o entidad, así como para presentar por medios electrónicos 


las solicitudes a que se refiere la Ley y este Reglamento. De igual forma deberá existir el equipo necesario para que 


los particulares puedan obtener impresiones de la información que se encuentre en el referido sitio de internet. 


Artículo 10. Las dependencias y entidades deberán actualizar la información señalada en el artículo 7 de la Ley 


al menos cada tres meses, salvo que este Reglamento y otras disposiciones legales establezcan otro plazo. 


Esta información deberá permanecer en el sitio de internet, al menos, durante el periodo de su vigencia. 


Los titulares de las unidades administrativas serán los responsables de proporcionar a las Unidades de Enlace de 


las dependencias y entidades las modificaciones que correspondan. 


Artículo 11. Los particulares podrán informar al Instituto sobre la negativa o prestación deficiente del servicio, así 


como la falta de actualización de un sitio de internet, a que se refieren los tres artículos anteriores. El Instituto podrá 


emitir recomendaciones para asegurar y mejorar dichos servicios, y propiciará que se informe al interesado lo 


conducente. 


Artículo 12. La información a que se refieren las fracciones I, II, V, VIII y XIV del artículo 7 de la Ley, deberá ser 


actualizada en un plazo no mayor a diez días hábiles a partir de que sufrió modificaciones. 


Artículo 13. El directorio de servidores públicos que se menciona en la fracción III del artículo 7 de la Ley, incluirá 


el nombre, cargo, nivel del puesto en la estructura orgánica, número telefónico, domicilio para recibir correspondencia 


y, en caso de contar con ellos, el número de fax y la dirección electrónica. 
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Artículo 14. En lo relativo a la información sobre las remuneraciones de los servidores públicos a que alude la 


fracción IV del artículo 7 de la Ley, las dependencias y entidades deberán publicar el tabulador y las compensaciones 


brutas y netas, así como las prestaciones correspondientes del personal de base, de confianza y del contratado por 


honorarios. Igualmente, las dependencias y entidades deberán publicar el número total de las plazas y del personal 


por honorarios, especificando las vacantes por cada unidad administrativa. 


Artículo 15. Las dependencias y entidades sujetas al título tercero A de la Ley Federal de Procedimiento 


Administrativo, deberán publicar sus trámites y formatos mediante un vínculo de su sitio de internet al del Registro 


Federal de Trámites y Servicios. Las que no se encuentren sujetas a dicho título deberán publicarlos en sus sitios de 


internet, para lo cual deberán incluir, cuando resulte procedente, elementos equivalentes a los señalados en el 


artículo 69-M de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 


Los trámites y formatos fiscales deberán publicarse en el registro que para esta materia establezca la Secretaría 


de Hacienda y Crédito Público. 


Los Institutos Mexicano del Seguro Social y del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, deberán 


publicar sus trámites y formatos fiscales en el Registro Federal de Trámites y Servicios o en sus sitios de internet. 


Artículo 16. La información relativa al presupuesto de las dependencias y entidades y los informes sobre su 


ejecución, a que se refiere la fracción IX del artículo 7 de la Ley, será publicada por la Secretaría de Hacienda y 


Crédito Público en su sitio de internet, para lo cual ésta podrá emitir disposiciones generales. 


La periodicidad con que se actualice la información que se publique no podrá ser menor a aquélla con la cual el 


Ejecutivo Federal deba informar al Congreso de la Unión en los términos del propio Presupuesto de Egresos de la 


Federación. 


Las dependencias y entidades deberán incluir en sus sitios de internet un vínculo al sitio de la Secretaría de 


Hacienda y Crédito Público en el cual se encuentre la información citada. 


Artículo 17. Para el cumplimiento de lo dispuesto en la fracción X del artículo 7 de la Ley, la Secretaría de la 


Función Pública y los órganos internos de control en las dependencias y entidades, en el ámbito de sus respectivas 


competencias, deberán publicar la información siguiente: 


I. El número y tipo de auditorías a realizar en el ejercicio presupuestario  respectivo; 


II. Número total de observaciones determinadas en los resultados de auditoría por cada rubro sujeto a revisión, 


y 


III. Respecto del seguimiento de los resultados de auditorías, el total de las aclaraciones efectuadas por la 


dependencia o entidad. 


La información descrita deberá publicarse dentro de los treinta días posteriores a la conclusión de cada trimestre. 


La publicación de información relativa a las auditorías externas efectuadas a los órganos desconcentrados y a las 


entidades, será realizada por éstos en sus sitios de internet, conforme a lo dispuesto por este artículo. 


Artículo 18. Los órganos internos de control deberán incluir la información a que se refiere el artículo anterior en 


el sitio de internet de las dependencias o entidades. La Secretaría de la Función Pública mantendrá en su propio sitio 


de internet vínculos a dichos sitios. 


Los resultados de las auditorías, para efectos de su publicidad, no deberán contener información que pueda 


causar un serio perjuicio a las actividades de verificación del cumplimiento de las leyes, que se relacionen con 


presuntas responsabilidades o de otra índole y en general aquella que tenga el carácter de reservada o confidencial 


en los términos de la Ley y este Reglamento. 


Las observaciones de auditorías que puedan dar lugar a procedimientos administrativos o jurisdiccionales, serán 


hechas públicas una vez que los procedimientos sean resueltos de manera definitiva y las resoluciones 


correspondientes hayan causado estado y no sean recurribles en forma alguna. 
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Artículo 19. Las dependencias y entidades deberán publicar en sus sitios de internet a más tardar dentro de los 


primeros diez días hábiles del mes de julio de cada año, la información relativa a programas de estímulos, apoyos y 


subsidios. Dicha información deberá actualizarse cada tres meses y contener, por lo menos, los siguientes 


elementos: 


I. El nombre o denominación del programa; 


II. La unidad administrativa que lo otorgue o administre; 


III. La población objetivo o beneficiaria, así como el padrón respectivo con el nombre de las personas físicas o 


la razón o denominación social de las personas morales beneficiarias; 


IV. Los criterios de la unidad administrativa para otorgarlos; 


V. El periodo para el cual se otorgaron; 


VI. Los montos, y 


VII. Los resultados periódicos o informes sobre el desarrollo de los programas. 


Artículo 20. Las dependencias y entidades deberán publicar en sus sitios de internet, la información relativa a 


concesiones, autorizaciones y permisos que otorguen. Dicha información deberá contener como mínimo: 


I. La unidad administrativa que los otorgue; 


II. El nombre de la persona física o la razón o denominación social de la persona moral concesionaria, 


autorizada o permisionaria; 


III. El objeto y vigencia de la concesión, autorización o permiso, y 


IV. El procedimiento que se siguió para su otorgamiento en caso de concesiones. 


Artículo 21. Las dependencias y entidades deberán publicar en sus sitios de internet, la información relativa a los 


contratos que hayan celebrado en materia de adquisiciones, arrendamientos, servicios, obras públicas y los servicios 


relacionados con éstas, detallando en cada caso: 


I. La unidad administrativa que celebró el contrato; 


II. El procedimiento de contratación; 


III. El nombre de la persona física o la denominación o razón social de la persona  moral a la cual se asigne el 


contrato; 


IV. La fecha, objeto, monto y plazos de cumplimiento del contrato, y 


V. Los convenios de modificación a los contratos, en su caso, precisando los elementos a que se refieren las 


fracciones anteriores. 


Artículo 22. Las dependencias y entidades, cuando transfieran recursos públicos a los estados o municipios, 


deberán hacer pública la información relativa a los montos que entreguen, así como los informes a que hace 


referencia el artículo 12 de la Ley. 


Artículo 23. La información a que se refiere la fracción XIV del artículo 7 de la Ley incluirá el marco normativo 


aplicable a la gestión de las dependencias o entidades, incluyendo las disposiciones que regulan el ejercicio y control 


del gasto. 


Capítulo III 


Publicación de proyectos de leyes y disposiciones administrativas de carácter general 


Artículo 24. Las dependencias y entidades deberán hacer públicos a través de sus sitios de internet y por lo 


menos con veinte días hábiles de anticipación a la fecha en que se pretendan publicar o someter a firma del 


Ejecutivo Federal, los anteproyectos de leyes o actos administrativos de carácter general tales como reglamentos, 
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decretos, acuerdos, normas oficiales mexicanas, circulares, formatos, lineamientos, criterios, metodologías, 


instructivos, directivas, reglas, manuales, disposiciones que tengan por objeto establecer obligaciones específicas 


cuando no existan condiciones de competencia, y cualesquiera otra de naturaleza análoga a los actos anteriores y 


sin exclusión de materia alguna. 


Artículo 25. Los anteproyectos a que se refiere el artículo anterior y que estén sujetos al título tercero A de la Ley 


Federal de Procedimiento Administrativo, podrán hacerse públicos a través del sitio de internet de la Comisión 


Federal de Mejora Regulatoria. En este caso la Comisión citada expedirá constancia del cumplimiento de esta 


obligación. Las dependencias y entidades podrán solicitar el tratamiento a que se refiere el artículo 10 de la Ley a la 


Comisión Federal de Mejora Regulatoria, en los términos de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 


Los anteproyectos de leyes o actos que no estén sujetos al título tercero A de la Ley Federal de Procedimiento 


Administrativo, deberán publicarse en los sitios de internet de las dependencias o entidades; en el caso de que éstas 


no lo hagan y se trate de anteproyectos de leyes o actos que se pretendan someter a firma del Ejecutivo Federal, la 


Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal podrá publicarlos en los términos del artículo anterior. 


Las dependencias y entidades podrán solicitar el tratamiento del artículo 10 de la Ley a la Consejería Jurídica del 


Ejecutivo Federal. Tratándose de anteproyectos de leyes, esta última tomará en consideración los plazos 


constitucionales y legales, así como los periodos de sesiones del Congreso de la Unión. 


En las solicitudes del tratamiento a que se refiere este artículo, las dependencias y entidades deberán motivar las 


razones que justifiquen la emergencia, o aquellas que demuestren que la publicación previa puede comprometer los 


efectos que se pretenden lograr con la disposición de que se trate. 


Los actos administrativos de carácter general que se deriven de los procedimientos administrativos en materia de 


prácticas desleales de comercio internacional establecidos en la Ley de Comercio Exterior están exentos de la 


prepublicación por considerarse que ésta comprometería los efectos que se pretenden lograr. 


Capítulo IV 


Clasificación de información 


Artículo 26. Los titulares de las unidades administrativas de las dependencias y entidades llevarán a cabo la 


clasificación de la información en el momento en que: 


I. Se genere, obtenga, adquiera o transforme la información, o 


II. Se reciba una solicitud de acceso a la información, en el caso de documentos que no se hubieran 


clasificado previamente. 


La clasificación podrá referirse a un expediente o a un documento. 


Artículo 27. Al clasificar expedientes y documentos como reservados o confidenciales, los titulares de las 


unidades administrativas deberán tomar en consideración el daño que causaría su difusión a los intereses tutelados 


en los artículos 13, 14 y 18 de la Ley. 


Artículo 28. El Instituto establecerá los lineamientos que contengan los criterios para la clasificación, 


desclasificación y custodia de la información reservada y confidencial. Los Comités podrán establecer criterios 


específicos cuando la naturaleza o especialidad de la información o de la unidad administrativa lo requieran, siempre 


que se justifique y no se contravengan los lineamientos expedidos por el Instituto. Dichos criterios y su justificación 


deberán publicarse en el sitio de internet de las dependencias y entidades, dentro de los diez días hábiles siguientes 


a que se emitan o modifiquen. 


Artículo 29. Sin perjuicio de lo establecido en el último párrafo del artículo 17 de la Ley, el Instituto podrá solicitar 


a la dependencia o entidad un informe sobre el contenido de la información reservada o confidencial. En caso de que 


éste sea insuficiente, el Instituto podrá citar a la dependencia o entidad para que aporte los elementos que permitan 


determinar la clasificación correspondiente. 


Capítulo V 


Información reservada 
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Artículo 30. Los expedientes y documentos clasificados como reservados deberán llevar una leyenda que 


indique su carácter de reservado, la fecha de la clasificación, su fundamento legal, el periodo de reserva y la rúbrica 


del titular de la unidad administrativa. 


Cuando un expediente contenga documentos públicos y reservados, se deberán entregar aquellos que no estén 


clasificados. Tratándose de un documento que contenga partes o secciones reservadas, se deberá entregar una 


versión en el que se omitan estas últimas. Las reproducciones de los expedientes o documentos que se entreguen 


constituirán las versiones públicas correspondientes. 


Artículo 31. Los titulares de las unidades administrativas elaborarán, de conformidad con los requisitos 


establecidos en el artículo 17 de la Ley, un índice de los expedientes clasificados como reservados. 


A efecto de mantener dicho índice actualizado, la unidad administrativa lo enviará al Comité, dentro de los 


primeros diez días hábiles de los meses de enero y julio de cada año, según corresponda. El Comité tendrá un plazo 


de diez días hábiles para su aprobación; transcurrido dicho plazo sin que exista determinación alguna por parte del 


Comité, se entenderá aprobado. 


Artículo 32. Los índices de expedientes clasificados como reservados serán información pública, sujeta a las 


obligaciones de disponibilidad y acceso establecidas por la Ley y este Reglamento. Estos índices deberán contener: 


I. El rubro temático, 


II. La unidad administrativa que generó, obtuvo, adquirió, transformó o conserva la información; 


III. La fecha de la clasificación; 


IV. El fundamento legal; 


V. El plazo de reserva, y 


VI. Las partes de los expedientes o documentos que se reservan, en su caso. 


Artículo 33. Los expedientes y documentos clasificados como reservados, serán debidamente custodiados y 


conservados conforme a los lineamientos que expida el Instituto y, en su caso, los criterios específicos que emitan 


los Comités. Los titulares de las dependencias y entidades deberán conocer estos últimos y asegurarse de que son 


adecuados para los propósitos citados. 


Artículo 34. La información clasificada como reservada podrá ser desclasificada: 


I. A partir del vencimiento del periodo de reserva; 


II. Cuando desaparezcan las causas que dieron origen a la clasificación; 


III. Cuando así lo determine el Comité en los términos del artículo 45 de la Ley, o 


IV. Cuando así lo determine el Instituto de conformidad con los artículos 17 y 56 fracción III de la Ley. 


Artículo 35. Cuando a juicio de una dependencia o entidad, sea necesario ampliar el plazo de reserva de un 


expediente o documento, el Comité respectivo deberá hacer la solicitud correspondiente al Instituto, debidamente 


fundada y motivada, por lo menos con tres meses de anticipación al vencimiento del periodo de reserva. 


La falta de respuesta del Instituto dentro de los dos meses posteriores a la recepción de la solicitud de ampliación 


del plazo de reserva, será considerada como una afirmativa ficta, y el documento conservará el carácter de 


reservado por el periodo solicitado. 


Artículo 36. Para los efectos del artículo 14 de la Ley, se considerarán como violaciones graves de derechos 


fundamentales y delitos de lesa humanidad los que se establezcan como tales en los tratados ratificados por el 


Senado de la República o en las resoluciones emitidas por organismos internacionales cuya competencia sea 


reconocida por el Estado Mexicano, así como en las disposiciones legales aplicables. 


Capítulo VI 


Información confidencial 
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Artículo 37. La información confidencial no estará sujeta a plazos de vencimiento y tendrá ese carácter de 


manera indefinida, salvo que medie el consentimiento expreso del titular de la información o mandamiento escrito 


emitido por autoridad competente. 


Artículo 38. Los particulares que entreguen a las dependencias y entidades información confidencial de 


conformidad con lo establecido en el artículo 19 de la Ley, deberán señalar los documentos o las secciones de éstos 


que la contengan, así como el fundamento por el cual consideran que tenga ese carácter. 


Artículo 39. Para efectos de la fracción I del artículo 22 de la Ley se entenderá que no se requiere el 


consentimiento expreso del titular de la información, cuando esté en serio peligro la vida o salud de la persona de 


que se trate. 


Artículo 40. Para que las dependencias o entidades puedan permitir el acceso a información confidencial 


requieren obtener el consentimiento expreso de los particulares titulares de la información, por escrito o medio de 


autentificación equivalente. 


Artículo 41. Cuando una dependencia o entidad reciba una solicitud de acceso a un expediente o documentos 


que contengan información confidencial y el Comité lo considere pertinente, podrá requerir al particular titular de la 


información su autorización para entregarla, quien tendrá diez días hábiles para responder a partir de la notificación 


correspondiente. El silencio del particular será considerado como una negativa. 


El Comité deberá dar acceso a las versiones públicas de los expedientes o documentos a que se refiere el 


párrafo que antecede, en las que se omitan los documentos o las partes o secciones de éstos que contengan 


información confidencial, aun en los casos en que no se haya requerido al particular titular de la información para que 


otorgue su consentimiento, o bien se obtenga una negativa expresa o tácita del mismo. 


Capítulo VII 


Organización de archivos 


Artículo 42. El Archivo General de la Nación, en coordinación con el Instituto, expedirá los lineamientos que 


contengan los criterios para la organización, conservación y adecuado funcionamiento de los archivos de las 


dependencias y entidades. 


Artículo 43. Cuando la especialidad de la información o de la unidad administrativa lo requieran, los Comités 


establecerán criterios específicos para la organización y conservación de los archivos de las dependencias y 


entidades, siempre que no se contravengan los lineamientos expedidos conforme al artículo anterior. Dichos criterios 


y su justificación deberán publicarse en el sitio de internet de las dependencias y entidades, dentro de los diez días 


hábiles siguientes a que se emitan o modifiquen. 


Artículo 44. Todo documento en posesión de las dependencias y entidades formará parte de un sistema de 


archivos de conformidad con los lineamientos y criterios a que se refiere este capítulo; dicho sistema incluirá al 


menos, los procesos para el registro o captura, la descripción desde el grupo general, subgrupo y expediente, 


archivo, preservación, uso y disposición final, entre otros que resulten relevantes. 


Artículo 45. Los actos y procedimientos que se encuentren en trámite ante las unidades administrativas de las 


dependencias y entidades, así como las resoluciones definitivas que se adopten por éstas, deberán contar con la 


documentación que los sustente. 


Artículo 46. De conformidad con los lineamientos a que se refiere el artículo 42 de este Reglamento, los Comités 


elaborarán un programa que contendrá una guía simple de la organización de los archivos de la dependencia o 


entidad, con el objeto de facilitar la obtención y acceso a la información pública. Dicha guía se actualizará 


anualmente y deberá incluir las medidas necesarias para custodia y conservación de los archivos. Asimismo, los 


Comités supervisarán la aplicación de los lineamientos o criterios a que se refiere este capítulo. 


Capítulo VIII 


Protección de datos personales 
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Artículo 47. Los procedimientos para acceder a los datos personales que estén en posesión de las dependencias 


y entidades garantizarán la protección de los derechos de los individuos, en particular, a la vida privada y a la 


intimidad, así como al acceso y corrección de sus datos personales, de conformidad con los lineamientos que expida 


el Instituto y demás disposiciones aplicables para el manejo, mantenimiento, seguridad y protección de los datos 


personales. 


Artículo 48. Las dependencias y entidades que cuenten con sistemas de datos personales deberán hacer del 


conocimiento del Instituto y del público en general a través de sus sitios de internet, el listado de dichos sistemas, en 


el cual indicarán el objeto del sistema, el tipo de datos que contiene, el uso que se les da, la unidad administrativa 


que lo administra y el nombre del responsable. El Instituto mantendrá un listado público actualizado de los sistemas 


de datos personales que sean hechos de su conocimiento. 


Capítulo IX 


Costos por reproducción y envío de la información 


Artículo 49. Para los efectos del artículo 27 de la Ley, se entenderá por cuotas de acceso, los costos de 


reproducción y envío de la información solicitada. 


Artículo 50. En caso de que las dependencias y entidades posean una versión electrónica de la información 


solicitada, podrán enviarla al particular sin costo alguno o ponerla a su disposición en un sitio de internet y comunicar 


a éste los datos que le permitan acceder a la misma. 


Artículo 51. Las dependencias y entidades podrán reproducir la información solicitada en copias simples o 


certificadas, medios magnéticos, ópticos, sonoros, visuales, holográficos u otros medios. En esos casos se cobrarán 


a los particulares derechos, aprovechamientos o productos, según corresponda, y el pago respectivo deberá hacerse 


previamente a la reproducción de la información. 


Salvo en el caso de las copias certificadas, los costos referidos en el párrafo anterior no podrán rebasar el de los 


materiales utilizados para la reproducción de la información. Estos costos deberán publicarse en los sitios de internet 


de las dependencias y entidades. 


Los costos de las copias certificadas se determinarán conforme a la legislación aplicable y, en el caso de las 


entidades, no podrán ser superiores a los establecidos para las dependencias. 


Artículo 52. Las dependencias y entidades que provean servicios de información con valor comercial podrán 


cobrar dichos servicios en los términos de los ordenamientos jurídicos aplicables. 


En la consulta, adquisición o reproducción de las bases de datos de las dependencias y entidades que no tengan 


información reservada o confidencial se tomará en cuenta su valor comercial y se respetará la titularidad de los 


derechos correspondientes. 


Artículo 53. Con excepción de las copias certificadas y lo que dispone el segundo párrafo del artículo 24 de la 


Ley, será gratuita la reproducción de la información que se genere con motivo de la respuesta a una solicitud de 


acceso a datos personales o a la corrección de éstos. 


Artículo 54. Salvo que exista impedimento justificado para hacerlo, las dependencias y entidades deberán 


atender la solicitud de los particulares respecto de la forma de envío de la información solicitada, la cual podrá 


realizarse por correo certificado o mensajería, con acuse de recibo, siempre y cuando los solicitantes hayan cubierto 


o cubran el servicio respectivo. 


Artículo 55. El Instituto y las Secretarías de Hacienda y Crédito Público y de la Función Pública, se coordinarán 


para establecer y mejorar de manera continua, un sistema que permita facilitar el envío de la información, reducir sus 


costos y facilitar su pago evitando el traslado físico de los particulares a las dependencias y entidades, así como a 


sus oficinas, representaciones y delegaciones. 


El Instituto podrá ser coadyuvante de la Tesorería de la Federación en el cobro de los costos de reproducción y 


envío de la información previstos en la Ley y este Reglamento. 


Capítulo X 
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De las Unidades de Enlace y los Comités 


Artículo 56. Los titulares de las Unidades de Enlace designarán a los servidores públicos habilitados en las 


oficinas, representaciones y delegaciones de la dependencia o entidad de que se trate, el cual auxiliará a los 


particulares en la elaboración de sus solicitudes y, en su caso, los orientará sobre la dependencia, entidad u otro 


órgano que pudiera tener la información que solicitan. 


Artículo 57. Los Comités estarán integrados por el titular del órgano interno de control, el titular de la Unidad de 


Enlace y un servidor público designado por el titular de la dependencia o entidad. Los miembros de los Comités sólo 


podrán ser suplidos en sus funciones por servidores públicos designados específicamente por los miembros titulares 


de aquéllos, quienes deberán tener el rango inmediato inferior. Las decisiones deberán tomarse por mayoría de 


votos. 


Cuando una entidad no cuente con órgano interno de control, la Secretaría de la Función Pública designará al 


servidor público que integre el Comité. 


Los Comités podrán integrar a los servidores públicos que consideren necesarios para asesorarlos o apoyarlos en 


sus funciones, quienes asistirán a las sesiones con voz pero sin voto. 


Cada Comité establecerá los criterios para su funcionamiento, los cuales deberán prever al menos la periodicidad 


con que sesionará, el servidor público que lo presidirá y la forma de dar seguimiento a sus acuerdos. 


Artículo 58. Los órganos administrativos desconcentrados que cuenten con un órgano interno de control deberán 


establecer su Unidad de Enlace y Comité. 


Cuando no cuenten con órgano interno de control, el titular del órgano administrativo desconcentrado y el Comité 


de la dependencia a la cual el órgano se encuentre adscrito, determinarán de común acuerdo si se requiere una 


Unidad de Enlace y un Comité propios, atendiendo a la estructura orgánica, así como al tipo y cantidad de 


información que se maneje. Si la determinación es negativa, la Unidad de Enlace y el Comité de la dependencia, lo 


serán también del órgano administrativo desconcentrado. 


Cuando un órgano administrativo desconcentrado no cuente con un órgano interno de control y se determine la 


necesidad de crear una Unidad de Enlace y un Comité propios, el titular del órgano interno de control de la 


dependencia formará parte del Comité correspondiente. 


Las Comisiones Intersecretariales y los Consejos Consultivos cumplirán las obligaciones previstas en la Ley, este 


Reglamento y demás disposiciones aplicables a través de la Unidad de Enlace y el Comité de la dependencia o 


entidad que ejerza las funciones de secretaría técnica o su equivalente. En su caso, la clasificación de la información 


corresponderá al secretario técnico o su equivalente. 


Artículo 59. Los cambios que realicen las dependencias o entidades respecto a los servidores públicos 


integrantes de las Unidades de Enlace o de los Comités, deberán publicarse en su sitio de internet dentro de los diez 


días hábiles siguientes a que se efectúen. 


Artículo 60. Las resoluciones y los criterios que expidan los Comités serán públicos y se darán a conocer en el 


sitio de internet de la dependencia o entidad de que se trate dentro de los diez días hábiles siguientes a que se 


expidan, sin perjuicio de que se hagan del conocimiento público a través de un sistema único que para esos efectos 


determine el Instituto. 


Artículo 61. Los Comités deberán enviar al Instituto mediante los sistemas que para tal efecto establezca éste, 


dentro de los primeros veinte días hábiles del mes de enero de cada año, toda la información que posean relativa a: 


I. El número y tipo de solicitudes de información presentadas y sus resultados, incluidas aquéllas en las que 


no fue posible localizar la información en los archivos; 


II. Los tiempos de respuesta a las diferentes solicitudes; 


III. El estado en que se encuentran las denuncias presentadas por el Instituto ante los órganos internos de 


control, y 
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IV. Las dificultades observadas en el cumplimiento de la Ley, este Reglamento y demás disposiciones 


aplicables. 


Capítulo XI 


Instituto Federal de Acceso a la Información Pública 


Artículo 62. Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 37 de la Ley, el Instituto podrá: 


I. Diseñar procedimientos y establecer sistemas para que las dependencias y entidades reciban, procesen, 


tramiten y resuelvan las solicitudes de acceso a la información, así como a los datos personales y su 


corrección; 


II. Establecer sistemas para que las dependencias y entidades puedan enviar al Instituto resoluciones, 


criterios, solicitudes, consultas, informes y cualquier otra comunicación a través de medios electrónicos, 


cuya transmisión garantice en  su caso la seguridad, integridad, autenticidad, reserva y confidencialidad 


de la información y genere registros electrónicos del envío y recepción correspondiente; 


III. Realizar visitas o requerir a las dependencias y entidades para asegurar la debida clasificación de la 


información, su desclasificación o la procedencia de otorgar acceso a la misma, y 


IV. Las demás que le confieran las leyes, este Reglamento y demás disposiciones  aplicables. 


Artículo 63. El Pleno del Instituto designará una Unidad de Enlace e integrará el Comité en los términos de la 


Ley. 


Artículo 64. El Instituto publicará en el Diario Oficial de la Federación los lineamientos y demás actos 


administrativos de carácter general que expida. 


El Instituto publicará en su sitio de internet los extractos de sus acuerdos, incluidas las resoluciones de los 


recursos de revisión, y cualquier otra información que considere de interés. 


Artículo 65. La Unidad de Enlace y el Comité del Instituto no tendrán acceso a la siguiente información: 


I. La recibida de las dependencias y entidades para que el Instituto la conozca, verifique u ordene su 


clasificación o desclasificación de acuerdo a lo dispuesto por la Ley, este Reglamento y demás 


disposiciones aplicables, y 


II. La contenida en los expedientes de los recursos de revisión mientras no hayan causado estado. 


Capítulo XII 


Del procedimiento de acceso a la información 


Artículo 66. Para los efectos del artículo 40 de la Ley, las solicitudes de acceso a la información podrán 


presentarse en escrito libre, en los formatos que para tal efecto determine el Instituto o a través del sistema que éste 


establezca. Tanto los formatos como el sistema deberán estar disponibles en las Unidades de Enlace, las oficinas, 


representaciones y delegaciones que cuenten con servidores públicos habilitados, así como en los sitios de internet 


de las dependencias, entidades y del propio Instituto. 


En la solicitud de acceso a la información, el interesado podrá señalar la persona o personas autorizadas para 


interponer, en su caso, el recurso de revisión a que se refieren los artículos 49 y 50 de la Ley. 


La presentación de las solicitudes de acceso a la información podrá hacerse personalmente o a través de 


representante en el domicilio de la Unidad de Enlace de la dependencia o entidad que corresponda, o en el de las 


oficinas, representaciones y delegaciones de éstas que cuenten con servidores públicos habilitados. Asimismo, dicha 


solicitud podrá presentarse por correo certificado o mensajería, con acuse de recibo, y medios electrónicos a través 
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del sistema que establezca el Instituto para este fin. En todo caso se entregará, confirmará o remitirá al particular un 


acuse de recibo en el cual conste de manera fehaciente la fecha de presentación respectiva. 


Artículo 67. La representación a que se refiere el artículo 40 de la Ley, podrá recaer en un tercero autorizado 


mediante una carta poder firmada ante dos testigos, sin necesidad de ratificación previa de firmas ni formalidad 


alguna. No se admitirá la representación cuando la solicitud de acceso se haga por medios electrónicos. 


Artículo 68. Los particulares que presenten solicitudes de acceso a la información deberán señalar el mecanismo 


por el cual desean les sea notificada la resolución que corresponda conforme al artículo 44 de la Ley. Dicha 


notificación podrá ser: 


I. Personalmente o a través de un representante, en el domicilio de la Unidad de  Enlace, o en el de las 


oficinas, representaciones y delegaciones de éstas que cuenten con servidores públicos habilitados; 


II. Por correo certificado o mensajería, con acuse de recibo, siempre que en este último caso el particular, al 


presentar su solicitud, haya cubierto o cubra el pago del servicio respectivo, y 


III. Por medios electrónicos, a través del sistema que establezca el Instituto, en cuyo caso dicho particular 


deberá indicar que acepta los mismos como medio para recibir la notificación. La dependencia o entidad deberá 


proporcionar en este caso al particular la clave que le permita acceder al sistema. 


Cuando el particular presente su solicitud por medios electrónicos a través del sistema que establezca el Instituto, 


se entenderá que acepta que las notificaciones le sean efectuadas por dicho sistema, salvo que señale un medio 


distinto para efectos de las notificaciones. 


En caso de que el particular no precise la forma en que se le debe notificar la resolución, o no cubra el pago del 


servicio de mensajería que se menciona en la fracción II de este artículo, la notificación se realizará por correo 


certificado, o por estrados cuando no se haya proporcionado el domicilio. 


Este artículo será aplicable en el caso de notificaciones de ampliación del plazo a que se refiere el primer párrafo 


del artículo 44 de la Ley. 


Artículo 69. Las Unidades de Enlace que reciban una solicitud de acceso a la información que no posea la 


dependencia o entidad de que se trate, deberán auxiliar y orientar a los particulares, a través del medio que éstos 


señalaron en su solicitud y dentro de los cinco días hábiles siguientes, sobre las dependencias o entidades que 


pudiesen poseerla. En esos casos, la petición del particular no tendrá el carácter de solicitud de acceso conforme a la 


Ley y este Reglamento. 


Artículo 70. Los Comités de cada dependencia o entidad podrán establecer los plazos y procedimientos internos 


para dar trámite a las solicitudes de acceso, el cual deberá desahogarse en el plazo máximo de veinte días hábiles a 


que se refiere el primer párrafo del artículo 44 de la Ley, incluida la notificación al particular a través de la Unidad de 


Enlace. En caso de no hacerlo, dicho procedimiento se ajustará a lo siguiente: 


I. Recibida la solicitud, la Unidad de Enlace deberá turnarla a la o las unidades administrativas que puedan 


tener la información dentro de los dos días hábiles siguientes a aquel en que se haya recibido la solicitud; 


II. En caso de contar con la información y que ésta sea pública, la unidad administrativa deberá notificarlo a la 


Unidad de Enlace dentro de los quince días hábiles siguientes a aquel en que se haya recibido la solicitud 


por parte de dicha Unidad, precisando, en su caso, los costos de reproducción y envío de acuerdo con las 


diversas modalidades que contemplan los artículos 51 y 54 de este Reglamento, o bien la fuente, lugar y 


forma en que se puede consultar, reproducir o adquirir, así como sus costos, si se tratara del supuesto a 


que se refieren los artículos 42, tercer párrafo de la Ley, 50 y 52 del Reglamento; 


III. En el caso de que la unidad administrativa determine que la información solicitada es reservada o 


confidencial, deberá remitir al Comité, tanto la solicitud de acceso como una comunicación en la que funde y 


motive la clasificación correspondiente, dentro de los ocho días hábiles siguientes a aquel en que se haya 


recibido la solicitud. El Comité podrá confirmar, modificar o revocar la clasificación mencionada, para lo cual 
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podrá tener acceso a los expedientes o documentos clasificados. En todo caso emitirá una resolución 


fundada y motivada; 


IV. En el caso de que la unidad administrativa determine que la información solicitada contiene documentos 


reservados o confidenciales, o un documento que contenga partes o secciones reservadas con este tipo de 


información, deberá remitir al Comité, la solicitud de acceso y una comunicación en la que funde y motive la 


clasificación correspondiente en el mismo plazo a que se refiere la fracción anterior, así como la 


reproducción de una versión pública de los documentos que no estén clasificados o en los que se hayan 


omitido las partes o secciones que contengan información reservada o confidencial. El Comité podrá 


confirmar, modificar o revocar la clasificación mencionada, para lo cual podrá tener acceso a los 


expedientes o documentos clasificados. En su caso, el Comité procederá conforme lo establece el artículo 


41 de este Reglamento y emitirá una resolución fundada y motivada, y 


V. En el caso de que la unidad administrativa determine que la información solicitada no se encuentra en sus 


archivos, deberá enviar al Comité dentro de los cinco días hábiles siguientes a aquél en que se haya 


recibido la solicitud de la Unidad de Enlace, un informe en el que exponga este hecho y oriente sobre la 


posible ubicación de la información solicitada. El Comité procederá de acuerdo a lo que se prevé en el 


artículo 46 de la Ley. 


Los Comités deberán emitir las resoluciones a que se refieren los artículos 45 y 46 de la Ley con la mayor rapidez 


posible. 


Artículo 71. Los Comités podrán determinar la ampliación del plazo de respuesta a una solicitud de acceso a la 


información de conformidad con el primer párrafo del artículo 44 de la Ley. En la notificación que se haga al 


solicitante se deberán explicar de manera fundada y motivada las causas que justifican dicha ampliación. No podrán 


invocarse como causales de ampliación del plazo motivos que supongan negligencia o descuido de la dependencia o 


entidad en el desahogo de la solicitud. 


Artículo 72. En las resoluciones de los Comités que nieguen el acceso a la información o determinen que los 


expedientes o documentos contienen partes o secciones reservadas o confidenciales, se deberá fundar y motivar la 


clasificación correspondiente e indicarle al solicitante que puede interponer el recurso de revisión ante el Instituto, así 


como proporcionarle el formato respectivo, el sitio de internet donde puede obtenerlo e interponerlo a través del 


sistema que establezca el Instituto, o bien darle acceso a dicho sistema si así lo solicita. 


Artículo 73. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 50 de este Reglamento, en la resolución a la solicitud de 


acceso, se indicarán los costos y las modalidades en que puede ser reproducida la información de conformidad con 


lo que establecen los artículos 51 y 52 del mismo ordenamiento, atendiendo cuando resulte procedente la solicitud 


del particular. 


En su caso, la información podrá ser puesta a disposición del solicitante mediante consulta física en la 


dependencia o entidad, debiendo realizarse, en la medida de lo posible, en el domicilio de la Unidad de Enlace. Si no 


fuere posible, la Unidad de Enlace deberá asegurarse que la consulta se realice en instalaciones apropiadas para 


ello. 


Artículo 74. Dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación que se haga sobre su disponibilidad, la 


información solicitada deberá ponerse a disposición del particular o su representante en el domicilio de la Unidad de 


Enlace, o en el de las oficinas, representaciones y delegaciones de éstas que cuenten con servidores públicos 


habilitados, o bien en un sitio de internet o enviárseles de conformidad con lo que establecen los artículos 50 y 54 de 


este Reglamento, según corresponda. 


Cuando se requiera reproducir o enviar la información en los términos de este artículo, el plazo de diez días 


hábiles comenzará a correr a partir del día hábil siguiente a aquel en que el particular cubra los costos 


correspondientes. 


Artículo 75. Los solicitantes tendrán un plazo de tres meses después de que se les notifique la resolución de 


acceso a la información para disponer de ella. Para ello deberán iniciar la consulta en el lugar donde se les indique o 


cubrir los costos vigentes para su reproducción y, en su caso, el envío de la misma. Transcurrido el plazo referido, los 


particulares deberán realizar una nueva solicitud de acceso a la información, sin responsabilidad alguna para la 


dependencia o entidad. 
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Capítulo XIII 


De los procedimientos de acceso y corrección de datos personales 


Artículo 76. En las solicitudes de acceso a datos personales y de corrección de éstos serán aplicables los 


artículos 66 y 68 de este Reglamento con las variantes a que se refiere el presente artículo. 


Al promover sus solicitudes, los particulares titulares de los datos personales o sus representantes deberán 


acreditar previamente su personalidad. La representación deberá tener carácter legal en los términos de las 


disposiciones que correspondan. Lo anterior será aplicable en los casos de las notificaciones de resoluciones 


conforme a las fracciones I y II del artículo 68 de este Reglamento, así como el segundo párrafo del mismo. 


El uso de medios electrónicos para promover solicitudes y recibir las notificaciones de las resoluciones se limitará 


a los casos en que el particular cuente con la certificación del medio de identificación electrónica a que se refiere el 


artículo 69-C de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 


Los plazos a que se refieren los artículos 24 y 25 de la Ley no serán prorrogables, ni procederá lo dispuesto por el 


segundo párrafo del artículo 66 del presente Reglamento. 


Artículo 77. En el caso de que los plazos y procedimientos aplicables a las solicitudes de acceso y corrección de 


datos personales, se precisen como servicios o trámites de conformidad con las fracciones VII y VIII del artículo 7 de 


la Ley, los particulares titulares de los datos personales deberán presentar sus solicitudes conforme a lo que ahí se 


establezca. 


Artículo 78. Los Comités de cada dependencia o entidad podrán establecer los plazos y el procedimiento interno 


para dar trámite a las solicitudes de acceso a datos personales, el cual se desahogará en el plazo máximo de diez 


días hábiles a que se refiere el primer párrafo del artículo 24 de la Ley, incluida la notificación al solicitante a través 


de la Unidad de Enlace, y se ajustará a lo siguiente: 


I. Recibida la solicitud, la Unidad de Enlace deberá turnar la solicitud de acceso a los datos personales a la o 


las unidades administrativas que puedan tener la información correspondiente; 


II. En caso de contar con la información sobre los datos personales del particular, la unidad administrativa 


deberá remitirla en formato comprensible a la Unidad de Enlace, precisando en su caso la gratuidad de la 


reproducción respectiva y el costo del envío de la información, conforme al artículo 54 de este Reglamento, 


a menos que se trate de copias certificadas o de lo que dispone el segundo párrafo del artículo 24 de la Ley, 


para lo cual se precisará lo conducente, y 


III. En caso de que la unidad administrativa determine que la información solicitada no se encuentra en su 


sistema de datos personales, deberá enviar un informe en el que exponga este hecho al Comité, el cual 


analizará el caso y tomará las medidas pertinentes para localizar la información solicitada. En caso de no 


encontrarse la información solicitada, el Comité expedirá una resolución que comunique al solicitante la 


inexistencia de sus datos personales en el sistema de que se trate. 


Artículo 79. Los Comités de cada dependencia o entidad podrán establecer los plazos y el procedimiento interno 


para dar trámite a las solicitudes de corrección de datos personales, las cuales se desahogarán en el plazo máximo 


de treinta días hábiles a que se refiere el artículo 25 de la Ley, incluida la notificación al solicitante a través de la 


Unidad de Enlace, y se ajustará a lo siguiente: 


I. Recibida la solicitud, la Unidad de Enlace deberá turnarla a la o las unidades administrativas que puedan 


tener la información correspondiente; 


II. En caso de ser procedente la corrección de los datos personales del particular, la unidad administrativa 


deberá remitir a la Unidad de Enlace una comunicación en la que haga constar las modificaciones, 


precisando en su caso la gratuidad de esta última y el costo del envío de la información, conforme al artículo 


54 de este Reglamento, a menos que se trate de copias certificadas o de lo que dispone el segundo párrafo 


del artículo 24 de la Ley, para lo cual se precisará lo conducente, y 


III. En caso de que la unidad administrativa determine que la corrección de los datos personales solicitada 


no resulta procedente, deberá remitir al Comité una comunicación en la que funde y motive las razones por 
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las que no procedieron las modificaciones. El Comité determinará la procedencia de las modificaciones 


conforme a la fracción anterior, o bien emitirá una resolución fundada y motivada que determine la 


improcedencia total o parcial de las correcciones. 


Artículo 80. Las resoluciones de los Comités que determinen la inexistencia de datos personales, o la 


improcedencia total o parcial de sus modificaciones, deberán estar fundadas y motivadas e indicar al solicitante que 


puede interponer el recurso de revisión ante el Instituto, así como proporcionarle el formato respectivo, el sitio de 


internet donde puede obtenerlo e interponerlo a través del sistema que establezca el Instituto, o bien darle acceso a 


dicho sistema si así lo solicita. 


Artículo 81. Cuando el particular haya solicitado la reproducción de la información de sus datos personales o de 


la corrección de éstos en copias certificadas, los plazos de resolución comenzarán a correr a partir del día hábil 


siguiente a aquel en que compruebe haber cubierto los costos correspondientes. 


Capítulo XIV 


De los procedimientos ante el Instituto 


Artículo 82. De conformidad con lo previsto en el artículo 51 de la Ley, procede el recurso de revisión establecido 


en los artículos 49 y 50 de dicho ordenamiento. Este recurso se sustanciará conforme a lo que se establece en la 


Ley, este Reglamento y, en lo no previsto, a lo que dispone la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 


Artículo 83. Para los efectos de los artículos 26, 49 y 50 de la Ley, los recursos de revisión podrán presentarse 


en escrito libre, en los formatos que para tal efecto determine el Instituto, o a través del sistema que éste establezca. 


Tanto el formato como el sistema deberán estar disponibles en las Unidades de Enlace, las oficinas, 


representaciones y delegaciones que cuenten con servidores públicos habilitados, así como en los sitios de internet 


de las dependencias, entidades y del propio Instituto. 


La presentación del recurso de revisión en lo que respecta al procedimiento de acceso a la información podrá 


hacerse personalmente o a través de representante en el domicilio del Instituto, o bien en el lugar que este último 


autorice, así como en el de la Unidad de Enlace de la dependencia o entidad que corresponda. 


Dicho recurso podrá efectuarse por correo certificado o mensajería, con acuse de recibo, y medios electrónicos a 


través del sistema que establezca el Instituto; en todo caso se entregará, confirmará o remitirá al particular un acuse 


de recibo en el cual conste de manera fehaciente la fecha de presentación respectiva. 


En los recursos de revisión de solicitudes de acceso a la información, no se requerirá acreditar la identidad del 


interesado y la representación podrá hacerse en los términos establecidos por el artículo 84 del presente 


Reglamento. La presentación del recurso por medios electrónicos deberá realizarse por el interesado; en este caso 


no procederá la representación. 


En lo que respecta a datos personales la presentación del recurso de revisión deberá hacerse por el particular 


titular de los datos personales o su representante legal. Asimismo, la presentación de dicho recurso podrá ser 


remitida por medios electrónicos, siempre que el particular cuente con la certificación del medio de identificación 


electrónica a que se refiere el artículo 69-C de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 


El plazo a que se refiere el artículo 55 de la Ley comenzará a correr al día hábil siguiente a aquel en que el 


Instituto reciba el recurso. 


Artículo 84. La representación a que se refiere el artículo 49 de la Ley deberá acreditarse mediante carta poder 


firmada ante dos testigos, sin necesidad de ratificación previa de firmas ni formalidad alguna. 


La representación también podrá acreditarse mediante la presentación de la solicitud de acceso a la información 


que dio origen a la resolución impugnada, en la cual se hubiere autorizado expresamente a la persona que podrá 


interponer los medios de defensa que procedan. 


Artículo 85. De conformidad con la fracción IV del artículo 55 de la Ley, cuando el recurso se presente a través 


de medios electrónicos se deberá anexar por la misma vía copia electrónica de la resolución impugnada y, en su 


caso, copia de la notificación correspondiente. Opcionalmente dichos documentos podrán reproducirse en medios 


impresos y enviarse al Instituto. 
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Artículo 86. Los particulares que presenten recursos deberán señalar cómo desean que les sea notificada la 


resolución que corresponda conforme al artículo 56 de la Ley. Dicha notificación podrá ser: 


I. Personalmente o a través de un representante, en el domicilio del Instituto; 


II. Por correo certificado o mensajería, con acuse de recibo, siempre que en este último caso el particular, al 


presentar el recurso, haya cubierto o cubra el pago del servicio respectivo, y 


III. Por medios electrónicos, a través del sistema que establezca el Instituto en cuyo caso dicho particular 


deberá indicar que acepta los mismos como medio para recibir las notificaciones, siempre que se le 


proporcionen los elementos que le permitan acceder a la misma. 


Cuando el particular presente el recurso de revisión por medios electrónicos a través del sistema que establezca 


el Instituto, se entenderá que acepta que las notificaciones le sean efectuadas por dicho sistema, salvo que señale 


un medio distinto para efectos de las notificaciones. 


En caso de que el particular no precise la forma en que se le debe notificar la resolución, o no cubra el pago del 


servicio de mensajería que se menciona en la fracción II de este artículo, la notificación se realizará por correo 


certificado, independientemente que se haga a través del sistema que establezca el Instituto. 


En caso de que el particular no señale domicilio para recibir notificaciones, éstas se realizarán por estrados. 


Este artículo será aplicable en el caso de notificaciones de ampliaciones de plazos a que se refiere el penúltimo 


párrafo del artículo 55 de la Ley. 


En los casos de las fracciones I y II de este artículo, la notificación de resoluciones sobre recursos interpuestos en 


materia de acceso a datos personales o de corrección de éstos, podrá hacerse únicamente al particular titular de los 


datos personales o a su representante legal, previa acreditación de su personalidad. Asimismo, dicha notificación 


podrá ser remitida por medios electrónicos, siempre que el particular cuente con la certificación del medio de 


identificación electrónica a que se refiere el artículo 69-C de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 


Artículo 87. En caso de que el recurso de revisión no satisfaga alguno de los requisitos a que se refiere el 


artículo 54 de la Ley, y el Instituto no cuente con elementos para subsanarlos, se prevendrá al recurrente, por una 


sola ocasión, y a través del medio que haya elegido de conformidad con el artículo que antecede, para que subsane 


las omisiones dentro de un plazo de cinco días hábiles. Transcurrido el plazo correspondiente sin desahogar la 


prevención se tendrá por no presentado el recurso. 


La prevención tendrá el efecto de interrumpir el plazo que tiene el Instituto para resolver el recurso. 


Artículo 88. Cuando el recurso satisfaga todos los requisitos a que se refiere el artículo 54 de la Ley, el Instituto 


decretará su admisión y correrá traslado al Comité que emitió la resolución impugnada para que un plazo de siete 


días hábiles manifieste lo que a su derecho convenga. 


Artículo 89. En la sustanciación de los recursos de revisión a que se refiere el artículo 55 de la Ley, el Instituto, a 


través del Comisionado Ponente dará trámite, resolverá los recursos y, en su caso, subsanará las deficiencias de 


derecho que correspondan sin cambiar los hechos expuestos en los mismos. 


Para tal efecto, se admitirán toda clase de pruebas, excepto la confesional de las autoridades. No se considerará 


comprendida en esta prohibición la petición de informes a las autoridades administrativas, respecto de hechos que 


consten en sus expedientes o de documentos agregados a ellos. 


Artículo 90. Para los efectos de la fracción II del artículo 55 de la Ley, el Pleno del Instituto determinará, en su 


caso, el lugar, fecha y hora para la celebración de la audiencia, señalando que dentro de los 5 días hábiles previos a 


su celebración se podrán ofrecer pruebas las que, en su caso, se admitirán y desahogarán en dicha audiencia, la 


cual no podrá posponerse y se celebrará independientemente de que se presenten o no las partes. Asimismo, el 


Instituto podrá designar a un representante para ese propósito, y determinará, de conformidad con el tipo de asunto, 


las audiencias que deban ser públicas o privadas. 


En caso de que se celebre la audiencia, las partes podrán presentar sus alegatos por escrito o, en su caso, se les 


otorgará un plazo razonable para que los expresen. Se levantará una constancia de la celebración de la audiencia. 
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Artículo 91. Las resoluciones a que se refiere la fracción III del artículo 56 de la Ley, deberán ser implementadas 


por las dependencias y entidades en un plazo no mayor a diez días hábiles, contados a partir del día hábil siguiente a 


aquel en que se haya notificado la resolución al Comité. 


Artículo 92. En los términos del artículo 56 de la Ley, si alguna dependencia o entidad se niega a entregar 


información relacionada con la resolución de un recurso de revisión, lo haga de manera parcial, o a cumplir con una 


resolución o instrucción, el Instituto podrá: 


I. Comunicarlo al órgano interno de control que corresponda para su inmediata intervención; 


II. Recurrir al superior jerárquico del titular de la unidad administrativa de que se trate, para su inmediata 


intervención, o 


III.  Hacer del conocimiento público dicha circunstancia. 


Artículo 93. Para los efectos del artículo 53 de la Ley, los particulares podrán solicitar ante el Instituto, a través 


de los medios que establece el artículo 83 de este Reglamento, su intervención para que verifique la falta de 


respuesta por parte de una dependencia o entidad, a una solicitud de acceso en el plazo establecido por el artículo 


44 de la Ley. 


El Instituto requerirá a la dependencia o entidad de que se trate para que en el plazo de cinco días hábiles 


compruebe que respondió en tiempo y forma al particular. Comprobado este hecho a juicio del Instituto, éste 


procederá a informarlo al particular a través de una resolución que será emitida dentro de los veinte días hábiles 


siguientes a la presentación de la solicitud para que interviniera y verificara la falta de respuesta. En caso contrario, 


emitirá una resolución donde conste la instrucción a la dependencia o entidad para que entregue la información 


solicitada dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación que para esos efectos se lleve a cabo. 


Artículo 94. En caso de que la dependencia o entidad no pueda comprobar que respondió en tiempo y forma al 


particular, y considere que se trata de información reservada o confidencial, deberá remitir al Instituto un informe en 


el que funde y motive la clasificación correspondiente en el plazo de cinco días hábiles a que se refiere el artículo 


anterior. 


En caso de que el informe sea insuficiente para determinar la clasificación correspondiente, el Instituto podrá citar 


a la dependencia o entidad para que en un plazo de cinco días hábiles aporte los elementos que permitan resolver lo 


conducente, incluida la información reservada o confidencial. 


El Instituto valorará la clasificación hecha conforme a los párrafos que anteceden y, en su caso, emitirá dentro de 


los veinte días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud para que interviniera y verificara la falta de 


respuesta, una resolución donde conste la instrucción a la dependencia o entidad para que le entregue la información 


solicitada, o bien en la que determine que los documentos en cuestión son reservados o confidenciales, en cuyo caso 


la resolución instruirá a la dependencia o entidad para que resuelva de manera fundada y motivada la negativa 


correspondiente. En ambos casos la instrucción deberá acatarse dentro de los diez días hábiles siguientes a la 


notificación que para esos efectos se lleve a cabo. 


Artículo 95. Para los efectos del artículo 60 de la Ley, los particulares podrán solicitar la reconsideración 


correspondiente ante el Instituto, mediante un escrito que reúna, en lo conducente, los requisitos previstos en el 


artículo 54 de la Ley. El Instituto deberá determinar si subsisten las causas que dieron origen a su resolución o bien, 


si procede la reconsideración, en un plazo no mayor al establecido en el artículo 55 de la Ley para la resolución del 


recurso de revisión. 


TRANSITORIOS 


PRIMERO. El presente Reglamento entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 


Federación. 


SEGUNDO. El Archivo General de la Nación, en coordinación con el Instituto, expedirá los lineamientos que 


contengan los criterios a que se refiere el artículo 42 del presente Reglamento, de acuerdo con el calendario que 


elaboren ambas instancias. 
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TERCERO. Los registros de trámites y formatos fiscales a que se refiere la Ley y este Reglamento, deberán estar 


a disposición del público en internet, a más tardar seis meses después de la entrada en vigor de este Reglamento. 


CUARTO. Las dependencias y entidades deberán adecuar la información a que se refiere el artículo 7 de la Ley 


en los términos de lo dispuesto por el capítulo II de este Reglamento, dentro de los tres meses siguientes a su 


entrada en vigor. 


QUINTO. En el caso del artículo 20 de este Reglamento, las dependencias y entidades podrán optar por publicar 


copias en medios electrónicos de los permisos, autorizaciones o títulos de concesión, cuando se trate de información 


anterior a la fecha de entrada en vigor del presente Reglamento. En todo caso, las dependencias y entidades 


deberán tener un programa para asegurar que la información esté disponible en los formatos correspondientes 


dentro de los tres años siguientes a la entrada en vigor de este Reglamento. 


SEXTO. Para los efectos del artículo 23 de la Ley, las dependencias y entidades deberán notificar al Instituto el 


listado de los sistemas de datos personales que posean y publicarlo en sus sitios de internet, a más tardar dentro de 


los tres meses siguientes a la entrada en vigor de este Reglamento. 


SÉPTIMO. A la información existente en las dependencias y entidades con anterioridad a la entrada en vigor del 


presente Reglamento le será aplicable el régimen establecido por la Ley y el propio Reglamento. Dicha información 


será pública y sólo podrá clasificarse como reservada o confidencial en los supuestos previstos por los 


ordenamientos mencionados. 


OCTAVO. La elaboración de los índices a que se refiere el artículo 32 del Reglamento deberá completarse dentro 


de los primeros veinte días hábiles de enero de 2004. 


NOVENO. Las disposiciones administrativas que otorguen a las dependencias y entidades atribuciones en 


materia de transparencia y acceso a la información pública gubernamental, se derogan en lo que se opongan a lo 


dispuesto por la Ley y el presente Reglamento. 


DÉCIMO. El Instituto deberá cumplir con las obligaciones establecidas en los capítulos II y XI de este Reglamento 


respecto a la información que debe poner en su sitio de internet, a más tardar dentro de los tres meses siguientes a 


su entrada en vigor. 


DÉCIMO PRIMERO. En tanto se aprueban por el Congreso de la Unión los derechos aplicables a las cuotas de 


acceso a que se refiere el artículo 27 de la Ley, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público establecerá a más 


tardar, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la entrada en vigor de este Reglamento, un procedimiento 


sencillo y expedito para que las dependencias y entidades puedan cobrar los costos de reproducción de la 


información. 


El procedimiento precisará los montos máximos que las dependencias y entidades podrán cobrar y tenderá a 


cumplir con los objetivos planteados en el artículo 55 del Reglamento. Las modalidades de reproducción por las que 


se podrán cobrar las cuotas de acceso, serán las referidas en los artículos 51 y 52 de este Reglamento. 


Dado en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los diez días del 


mes de junio de dos mil tres.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Santiago Creel 


Miranda.- Rúbrica.- El Secretario de la Función Pública, Eduardo Romero Ramos.- Rúbrica. 
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